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 Introducción 

La violencia de género contra las mujeres mayores es, paradó-
jicamente, una de las formas de violencia machista más anti-
guas y persistentes pero menos nombradas. Antigua porque, 
como muestra la bibliografía revisada en esta publicación, rara 
vez se trata de un episodio reciente, sino de la continuación de 
historias de maltrato que en muchos casos comenzaron déca-
das atrás, incluso antes del matrimonio. Menos nombrada 
porque el propio campo de estudio que la analiza es, en cambio, 
muy reciente. El interés académico específico por la violencia 
de género contra mujeres mayores no se consolida hasta la 
década de 2010 y en España no existían investigaciones propias 
sobre la materia hasta bien entrado el siglo XXI.

Ese interés, no obstante, ha crecido con fuerza en los últimos 
años, especialmente en el contexto español. Diagnósticos mu-
nicipales y autonómicos, hojas de ruta, guías de intervención, 
trabajos académicos y estudios promovidos por administracio-
nes públicas y entidades del tercer sector han ido tejiendo, en 
poco más de una década, un cuerpo de conocimiento que em-
pieza a dar nombre a una realidad que llevaba mucho tiempo 
silenciada. España cuenta hoy con algunos de los instrumentos 
de medición más sólidos de la región y la producción de diag-
nósticos territoriales, protocolos y experiencias de intervención 
se ha multiplicado, convirtiendo al país en un referente dentro 
del panorama europeo e internacional en la construcción de 
este campo de estudio. Este trabajo se inscribe en ese impulso y 
aspira a contribuir a él desde el rigor académico y desde el com-
promiso feminista.
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La presente publicación recoge los resultados de una revisión 
sistemática de 73 referencias bibliográficas sobre violencia de 
género contra mujeres mayores, elaborada por la Fundación 
PEM con apoyo del IMSERSO, con un doble propósito. Por un 
lado, ofrecer un documento de referencia que sistematice el 
conocimiento disponible sobre esta problemática. Por otro, 
poner ese conocimiento al servicio de la sensibilización de las 
y los profesionales que, desde ámbitos tan diversos como la 
sanidad, los servicios sociales, la atención especializada en 
violencia de género y en personas mayores, los medios de co-
municación, las fuerzas y cuerpos de seguridad, las entidades 
sociales o la administración pública, se encuentran cotidiana-
mente con mujeres mayores sin contar siempre con las herra-
mientas conceptuales necesarias para reconocer lo que tienen 
delante.

El marco analítico de esta investigación toma como referencia 
la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género1 y se centra, por tanto, en la vio-
lencia ejercida por parejas o exparejas. Esta delimitación no 
ignora que las mujeres mayores conviven, con frecuencia, con 
violencias que provienen de otras fuentes (hijas, hijos u otros 
familiares), ni que la violencia en el ámbito del cuidado o la 
negligencia hacia personas en situación de dependencia atra-
viesan también sus vidas. Ambas cuestiones aparecen recogi-
das en distintos puntos del texto, siempre que la propia 
bibliografía revisada lo permite, pero el núcleo del análisis se 

1 | La Ley Orgánica 1/2004 ha sido modificada en diversas ocasiones desde 
su aprobación. Las principales reformas corresponden a 2007 (pensiones 
de viudedad y orfandad), 2015 y 2021 (refuerzo de la protección de los hijos 
e hijas menores como víctimas de la violencia de género), 2018 (ampliación 
de los mecanismos de acreditación y acceso a derechos de las víctimas) y 
2022, cuando la Ley Orgánica 10/2022 introdujo la reforma más extensa, 
incorporando nuevos derechos y medidas de protección y atención integral. 
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sostiene sobre la violencia de pareja, por ser la que continúa 
concentrando la mayoría de la evidencia disponible.

Esta publicación se organiza en siete capítulos que recorren, de 
manera progresiva, la caracterización del fenómeno, los estu-
dios de prevalencia existentes, sus impactos en el cuerpo y en la 
vida de las mujeres mayores, las barreras que dificultan la salida 
de la violencia, las estrategias de afrontamiento que estas mu-
jeres despliegan, los recursos disponibles para atenderlas y, fi-
nalmente, las recomendaciones que la propia literatura formula, 
a través de las voces de profesionales y de las propias mujeres 
mayores sobrevivientes de violencia de género, para avanzar 
hacia una respuesta más justa. Dos ejes conceptuales atravie-
san el análisis a lo largo de todo el texto. Primero, la compren-
sión de esta violencia desde una mirada feminista, que rechaza 
cualquier lectura que la disuelva en categorías neutras como el 
“estrés del cuidador” o la “violencia familiar”. Segundo, una 
perspectiva crítica frente al edadismo, que exige romper con la 
idea de que la vejez explica o justifica por sí sola lo que, en rea-
lidad, es una violencia estructural sostenida por el sexismo. Solo 
la intersección de ambas miradas permite entender por qué 
esta forma de violencia ha permanecido, durante tanto tiempo, 
en “tierra de nadie” que describe parte de la bibliografía revisa-
da, y por qué sacarla de ahí es hoy una tarea urgente y política-
mente impostergable.
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 1.  
 Caracterización de la violencia de   
 género contra mujeres mayores 

Una historia que viene de lejos
Al revisar la bibliografía producida en las últimas dos décadas 
sobre violencia de género contra mujeres mayores, lo primero 
que nos llama la atención es que se trata de un campo de estu-
dio relativamente reciente. Como señalan tanto Mónica Ramos 
Toro (2020) en el diagnóstico sobre violencia de género contra 
mujeres mayores que realiza en la ciudad de Madrid, como Ga-
briela Ramos Bonilla (2021) en la revisión sistemática que ela-
bora sobre América Latina y el Caribe, el interés académico 
específico por esta cuestión surge con fuerza entre 2010 y 2020, 
momento en el que comienza a consolidarse una mirada que 
entiende la violencia hacia las mujeres mayores no como un 
episodio aislado, sino como un fenómeno acumulativo, ligado a 
trayectorias vitales y a experiencias prolongadas en el tiempo. 
Antes de esa fecha, la mayoría de los estudios sobre maltrato a 
personas mayores o sobre violencia de género incluían a las 
mujeres mayores, pero sin analizarlas en profundidad. Queda-
ban diluidas dentro de categorías más amplias, sin que sus ex-
periencias específicas merecieran un tratamiento propio 
(Ramos Bonilla, 2021).

Este interés reciente sobre el campo no significa, en absoluto, 
que la problemática sea nueva. Al contrario, una de las conclu-
siones más sólidas y repetidas a lo largo de toda la literatura re-
visada es que la violencia que sufren las mujeres mayores en 
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sus relaciones de pareja o expareja tiene, casi siempre, un largo 
recorrido detrás. Son violencias con historia, violencias de dé-
cadas, violencias que han atravesado buena parte, si no la tota-
lidad, del curso de vida de estas mujeres. De hecho, podemos 
afirmar que si hay un hallazgo que se repite de manera casi 
unánime en los textos revisados, es justamente que la violencia 
de género contra mujeres mayores no suele ser un hecho re-
ciente, sino la continuación de una historia de maltrato que, en 
muchos casos, comenzó décadas atrás, incluso durante el 
noviazgo.

La investigación realizada en 2019 por Cruz Roja Española con 
apoyo de la Universidad Carlos III de Madrid y promovida por la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género ofrece 
datos contundentes al respecto. El 55% de las mujeres encues-
tadas, de las atendidas en el Servicio telefónico de Atención y 
Protección a Víctimas de la Violencia de Género (Servicio 
ATENPRO), llevaba sufriendo violencia desde hacía más de 30 
años, y dentro de este grupo, el más numeroso correspondía a 
quienes acumulaban entre 40 y 49 años de maltrato (28%). 
Además, el 30% de las mujeres vinculaba el inicio de los episo-
dios violentos al noviazgo y el 78%, al matrimonio. En la misma 
línea, el Proyecto GAIA, desarrollado en la isla de Tenerife (Ji-
ménez Jaén et al., 2021), encontró que el 32,5% de las mujeres 
encuestadas y que son usuarias de los servicios de atención 
ante la violencia de género —el porcentaje más elevado de la 
muestra— había sufrido violencia durante más de 50 años, y 
que en el 85% de los casos la violencia estaba presente prácti-
camente desde el inicio de la convivencia.

Los testimonios recogidos en el Diagnóstico de la violencia de 
género que sufren las mujeres mayores de 60 años en la ciudad 
de Madrid  (Ramos Toro et al., 2020) ilustran esta realidad con 
crudeza. Una mujer relata: “Empezó 10 días antes de la boda… 
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no le pareció bien mi modo de pensar y me pegó una bofetada... 
He estado desde los 16 hasta los 64 años” (p. 86). Otra recuerda: 
“Al sexto día de casarme me dio el primer bofetón” (p. 86). Estos 
relatos no son excepcionales, tal y como recogen Paola Da-
monti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021), es habitual que las rela-
ciones violentas se hayan iniciado a los 15 o 16 años, en un 
contexto en el que, como señala una profesional citada en el 
mismo estudio, “hay una adaptación a toda esa historia, hay un 
no conocer qué otras formas de relaciones hay” (p. 230).

Esta continuidad tiene además una dimensión que va más allá 
de la pareja. Miriam Roque Gutiérrez (2024) plantea en su tesis 
doctoral que las violencias en la vejez deben entenderse como 
parte de una trayectoria que conecta distintos espacios y mo-
mentos vitales. Menciona que hay una “continuidad de la vio-
lencia en la esfera familiar, pasando de la familia de origen a la 
vida en pareja” (p. 188). Desde una perspectiva feminista, la vio-
lencia de género en la vejez no debería leerse como un hecho 
aislado, sino “como una extensión de la violencia que las muje-
res han padecido en otras etapas de su vida” (p. 322). En el 
mismo sentido, el estudio sobre mujeres mayores rurales de 
Durango (México) (Flores Martínez et al. 2022) describe la vio-
lencia como un fenómeno que “se vincula […] no solo en una 
etapa en específico sino en distintos momentos durante su tra-
yectoria vital”, configurando lo que las propias mujeres llegan a 
describir —de forma demoledora— como “un estado normali-
zado del ser mujer” (p. 42).

Los proyectos europeos IPVoW (Intimate Partner Violence 
against Older Women) y Mind the Gap! (Penhale, 2021), desa-
rrollados en seis países de la Unión Europea (Austria, Alemania, 
Hungría, Polonia, Portugal y Reino Unido), confirman este 
patrón a escala internacional, pues la mayoría de las mujeres 
mayores entrevistadas reportó haber experimentado violencia 



Nombrar lo invisibilizado

16

desde el inicio o las primeras etapas de sus relaciones y a lo 
largo de todo el curso del matrimonio. Para muchas mujeres 
mayores de 75 años, su crianza las llevó a aceptar el matrimonio 
como un compromiso de por vida que no admitía ni divorcio ni 
separación, de modo que la violencia ejercida por la pareja se 
convirtió en una constante biográfica.

Tres escenarios en los que se produce violencia de género 
contra mujeres mayores
Conviene matizar que esta continuidad no agota todas las si-
tuaciones posibles. La revisión de Monserrat Celdrán (2013) 
identifica, retomando a Bonnie Brandl y  Janice Raymond (1998), 
al menos tres escenarios distintos en los que puede producirse 
violencia de género en la vejez. El primero, y con mucho el más 
habitual, es el que ya hemos descrito, a saber: una larga relación 
de maltrato en la pareja que se prolonga hasta la vejez. El se-
gundo es el de una violencia que aparece o se intensifica en la 
propia vejez, asociada a cambios como el inicio de una enfer-
medad en un miembro de la pareja —por ejemplo, una demen-
cia con ideas delirantes—, a cambios en los roles familiares y 
sociales (la jubilación del marido y la salida del hogar familiar 
de hijas e hijos adultos), o a cambios en la función sexual, espe-
cialmente en el marido. Está documentado cómo los cambios 
físicos asociados al envejecimiento masculino pueden amena-
zar la imagen que el agresor tiene de sí mismo como hombre, 
cuestionando una masculinidad construida, entre otros ele-
mentos, sobre el ejercicio de la potencia sexual y el control 
sobre el cuerpo de la mujer. Así, el Diagnóstico de Madrid 
(Ramos Toro et al., 2020) recoge testimonios que apuntan en 
esta dirección, al describir cómo el inicio de la impotencia 
sexual o la pérdida de autoridad asociada al envejecimiento 
pueden desencadenar o intensificar la violencia en hombres 
que no logran sobrellevar los cambios que la vejez impone a su 
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identidad masculina. Lo que cambia no es el deseo de control, 
sino los mecanismos a través de los cuales se ejerce ese 
control.

El tercero, mucho menos frecuente, es el de mujeres mayores 
que inician una nueva relación de pareja en la vejez en la que co-
mienzan a sufrir violencia; este escenario es marginal si toma-
mos como referencia el dato estadístico de nuevos matrimonios 
de mujeres de 60 años o más que representan escasamente el 
3,4% del total de matrimonios de mujeres de todas las edades en 
España (INE, 2026). Conviene matizar, no obstante, que esta esti-
mación debe interpretarse con cautela, ya que las estadísticas no 
recogen las relaciones de pareja no formalizadas, por lo que no 
es posible conocer la magnitud de las nuevas relaciones afectivas 
iniciadas en la vejez fuera del matrimonio.

La distinción de estos tres escenarios resulta importante porque 
permite comprender que, aunque la mayoría de las situaciones 
documentadas responden al primero —el de la violencia que 
envejece junto con la pareja—, existen también dinámicas de 
aparición tardía que requieren una mirada específica. Como 
recoge el análisis de Jorge Gracia Ibáñez (2015), conviene dis-
tinguir entre la violencia que continúa cuando la mujer enveje-
ce (domestic violence growing old) y la violencia que emerge o 
empeora en la última etapa de la vida (late-onset violence). Y, 
como recuerda el mismo autor citando a Aysan Sev’er, “habría 
pocas razones para pensar que un hombre que se relaciona de 
forma violenta con su compañera o esposa va a dejar de hacerlo 
solo porque envejezca” (2009, p. 282).

La invisibilización como característica estructural
Si la continuidad en el tiempo es uno de los rasgos definitorios 
de la violencia de género contra mujeres mayores, su invisibili-
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zación es, sin duda, otro rasgo igual de relevante. Y no se trata 
de una invisibilización casual o accidental, se trata de un fenó-
meno construido desde múltiples frentes, como el familiar, el 
social, el institucional, el mediático y, en buena medida, tam-
bién desde la propia experiencia de las mujeres.

El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) propone una distin-
ción muy útil que permite ordenar esta complejidad. Habla de 
invisibilización cultural: vinculada a los procesos de socializa-
ción bajo el régimen nacionalcatólico del franquismo que nor-
malizaron la violencia durante décadas; invisibilización 
estructural: la ausencia de las mujeres mayores en campañas 
de sensibilización sobre violencia de género, estudios, investi-
gaciones y estadísticas, e invisibilización institucional: servi-
cios y recursos diseñados pensando en mujeres jóvenes, que no 
logran detectar ni atender adecuadamente a las mujeres mayo-
res sobrevivientes de violencia de género, y la escasa formación 
de las/os profesionales en la especificidad de la violencia de 
género en las mujeres mayores. El mismo estudio identifica 
mecanismos concretos que se interiorizan a partir de construc-
ciones sociales como la invisibilización propiamente dicha (no 
nombrar la violencia, o nombrar solo sus formas más extre-
mas), la normalización (identificarla como “problemas de 
pareja”), la justificación (falta de apoyo del entorno para la 
salida de la violencia, culpabilizar a las mujeres y exculpar a los 
agresores), y la minimización (presentar la violencia de género 
en las relaciones en la vejez como un hecho aislado). El Proyec-
to GAIA recoge testimonios de profesionales que trabajan con 
mujeres mayores en la isla de Tenerife, apuntando a esta invisi-
bilización: “Visibilización, hablar ya de mujeres mayores vícti-
mas de violencia de género... de verdad que no existen... la 
palabra violencia de género no va asociada a mujer mayor” (Ji-
ménez Jaén et al., 2021, p. 155).
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Esta invisibilización tiene además una expresión estadística 
muy concreta. La Macroencuesta del Instituto de la Mujer 
sobre “La Violencia contra las Mujeres” de 2002 ya mostraba 
que, mientras el 8,2% de las mujeres mayores de 65 años podría 
considerarse técnicamente como maltratadas según los crite-
rios del propio instrumento, solo el 3,3% se autocalificaban 
como tales (Ramos Toro et al., 2020). Veinte años después, los 
datos de la Encuesta Europea de Violencia de Género 2022 
(Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género) confir-
man que esta brecha de percepción persiste, pues, mientras el 
88% de las mujeres de 18 a 29 años considera que la violencia 
en pareja es “muy o bastante común”, ese porcentaje desciende 
al 75,6% entre las mujeres de 65 a 74 años. La propia encuesta 
señala que el efecto memoria y la educación recibida “pueden 
producir una menor revelación de la violencia de las mujeres 
mayores” (Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género, 2022, p. 26).

El informe que presenta el desarrollo y los resultados de la in-
vestigación realizada por la Iniciativa Spotlight de las Naciones 
Unidas en Argentina (Spotlight, PAMI y MMGyD, 2023) sintetiza 
que, en los relatos de las mujeres mayores, aparecen de forma 
recurrente tres elementos que se entrelazan: la vulneración de 
derechos por motivos de género y edad, la presencia de episo-
dios de violencia a lo largo de la vida, y la naturalización de esa 
violencia.

En esta misma línea, la experiencia de quienes trabajan acom-
pañando a mujeres mayores sobrevivientes de violencia de 
género confirma la magnitud de la invisibilidad de esta proble-
mática social. La guía de Experiencias compartidas sobre la in-
tervención con mujeres mayores supervivientes de violencia 
de género —impulsada por la Fundación PEM, UNATE-La Uni-
versidad Permanente y la Fundación Luz Casanova (2023)— 
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parte precisamente de constatar la escasez de datos, bibliogra-
fía y experiencias específicas sobre esta cuestión. La 
coordinadora de la guía, Mónica Ramos Toro, explica que, 
cuando se generaba un espacio de confianza con las mujeres 
mayores “aparecían relatos de violencia y malos tratos, aunque, 
por supuesto, estas mujeres no lo nombraban como tales” (p. 
12). El propio acto de nombrar resulta, para muchas, muy difícil: 
“Ponerle nombre es, para muchas de las mujeres que han sufri-
do malos tratos, tan complejo como nombrarse a sí mismas 
como víctimas y supervivientes” (p. 15). Estos mecanismos de 
invisibilización, sin embargo, no operan de forma aislada ni 
pueden atribuirse a un único factor. Como desarrollaremos a 
continuación, responden a la intersección entre dos ejes de dis-
criminación que actúan de forma simultánea.

Cuando el género y la edad se cruzan
La bibliografía revisada coincide en señalar que esta invisibili-
zación no puede explicarse solo desde el género ni solo desde 
la edad, sino desde la intersección de los dos factores. En el tra-
bajo editado por el Instituto Navarro para la Igualdad (2020) se 
plantea que la violencia contra las mujeres mayores no puede 
entenderse sin considerar los efectos combinados del sexismo 
y el edadismo. En esa misma línea, Paola Damonti y Ruth Iturbi-
de-Rodrigo (2021) afirman que es precisamente esta interac-
ción la que ha hecho que la violencia de género en mujeres 
mayores no haya sido objeto de mucha atención, ni a nivel 
social ni institucional.

HelpAge International España (2022 y 2024) insiste en esta 
misma idea. Las mujeres mayores se enfrentan a discrimina-
ción y violencia “por el hecho de ser mujeres”, a lo que se suma 
la discriminación por edad, configurando lo que se describe 
como una situación de desigualdad interseccional. Esta doble 
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discriminación tiene consecuencias muy concretas en la aten-
ción. Por ejemplo, atribuir erróneamente al envejecimiento le-
siones y comportamientos que son producidos por la violencia 
(Ramos Toro et al., 2020; HelpAge International España, 2022; 
Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a; y Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2025b), lo que dificulta enormemente su identificación, 
incluso en el ámbito sanitario.

La metáfora del iceberg aparece de forma recurrente en varios 
textos (Instituto Navarro para la Igualdad, 2020 y EDE Susper-
gintza Intervención Social, 2022) para describir que lo que llega 
a los recursos especializados y, por tanto, lo que se conoce y se 
cuantifica sería solo la punta visible de un problema mucho más 
amplio que permanece sumergido. En el caso de las mujeres 
mayores, como señala la guía de EDE Suspergintza, “esta invisi-
bilidad se magnifica” (2022, p. 15).

Es importante señalar también que esta invisibilización tiene un 
riesgo añadido que es el de la confusión conceptual. Varios 
textos (Penhale, 2018; Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género, 2019; Ramos Toro et al., 2020; Goyenechea, 
2021; Penhale, 2021; y Ayuntamiento de Portugalete, 2023) ad-
vierten de que cuando no se incorpora la mirada de género re-
sulta muy fácil confundir la violencia machista ejercida por la 
pareja o expareja con la violencia familiar ejercida por un cui-
dador, atribuyéndola erróneamente al “estrés del cuidador” y, 
en cierto modo, justificando al agresor. Esta confusión invisibi-
liza una violencia basada en el control y el poder que responde 
a los patrones de la violencia machista (Gracia Ibáñez, 2015). 
Bridget Penhale (2018) plantea cómo las y los profesionales de 
servicios sociales pueden atribuir el maltrato al estrés del cui-
dador en lugar de identificarlo como violencia de género en la 
vejez. 
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El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) aporta otro 
ejemplo al describir cómo el Programa de Malos Tratos y Aisla-
miento Social de Mayores de la ciudad dispone de una escala de 
detección validada y un abordaje multidisciplinar, pero en 
muchos casos los episodios de violencia de género no se identi-
fican como tales, sino que quedan catalogados como “conflicto 
matrimonial”. La Hoja de Ruta de Cantabria añade una 
dificultad, al recoger la reflexión de una profesional, que complica 
aún más la detección, la del deterioro cognitivo del agresor: 
“¿Este hombre es agresivo y violento por lo que ha sido siempre 
o por el principio de la demencia? Entonces, hay una parte que 
justificamos socialmente: ‘Es un señor mayor, coge la cachaba y 
le atiza porque está demente’. Pero es que igual viene de antes” 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 17). Mentxu Hernando 
Gómez y Teresa Laespada (2021) apuntan, en la misma línea, que 
cuando el agresor está en situación de dependencia y la intensidad 
de la violencia física disminuye por imposibilidad de ejercerla, 
muchas mujeres interpretan una supuesta mejoría que en 
realidad enmascara el mantenimiento de otras formas de 
violencia, especialmente la psicológica. En todos estos casos, el 
resultado es el mismo, pues la mujer mayor queda sin la atención 
que le corresponde, y el agresor queda eximido de 
responsabilidad bajo el paraguas de la fragilidad o del cansancio.

El peso de la socialización generacional
Buena parte de la normalización de la violencia de género 
solo puede entenderse situándola en el marco generacional 
en el que estas mujeres construyeron su identidad como mu-
jeres. Varios estudios coinciden en señalar que las mujeres 
mayores fueron socializadas en un sistema de valores que 
consideraba aceptable —e incluso deseable— la posesión y el 
control de la pareja, y que asignaba a las mujeres un papel de 
sumisión, sacrificio y entrega a los demás (Delgado Álvarez y 
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Gutiérrez García, 2014; Mosteiro García et al., 2024; y Mosteiro 
García et al., 2025).

El estudio realizado en Chile a partir de historias de vida (Sepúl-
veda Navarrete, 2016) profundiza especialmente en el papel de 
las creencias religiosas como marco que da sentido y, en cierto 
modo, legitimidad a la violencia vivida. Una de las mujeres en-
trevistadas resume esta lógica de no confrontación con una 
frase que condensa toda una época: “Pero es que a mí me cria-
ron a la antigua… El mari’o era el mari’o y uno no está pa’ andar 
poniendo problemas” (p. 338). 

A esta lógica de sumisión se añade una dimensión que resulta 
central para comprender por qué tantas mujeres mayores per-
manecen en relaciones violentas durante décadas. El matrimo-
nio, en el contexto generacional en que estas mujeres se 
socializaron, no era una elección revisable, sino un compromiso 
de por vida que no admitía disolución. Y ese compromiso recaía, 
de manera desigual, sobre las mujeres, pues un divorcio no signi-
ficaba el fracaso de la pareja, sino el fracaso de ellas como espo-
sas, como madres y como guardianas del buen nombre familiar. 
Jesús Goyenechea (2021) lo describe al señalar que “el desempe-
ño cabal de lo esperado de ellas por ser mujeres no solo ha sido 
la fuente primaria de su identidad como personas, sino que les ha 
asegurado un lugar de aceptación social” (p. 14), y que ese lugar 
de aceptación dependía de permanecer, de aguantar y de no 
romper lo que se suponía que ellas debían sostener. Mentxu Her-
nando Gómez y Teresa Laespada (2021) apuntan que las mujeres 
mayores construyeron su identidad desde lo que denominan el 
“yo para otros” (p. 13), una identidad dependiente desde la que se 
sentían obligadas a mantenerse en la pareja porque era desde ahí 
desde donde habían construido su sentido de sí mismas. Esta 
lógica no desaparece cuando el agresor envejece y pierde auto-
nomía, sino que se intensifica, dado que son estas mismas muje-
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res quienes terminan convirtiéndose en cuidadoras de quienes 
las maltrataron, impulsadas por una presión familiar y social que 
interpreta el cuidado como una obligación femenina que no 
admite excepciones. El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et 
al., 2020) recoge el testimonio de una mujer que, habiendo lo-
grado separarse, volvió a cuidar a su expareja cuando éste enfer-
mó: “Él se puso malo, antes de separarnos y yo subí a cuidarle, 
pobre hombre” (p. 98). Esta frase no es una anécdota, es la expre-
sión de toda una estructura de género que convierte el cuidado 
en deuda y que hace que muchas mujeres mayores no puedan 
terminar de salir de la violencia porque el mandato del cuidado 
las devuelve al mismo lugar.

El mismo Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020), re-
tomando el estudio de 2018 de Red2Red La violencia de género 
contra las mujeres mayores en la población aragonesa, insiste 
en que esta naturalización no solo influye en las mujeres, sino 
en todo su entorno (hijas e hijos, vecindario, amistades); incluso 
este fenómeno se intensifica todavía más en determinados te-
rritorios como son los contextos rurales: “Si bien la situación de 
malos tratos era obvia y todos lo sabían (vecinas y vecinos, fa-
miliares de ella y de él, etc.), en la mayor parte de los casos la 
gente no hacía nada porque era algo que pasaba en la casa” (p. 
43). El estudio sobre mujeres víctimas de violencia de género en 
el mundo rural de FADEMUR (2020) confirma que, en estos 
contextos, los factores de normalización, patriarcado arraigado 
y roles de género rígidos se intensifican aún más en las genera-
ciones de mayor edad; las mujeres entrevistadas mayores de 40 
años se habían casado, en su mayoría, antes de los 20 años, en 
un contexto de escasa libertad donde el matrimonio aparecía 
como única salida posible.

A esta socialización generacional se suma la falta casi absoluta 
de referentes. Como señala una profesional entrevistada para la 
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Hoja de Ruta para la intervención y el acompañamiento a  
mujeres mayores sobrevivientes de violencia de género en 
Cantabria, “a nuestras abuelas las han educado en que en la 
vida hay que sufrir. Lo importante es la familia. Todo se guarda 
en casa, no tiene que salir para afuera” (Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2025a, p. 14). La escasez de campañas de sensibilización 
que muestren a mujeres mayores como posibles víctimas de 
violencia de género refuerza esta desconexión. Tal y como 
apunta Ramos Toro et al. (2020) en el Diagnóstico de Madrid, 
esto “hace que las mujeres mayores no se sientan identificadas 
con las víctimas de este tipo de violencia, ni interpeladas ante 
las medidas de ayuda que se plantean en las campañas para 
salir de la relación de maltrato” (p. 59).

Tipos de violencia: predominio de la violencia psicológica 
y la económica
En cuanto a las formas que adopta la violencia de género contra 
mujeres mayores, la bibliografía es muy consistente en afirmar 
que, aunque pueden estar presentes todos los tipos contempla-
dos en la Ley 1/2004 (física, psicológica, sexual y económica), 
en las mujeres mayores predominan las formas psicológica y 
económica, frecuentemente acompañadas de dinámicas de 
control y aislamiento. En este apartado nos centraremos, fun-
damentalmente, en datos cualitativos, retomando solo a modo 
de ejemplo algunos datos cuantitativos, pues será en el capítulo 
dos, dedicado a los estudios de prevalencia, donde profundiza-
remos en estos últimos.

El estudio de Paola Damonti y Patricia Amigot (2021) señala que 
la violencia psicológica es la más frecuente, y que se manifiesta 
sobre todo a través de la desvalorización, el control y la humi-
llación. El Proyecto GAIA llevado a cabo en la isla de Tenerife 
(Jiménez Jaén et al., 2021) ofrece cifras que ilustran la magnitud 
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de esta forma de violencia. El 100% de las usuarias de los servi-
cios de violencia de género de Tenerife encuestadas afirma 
haber sufrido violencia psicológica, un porcentaje que se tradu-
ce en conductas muy concretas (el 100% señala haber recibido 
insultos, el 92,5% haberse sentido asustada o intimidada, el 
87,5% haber sido menospreciada delante de otras personas). El 
mismo estudio encuentra que el 92,5% de las mujeres ha sufri-
do violencia económica, el 75% violencia física y el 42,5% vio-
lencia sexual.

El estudio de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) aporta otro dato revelador sobre el peso relativo 
de cada tipo de violencia desde la perspectiva de quienes la han 
vivido. Muchas mujeres mayores encuestadas consideran que 
la violencia psicológica les ha causado más daño que la física. 
Una de las entrevistadas lo expresa así: “A mí me ha hecho más 
daño lo psicológico que lo físico” (p. 74). Otra es aún más explí-
cita: “Yo tuve violencia psíquica, física puede ser, una o dos 
veces nada más. Pero la psíquica fue peor porque me aisló de 
todo [...] Te deteriora toda la personalidad, tú eres nula comple-
tamente” (p. 74).

La violencia psicológica se expresa, predominantemente, a 
través del control (sobre la vestimenta, sobre los desplazamien-
tos, sobre las relaciones sociales, también sobre las opiniones, 
la toma de decisiones, entre otras). El Diagnóstico de Madrid 
(Ramos Toro et al., 2020) recoge un testimonio especialmente 
ilustrativo de hasta qué punto este control puede llegar a nor-
malizarse. En él se recoge el testimonio de una mujer que debía 
enviar correos electrónicos a su pareja detallando “las cosas 
que había hecho mal durante el día” (p. 93). Las profesionales 
entrevistadas en el estudio de los Centros de Información a las 
Mujeres de Galicia describen formas de control más cotidianas 
pero igualmente dañinas: “controlar cómo se visten, cómo se 
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arreglan, dónde van y con quién”; los “desprecios”, las “vejacio-
nes” y “los gritos” aparecen descritos como conductas “muy ha-
bituales” (Porto-Castro et al., 2024, p. 53).

En cuanto a la violencia económica, el capítulo de María del Mar 
Heras Hernández (2026) ofrece una de las caracterizaciones 
más completas. La violencia económica en la vejez no se limita 
al despojo directo de bienes, sino que se expresa también como 
limitación de la autonomía financiera; es decir, mujeres que no 
tienen control pleno incluso sobre sus propios ingresos, pensio-
nes o bienes. Esta forma de violencia se sostiene en una depen-
dencia económica construida a lo largo de toda una vida, 
marcada por trayectorias laborales discontinuas o inexistentes 
—algo especialmente relevante si se tiene en cuenta, como re-
cuerda el estudio de Red2Red (2023), que en España las muje-
res casadas necesitaron permiso marital para trabajar hasta 
bien entrada la segunda mitad del siglo XX, y que la licencia ma-
rital no se abolió hasta mayo de 1975. A esta violencia económi-
ca sostenida a lo largo de décadas de relación de pareja se 
suma, de acuerdo con María del Mar Heras Hernández (2026), 
una dimensión que la autora sitúa en la intersección entre la de-
pendencia construida en la pareja y las nuevas formas de vulne-
rabilidad que genera el entorno digital. La creciente digitalización 
de los servicios financieros y administrativos puede intensificar 
el control económico ya existente en la relación, en la medida 
en que una posible falta de habilidades digitales aumenta la de-
pendencia de la mujer mayor respecto a su pareja para realizar 
operaciones básicas, lo que abre la puerta a nuevas formas de 
apropiación o bloqueo de recursos.

En algún estudio, como el de los Centros de Información a las 
Mujeres de Galicia, muestra cómo ellas han tenido cierto con-
trol sobre la economía del hogar a lo largo de la relación, pero 
al momento de la jubilación del marido ese margen de autono-
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mía se reduce o desaparece, dando paso a situaciones de vio-
lencia económica ejercida por la pareja (Porto-Castro et al., 
2024). La guía de Experiencias compartidas sobre la interven-
ción con mujeres mayores supervivientes de violencia de 
género recoge un testimonio de una profesional que resulta re-
velador del grado de ‘infantilización’ que puede alcanzar la vio-
lencia económica: maridos que daban a sus esposas “una paga 
mensual de 5€, como si fueran niñas de cuatro años, a mujeres 
que llevaban cincuenta y tantos años casadas con sus parejas” 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023, p. 11).

La violencia física está presente en las trayectorias vitales de 
una proporción muy significativa de las mujeres mayores so-
brevivientes de violencia de género. El estudio de ATENPRO 
(Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, 2019) 
encuentra que el 78% de las mujeres encuestadas señala haber 
recibido empujones o tirones de pelo, el 75% bofetadas, y el 
63% golpes con el puño o con algún objeto. Pero más allá de 
los números, lo que la bibliografía revisada subraya es una di-
mensión cualitativa que los datos por sí solos no capturan. En 
las mujeres mayores, cada episodio de violencia física se ins-
cribe sobre un cuerpo que ya lleva décadas absorbiendo el 
impacto de agresiones anteriores, de modo que sus conse-
cuencias no se experimentan de manera aislada sino acumu-
lativa. Un elemento que la literatura destaca es el grado de 
naturalización que puede alcanzar esta forma de violencia en 
mujeres mayores. El Diagnóstico de Madrid recoge el testi-
monio de una mujer que afirma: “Él nunca me pegó, él me 
agarraba y golpeaba contra la pared, yo tengo muchos chicho-
nes aquí en la cabeza, porque él me golpeaba hasta dejarme 
medio ida, pero nunca me pegó…” (Ramos Toro et al., 2020, p. 
92). La frase ilustra hasta qué punto la violencia física puede 
no reconocerse como tal cuando no encaja en el imaginario 
que la mujer tiene sobre lo que significa “pegar” y cuando 
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además ha formado parte del paisaje cotidiano durante 
décadas.

La violencia sexual, por su parte, aparece descrita en múltiples 
textos como la forma más silenciada de todas. El Estudio de 
ATENPRO (Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género, 2019) encuentra que el 56% de las mujeres encuestadas 
afirma haber mantenido relaciones sexuales contra su voluntad 
por miedo a represalias, y el 30% fue obligada a prácticas que 
consideraba degradantes o humillantes. La explicación de este 
silencio remite, de nuevo, a la socialización generacional sobre 
la figura del “débito conyugal” —la idea de que la mujer estaba 
obligada a mantener relaciones sexuales con su marido—; esto 
hizo que, durante mucho tiempo, este tipo de agresiones ni si-
quiera fueran identificadas como tales (Hernando Gómez y 
Laespada, 2021). El Proyecto GAIA describe la violencia sexual 
como “la gran invisible, pero presente” (Jiménez Jaén et al., 
2021, p. 92), pues ninguna de las mujeres entrevistadas habló 
explícitamente de ella, pero en la encuesta más de la mitad re-
conoció haber mantenido relaciones sexuales por miedo.

Por último, la negligencia aparece como una forma de violencia 
específicamente vinculada a las situaciones de dependencia. 
Cabe señalar que, si bien este tipo de violencia no se contempla 
en la Ley 1/2004, algunos estudios la abordan dada la impor-
tancia que reviste en el caso de las mujeres mayores. El estudio 
sobre los Centros de Información a las Mujeres de Galicia recoge 
un testimonio al respecto: “Se trata de una edad en la que ya 
empieza a haber algunos problemas, algún ictus... y el problema 
es la falta de cuidados. No las cuidan. La pareja que las maltrata, 
la deja en la cama, le da de comer lo peor..., hay una negligencia 
en los cuidados, también” (Porto-Castro et al., 2024, p. 53). 
Jorge Gracia Ibáñez (2012) ya había advertido sobre esta cues-
tión señalando que, en muchos casos, la negligencia grave y el 
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maltrato físico resultan prácticamente indistinguibles cuando la 
víctima se encuentra en situación de dependencia.

Dinámicas específicas de la vejez:  
jubilación, dependencia y cuidados
Más allá de los tipos de violencia, la bibliografía revisada iden-
tifica una serie de dinámicas que resultan propias o que se in-
tensifican de forma particular en la vejez. Tres de ellas aparecen 
de forma recurrente: la jubilación como momento de inflexión; 
la dependencia como factor que reconfigura el control, y el 
papel de los cuidados como espacio donde la violencia puede 
perpetuarse incluso después de una separación.

En numerosos estudios, la jubilación del agresor aparece des-
crita como un catalizador que intensifica la violencia. La inves-
tigación de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) encuentra que, entre las mujeres que refieren 
cambios negativos a raíz de la jubilación de su pareja, más del 
70% asocia este momento con un mayor control del dinero 
común, un mayor dominio sobre su vida social y un aumento de 
la agresividad psicológica. El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et 
al., 2021) confirma esta tendencia con cifras similares. El testi-
monio de una profesional recogido en la Hoja de Ruta de Can-
tabria explica el mecanismo de la siguiente forma: “Hasta la 
jubilación, pues él trabajaba todo el día fuera, [ella] hacía activi-
dades y no había problema. Se jubiló y empeoró. Tuvo que dejar 
de salir con las amigas” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 
17). El Diagnóstico de Madrid recoge un testimonio en el mismo 
sentido: “Es cuando más he notado [cuando él se jubiló]” 
(Ramos Toro et al., 2020, p. 97).

Encontrarse en situación de dependencia para realizar las acti-
vidades cotidianas —tanto la de la mujer como la del agresor— 
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constituye otro eje central. Cuando es la mujer quien se 
encuentra en esta situación por motivos de salud o discapaci-
dad, esto puede intensificar la violencia (Jiménez Jaén et al., 
2021). El riesgo de incremento del maltrato aumenta cuando 
disminuye la autonomía e independencia de la mujer. Pero la 
dinámica también opera en sentido inverso, y aquí es donde la 
bibliografía aporta uno de sus hallazgos más complejos y menos 
conocidos, y tiene que ver con la situación en la que la mujer se 
convierte en cuidadora de su propio agresor cuando este está 
en situación de dependencia.

Cuando él cuida de ella, la violencia puede ser más visible ins-
titucionalmente, paradójicamente porque el sistema está más 
entrenado para detectar el maltrato en contextos de cuidado. 
Como señala Bridget Penhale (2018), los servicios sociales tien-
den a interpretar estas situaciones desde el paradigma del 
“estrés del cuidador”, lo que genera una intervención, pero de 
carácter perverso, dado que los recursos de apoyo se dirigen 
hacia el maltratador en su rol de cuidador presuntamente des-
bordado, y no hacia la mujer, en su rol de víctima. La interven-
ción existe, pero refuerza la posición de quien ejerce la violencia 
en lugar de proteger a quien la sufre. 

Esta dinámica plantea, además, una cuestión extrema que la 
bibliografía revisada permite documentar, aunque de forma 
todavía incipiente. Jorge Gracia Ibáñez (2012) retoma el estu-
dio de Donna Cohen (2000) sobre casos en Estados Unidos en 
el que se aborda el “homicidio-suicidio” como la manifesta-
ción más extrema de la violencia contra mujeres mayores y 
distingue tres tipos. El tipo dependiente-protector correspon-
de a aquellos casos en que el agresor (hombre) asesina a su 
pareja (mujer) —y en ocasiones también se suicida— bajo el 
argumento de que ya no puede o no quiere seguir cuidándola 
ante una posible pérdida de habilidad (real o percibida) para 
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hacerlo, es decir, se trataría de un feminicidio por incompe-
tencia de cuidado. En segundo lugar, el tipo agresivo, vincula-
do a conflictos de pareja de larga duración con violencia de 
género previa. Y, por último, el tipo simbiótico, que se produce 
en parejas marcadas por un vínculo de interdependencia 
mutua y una larga relación de pareja, casi siempre en contex-
tos donde la mujer atraviesa un deterioro de salud severo, cir-
cunstancia que lleva al marido a cometer el homicidio, que 
suele contemplarse socialmente como manifestación de un 
“impulso romántico” al liberarla de un sufrimiento que él 
mismo no sabe cómo aliviar. En España hemos escuchado en 
medios de comunicación hablar de estos tipos de homicidios 
como “asesinato por compasión”, con toda la carga que tiene 
de exculpación dicho asesinato al unirlo al concepto de com-
pasión o amor. Además, no se conocen casos a la inversa, es 
decir, que una mujer mayor cuidadora de su marido en situa-
ción de dependencia le quite la vida por sobrecarga del cuida-
do, a pesar de que mayoritariamente son ellas las que llevan a 
cabo este trabajo. Monserrat Celdrán (2013) recoge también 
estudios en esta misma dirección y Jorge Gracia Ibáñez retoma 
brevemente esta problemática en un texto posterior (2015). 
Mientras la literatura sobre mujeres que cuidan a sus agreso-
res es extensa y detallada, la situación inversa —hombres que, 
sin historial de maltrato, no saben asumir el cuidado de su 
pareja en situación de dependencia y terminan asesinándo-
la— carece todavía de un desarrollo comparable. 

Cuando es ella quien cuida de él, en cambio, la violencia tiende 
a quedar mucho más oculta, por varias razones que la biblio-
grafía documenta. En primer lugar, porque nadie sospecha que 
una mujer que está cuidando con dedicación a su marido en si-
tuación de dependencia pueda estar siendo víctima de violen-
cia por parte de ese mismo hombre. En segundo lugar, porque 
la propia mujer tiende a interpretar la situación como una 
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“mejora”, ya que la violencia física puede haber disminuido por 
la incapacidad física del agresor, sin advertir que la violencia 
psicológica se mantiene o incluso se intensifica. Mentxu Her-
nando Gómez y Teresa Laespada (2021) y el Diagnóstico de 
Madrid (Ramos Toro et al., 2020) documentan este mecanismo. 
Y en tercer lugar, porque el rol de cuidadora refuerza ante el 
entorno y ante ella misma la imagen de “buena esposa”, lo que 
hace todavía más improbable que nadie, incluida ella, nombre 
lo que ocurre como violencia.

La investigación de la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género (2019) ofrece datos reveladores sobre esta 
cuestión. El 65% de las mujeres encuestadas había sido, en 
algún momento, cuidadora de su maltratador. De ellas, el 73% 
experimentó un aumento de la violencia psicológica, el 60% 
sufrió mayor aislamiento social, y el 40% constató un incre-
mento de la violencia física. El Proyecto GAIA de Tenerife (Ji-
ménez Jaén et al., 2021) encuentra cifras del mismo orden. El 
80% de las mujeres había cuidado a su agresor en algún mo-
mento y, de ellas, el 59,4% experimentó un aumento de la vio-
lencia psicológica y el 43,8% sufrió mayor aislamiento.

Uno de los testimonios más contundentes de toda la revisión 
bibliográfica sobre esta dinámica —y que ya hemos citado— es 
el recogido en el Diagnóstico de Madrid sobre una mujer que 
había logrado separarse y relata cómo, cuando su expareja en-
fermó, volvió a cuidarle (Ramos Toro et al., 2020). La Hoja de 
Ruta de Cantabria explica el peso de esta presión social y fami-
liar sobre mujeres que regresan, tras la separación, a cuidar a 
quien las maltrató durante décadas, impulsadas por “un sentido 
profundamente internalizado del deber como cuidadoras” 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 17-18). Jorge Gracia 
Ibáñez (2012) sintetizaba esta dinámica señalando el fenómeno 
específico de la mujer mayor cuidadora de su pareja en situa-
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ción de dependencia para realizar actividades de la vida diaria, 
que es, a su vez, víctima de violencia por parte de ese mismo 
hombre al que cuida.

El aislamiento social aparece estrechamente vinculado a todas 
estas dinámicas. A medida que las redes sociales se reducen con 
la edad (por la pérdida de amistades y familiares, por la propia 
acción aislante del agresor, o por ambas cosas a la vez), la depen-
dencia hacia la pareja se incrementa y, con ella, el miedo a la so-
ledad. Jorge Gracia Ibáñez (2015) recoge un dato al respecto, 
citando a Silvia Straka y Lyse Montminy: en muchos casos, “el 
esposo maltratador es la única persona cercana que queda en la 
vida de una mujer mayor víctima” (2006, p. 252-253). 

Una violencia que también puede mantenerse 
o agravarse por deterioro cognitivo del agresor
Un elemento que ya hemos comentado y que aparece en menos 
textos, pero que resulta relevante para comprender la comple-
jidad de estas situaciones, es el del deterioro cognitivo del agre-
sor como factor que dificulta tanto la identificación como la 
intervención. El ejemplo mencionado en la Hoja de Ruta de 
Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a) según el cual 
una profesional plantea la dificultad de discernir si la conducta 
agresiva de un hombre responde a un patrón previo de violen-
cia o al inicio de un proceso de demencia, resulta central porque 
pone de manifiesto cómo el edadismo puede operar también 
como mecanismo de justificación del maltratador, atribuyendo 
a la enfermedad lo que, en realidad, puede ser la continuación 
de un patrón de control sostenido durante toda la relación.

Los proyectos europeos IPVoW y Mind the Gap! (Penhale, 2021) 
documentan también cómo, cuando los agresores pierden la 
capacidad física de ejercer violencia (por fragilidad o proble-
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mas de salud), en varios casos pasan a utilizar formas alternati-
vas de abuso, particularmente formas incrementadas de 
violencia psicológica y emocional. El estudio de Bridget Penha-
le también identifica otros factores que pueden contribuir a la 
aparición tardía o al agravamiento de la violencia, por ejemplo, 
la dependencia creciente vinculada al cuidado o las tareas do-
mésticas, las cuestiones relacionadas con la propiedad y los in-
gresos del hogar, los trastornos de salud mental como la 
demencia o el abuso de sustancias, la jubilación de la pareja, y 
los cambios en la función sexual.

Una violencia que no se limita a la pareja,  
pero que tiene en ella su núcleo
Aunque el foco de esta investigación se sitúa, de acuerdo con la 
definición de la Ley 1/2004, en la violencia ejercida por parejas 
o exparejas, varios de los textos revisados muestran que, en la 
práctica, las mujeres mayores conviven con experiencias de 
violencia que provienen de distintas fuentes y que, a menudo, 
se solapan. El estudio cualitativo realizado en Teherán (Jamshi-
dimanesh et al., 2025) encontró que, de las 16 mujeres entrevis-
tadas, la mayoría de los agresores fueron esposos, pero también 
se identificaron hijas, hijos y otros familiares como perpetrado-
res. En España, el documento de Experiencias compartidas 
sobre la intervención señala que la violencia ejercida por hijos 
varones sobre sus madres “no está recogida en ningún protoco-
lo”, lo que constituye un vacío significativo en la respuesta ins-
titucional (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023, p. 28). Jesús 
Goyenechea (2021) profundiza en esta cuestión al identificar 
casuísticas específicas que emergen de la intersección entre 
género y edad. Entre ellas, violencia ejercida por hijos varones 
cuya víctima es su madre, abusos por parte de hijas e hijos que 
aprovechan los roles de género para explotar a mujeres mayo-
res en el rol de cuidado.
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Esta diversidad de situaciones no resta centralidad a la violencia 
de pareja —que sigue siendo, según la mayoría de los estudios, 
el ámbito donde más se detecta la violencia hacia mujeres ma-
yores (Ayuntamiento de Portugalete, 2023)—, pero sí hace un 
llamado a tener presente que en la vida real de muchas mujeres 
las fronteras entre los distintos tipos de violencia y entre los dis-
tintos agresores no siempre son tan nítidas como las categorías 
analíticas podrían sugerir. Como señala Jesús Goyenechea 
(2021), la violencia en la pareja cuando ambos miembros son 
personas mayores “no es diferente ni en sus manifestaciones ni 
en sus causas a la que se produce en otros grupos de edad” (p. 
18), pero sí presenta particularidades muy importantes en su 
identificación, tal como hemos expuesto, y también en su abor-
daje, lo que iremos desarrollando en los siguientes apartados 
de esta investigación.

A modo de cierre
La caracterización que emerge de la literatura revisada dibuja 
un fenómeno con rasgos propios, que no puede comprenderse 
adecuadamente ni desde los marcos tradicionales de la violen-
cia de género —pensados, en general, para mujeres más jóve-
nes— ni desde los marcos del maltrato a personas mayores 
—que tienden a diluir la dimensión de género bajo el paraguas 
del “estrés del cuidador” o de la “violencia familiar”—. Como 
señala Jorge Gracia Ibáñez (2015), la violencia de género contra 
las mujeres mayores se sitúa en una suerte de “tierra de nadie” 
entre ambos paradigmas, y esa ubicación intersticial es, de 
hecho, una de las causas principales de su invisibilidad como 
problema social.

Frente a esta invisibilización, la bibliografía revisada apunta a 
un horizonte de comprensión que combina elementos como el 
reconocimiento de la continuidad de estas violencias a lo largo 
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del curso de vida; la identificación de sus formas predominan-
tes (psicológica, económica, de control); la atención a las diná-
micas específicas que introducen la jubilación, la situación de 
dependencia y los cuidados, y, ante todo, una mirada intersec-
cional que entienda que el sexismo y el edadismo no operan de 
forma separada, sino que son consustanciales para producir 
formas de violencia, de silenciamiento y de invisibilidad que 
son propias de esta etapa de la vida. Esta caracterización cons-
tituye el punto de partida necesario para abordar, en los si-
guientes capítulos, las cuestiones relativas a la prevalencia, los 
impactos, las barreras y los afrontamientos de las mujeres ma-
yores frente a la violencia de género. 
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 2.  
 Estudios de prevalencia: lo que los  

 datos dicen y lo que aún ocultan 

Un campo de conocimiento en construcción
Antes de entrar en los datos disponibles, es necesario advertir 
algo que la propia bibliografía señala con insistencia y es que los 
estudios de prevalencia sobre violencia de género contra muje-
res mayores son escasos, metodológicamente heterogéneos y, 
en muchos casos, producen datos que infravaloran de forma 
sistemática la magnitud real del fenómeno. Esta limitación no 
es un detalle técnico menor; es, en sí misma, una manifestación 
de la invisibilización que atraviesa esta problemática.

Como señala Monserrat Celdrán (2013), hasta 2011 no existían 
estudios o investigaciones en el contexto español sobre las re-
laciones entre violencia de género y mujeres mayores, y el 
mismo texto lo calificaba como “tema todavía inédito en nues-
tro entorno” (p. 57). Jorge Gracia Ibáñez (2015) subrayaba la es-
casez de investigaciones rigurosas sobre el tema en España y 
reclamaba estudios multidisciplinares que incluyeran perspec-
tivas tanto cualitativas como cuantitativas y epidemiológicas. 
En el contexto europeo, el capítulo de Bridget Penhale (2021) 
constata que, en la mayoría de los seis países participantes en 
los proyectos IPVoW y Mind the Gap!, se encontró una ausencia 
generalizada de datos sobre “violencia de pareja íntima (IPV)” 
contra mujeres mayores. Y en América Latina y el Caribe, la re-
visión sistemática de Gabriela Ramos Bonilla (2021) señala que 
las encuestas regionales sobre maltrato a personas mayores 
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solo existen en México, Ecuador y Colombia, lo que impide 
trazar un panorama regional. Pero, incluso donde existen, estas 
encuestas abordan el maltrato a personas mayores en términos 
generales, sin incorporar una perspectiva de género, de modo 
que la información específica sobre violencia de género contra 
mujeres mayores es prácticamente inexistente como categoría 
propia. La información disponible proviene principalmente de 
registros administrativos de los servicios de protección locales, 
que reflejan los casos denunciados por mujeres mayores, con 
todo lo que eso implica en términos de subregistro para un fenó-
meno que, como se ha visto, tiende a permanecer silenciado.

Este punto de partida es importante porque condiciona la lectu-
ra de todo lo que sigue. Los datos cuantitativos o de prevalencia 
que existen son valiosos, pero deben interpretarse sabiendo 
que representan solo una parte de la realidad; es decir, la que ha 
podido hacerse visible a través de encuestas, registros institu-
cionales o estudios empíricos que, en su mayoría, no estaban 
específicamente diseñados para indagar en la experiencia de 
las mujeres mayores. A esto se suma que muchas mujeres ma-
yores no se identifican o autocalifican como víctimas de violen-
cia de género, lo que puede dar lugar a una infradetección en 
los estudios basados en encuestas y contribuir a una subestima-
ción de la magnitud del problema.

Lo que muestran los datos disponibles en España
España cuenta con algunos de los instrumentos de medición 
más sólidos de la región europea en materia de violencia de 
género. La Macroencuesta de Violencia contra la Mujer, reali-
zada periódicamente desde 1999 por el Instituto de la Mujer, y, 
posteriormente, por la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género, ofrece datos desagregados por grupos de 
edad que permiten una aproximación a la situación de las mu-
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jeres mayores. No obstante, como analizaremos más adelante, 
esos datos deben leerse con cautela.

La Macroencuesta de Violencia contra la Mujer de 2019 de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género y los 
análisis derivados (Hernando Gómez y Laespada, 2021; HelpA-
ge International España, 2024; García Vázquez et al., 2024; y 
Fabra-Carrasco et al., 2025) señalan que el 23,3% de las muje-
res mayores de 65 años ha sufrido o sufre violencia de género 
(violencia física, sexual y/o psicológica) por parte de sus parejas 
o exparejas a lo largo de su vida. Desglosando por tipos, el 
22,9% ha experimentado violencia psicológica y el 8,5% violen-
cia física o sexual. A primera vista, estos porcentajes resultan in-
feriores a los registrados en mujeres más jóvenes —donde la 
violencia física y/o sexual a lo largo de la vida alcanza el 16,1% y 
la psicológica el 34,9% (Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género, 2019 y HelpAge International España, 2020). 
Sin embargo, la bibliografía revisada advierte que, por razones 
que abordaremos en el apartado sobre subregistro, esta dife-
rencia no debe interpretarse como una menor incidencia de la 
violencia de género en la vejez.

El dato más relevante —y también el más revelador— aparece 
cuando se analiza exclusivamente la violencia en la pareja 
actual, no en el conjunto de parejas a lo largo de la vida. En ese 
caso, la situación se invierte dado que las mujeres mayores de 
65 años presentan cifras superiores a las de los grupos más jó-
venes en todos los tipos de violencia. Según la misma Macroen-
cuesta de 2019, el 4,4% de las mujeres mayores ha sufrido 
violencia física o sexual con su pareja actual, frente al 2,6% de 
las mujeres de 16 a 64 años; el 10,1% violencia emocional, frente 
al 8,1%; y el 5,2% violencia económica, frente al 2,5%. El estudio 
sobre los Servicios de Información a Mujeres (SIAM) del Pro-
yecto GAIA en la isla de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) con-
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firma esta tendencia, al señalar que las mujeres mayores de 65 
años presentan índices más altos de violencia en todos los tipos 
con sus parejas actuales que las mujeres más jóvenes (16,7% 
frente a 14,3%).

La Encuesta Europea de Violencia de Género realizada en 
España en 2022 por la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género aporta datos adicionales para el grupo de 65 a 
74 años —que es el límite superior contemplado en el instru-
mento—. La prevalencia de violencia física y/o sexual en la 
pareja a lo largo de la vida en este grupo es del 8,9%, la más baja 
de todos los grupos de edad. La violencia psicológica alcanza el 
18,5% y la violencia económica el 8,0%. Este último dato merece 
una atención especial, pues mientras que la violencia física y 
psicológica sigue una tendencia decreciente con la edad, la vio-
lencia económica en el grupo de 65-74 años (8,0%) se sitúa por 
encima del grupo de 18-29 años (4,3%), lo que apunta a que esta 
forma de violencia no disminuye de forma tan pronunciada con 
la edad y podría incluso intensificarse en determinadas situa-
ciones asociadas a la vejez.

La Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2024 permite 
actualizar estos datos y comprobar que el patrón observado en 
la edición de 2019 se mantiene, aunque con algunas variacio-
nes en las prevalencias estimadas. Según esta última encuesta, 
el 18,6% de las mujeres de 65 años o más ha sufrido violencia 
por parte de alguna pareja o expareja a lo largo de su vida. De 
ellas, el 18,4% ha experimentado violencia psicológica (emocio-
nal o de control) y/o económica, mientras que el 6,1% ha sufrido 
violencia física y/o sexual. Aunque estas cifras son inferiores a 
las registradas en la Macroencuesta de 2019 (23,3% de violen-
cia total; 22,9% de violencia psicológica y 8,5% de violencia 
física y/o sexual), la tendencia por grupos de edad permanece 
casi inalterada, pues las mujeres mayores continúan aparecien-
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do como el grupo con menor prevalencia declarada de violen-
cia de pareja a lo largo de la vida.

La propia Macroencuesta de 2024, al igual que la de 2019, ad-
vierte que esta menor prevalencia debe interpretarse con cau-
tela. El descenso observado se concentra fundamentalmente en 
la violencia ejercida por parejas del pasado, mientras que las 
diferencias con respecto a las mujeres más jóvenes casi desa-
parecen cuando el análisis se limita a la pareja actual. De hecho, 
la edición de 2019 ya mostraba que las mujeres mayores pre-
sentaban porcentajes superiores de violencia física y/o sexual, 
violencia psicológica emocional y violencia económica cuando 
se consideraba exclusivamente la pareja con la que convivían 
en el momento de la encuesta. La Macroencuesta de 2024 
mantiene esta misma interpretación y señala que la menor pre-
valencia global entre las mujeres mayores se explica, sobre 
todo, por el menor peso de la violencia ejercida por parejas pa-
sadas, muchas de las cuales dejaron de convivir con ellas hace 
décadas o han fallecido.

Otro dato que evidencia la magnitud del problema es el de las 
víctimas de feminicidio. Según el registro de la Delegación del 
Gobierno contra la Violencia de Género, desde 2003 hasta el 1 
de junio de 2026, 203 mujeres de 61 años o más fueron asesi-
nadas en España por sus parejas o exparejas, representando el 
14,9% del total de víctimas de feminicidio. En 2012, el 27,5% de 
las víctimas mortales tenían 61 años o más, la cifra más alta 
desde que existen registros. El XVII Informe del Observatorio 
Estatal de Violencia sobre la Mujer 2023 de la Delegación del 
Gobierno contra la Violencia de Género señala, además, que en 
el periodo 2006-2023, en nueve de cada 10 casos de feminici-
dio de más de 70 años (91,7%) no se había interpuesto denuncia 
previa contra el agresor.
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También es importante destacar el perfil de los agresores. 
Desde 2003 hasta el 1 de junio de 2026, se han registrado 264 
presuntos feminicidas de 61 años o más, lo que representa el 
18,4% del total. Esta cifra pone de manifiesto que los hombres 
mayores no solo ejercen violencia letal contra mujeres de su 
misma generación, sino también contra mujeres de otras 
edades, lo que evidencia que la violencia de género en la vejez 
no puede entenderse exclusivamente como un fenómeno que 
afecta a parejas de edad similar.

Estos datos sobre feminicidios son significativos porque revelan 
la paradoja de que las mujeres mayores están sobrerrepresen-
tadas entre las víctimas mortales en relación con su presencia 
en los recursos de atención, lo que confirma que la ausencia de 
denuncia o de búsqueda de ayuda no equivale a ausencia de 
violencia, sino a violencia que permanece sin respuesta hasta 
sus consecuencias más extremas.

Datos en el contexto europeo e internacional
Desde una perspectiva europea, el análisis secundario sobre la 
violencia contra las mujeres mayores de la encuesta OSCE (Or-
ganization for Security and Cooperation in Europe) realizado 
por Marija Babovic et al. (2022) sobre más de 15.000 mujeres, 
de las cuales 1.963 (13,2 %) eran mujeres mayores, en seis países 
de los Balcanes Occidentales (Albania, Bosnia y Herzegovina, 
Kosovo, Montenegro, Macedonia del Norte y Serbia), Moldavia y 
Ucrania ofrece la base de datos comparativa más amplia de la 
bibliografía revisada para la región. Los resultados son revela-
dores en el sentido de que más de la mitad de las mujeres ma-
yores de 65 años (56,2%) manifestó haber experimentado 
alguna forma de violencia de género desde los 15 años y el 16,7% 
declaró haber sufrido violencia en los 12 meses previos al estu-
dio. Para la “violencia de pareja íntima” específicamente, el 
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49,1% de las mujeres mayores reportó haberla experimentado a 
lo largo de la vida, con diferencias importantes entre países: Al-
bania (21,3%), Kosovo (17,9%), Ucrania (16,9%) y Moldavia (14,1%) 
presentan las tasas más altas para los 12 meses previos.

Un hallazgo relevante de este estudio es que las mujeres mayo-
res revelaron experimentar violencia física a una tasa más alta 
que las mujeres más jóvenes o de mediana edad, mientras que 
las mujeres más jóvenes reportaron más violencia psicológica. 
Este resultado cuestiona la idea de que la violencia física es 
menor en la vejez y apunta a que los patrones de la violencia en 
esta etapa de la vida pueden ser distintos a los que los instru-
mentos de medición habituales están diseñados para capturar.

En el contexto latinoamericano, el estudio de Rogelio Rodrí-
guez Hernández y Esteban Esquivel-Santoveña (2020) basado 
en datos de la ENDIREH 20162, con una muestra de 7.410 muje-
res mexicanas mayores de 64 años, estima que el 16,3% ha ex-
perimentado algún tipo de violencia de pareja durante ese año. 
La forma predominante es la violencia emocional (15,5%), se-
guida de la física (5,9%) y la sexual (0,9%). Cristina Bellés-Obrero 
et al. (2025), también para México, señalan que en 2016 el 7,06% 
de las mujeres de 50 a 79 años con pareja declaró haber sufrido 
violencia física o sexual en los últimos doce meses, frente al 
8,35% de las mujeres de 15 a 49 años; sin embargo, para la vio-
lencia psicológica el porcentaje sube al 22,55% y para la econó-
mica al 10,25%, confirmando la mayor prevalencia de las formas 
no físicas en mujeres de mayor edad.

2 | Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hoga-
res, elaborada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
de México. 
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El subregistro como problema estructural
Todos los datos anteriores deben leerse teniendo en cuenta un 
elemento que la bibliografía señala de forma casi unánime y es 
que lo que las encuestas y los registros institucionales miden no 
es la prevalencia real de la violencia, sino la prevalencia revela-
da, es decir, aquella que las mujeres están en condiciones de 
reconocer, nombrar y declarar. Y, en el caso de las mujeres ma-
yores, esa brecha entre violencia sufrida y violencia declarada 
es especialmente pronunciada.

La Macroencuesta de 2024 y la Encuesta Europea de Violencia 
de Género 2022 (Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género) reconocen que los menores porcentajes declarados 
por las mujeres mayores no implican necesariamente que 
hayan sufrido menos violencia que las más jóvenes. El efecto 
memoria, la educación recibida y la menor capacidad para 
identificar la violencia como tal son factores que producen 
subregistro sistemático en este grupo etareo. Esta advertencia 
se formula con especial énfasis para la violencia sexual, al seña-
lar que el silencio de las mujeres mayores sobre este tipo de 
agresiones no refleja una menor incidencia, sino una mayor di-
ficultad para identificarla y hablar de ella (Delegación del Go-
bierno contra la Violencia de Género, 2022 y 2024).

El estudio realizado por la Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género (2019) ilustra la magnitud de esta brecha. 
Mientras que las mujeres de 65 años o más suponen el 25,1% de 
la población femenina española, solo representan el 9,1% de las 
mujeres atendidas en el Servicio ATENPRO, lo que implica una 
diferencia de 16 puntos porcentuales. El Proyecto GAIA de Te-
nerife (Jiménez Jaén et al., 2021) lleva este cálculo todavía más 
lejos al aplicar los datos de la Macroencuesta de 2019 a la po-
blación de mujeres mayores de 65 años en la isla. Los resulta-
dos de las y los investigadores estiman que unas 14.361 mujeres 



Nombrar lo invisibilizado

46

podrían estar sufriendo violencia de género con sus parejas ac-
tuales. Frente a este número estimado, solo 112 mujeres mayo-
res buscaron ayuda institucional en 2020, lo que equivale a que 
solo el 0,8% de las víctimas potenciales accedió a los servicios. 
Esta cifra, aun siendo una estimación, resulta reveladora sobre 
la magnitud del iceberg sumergido.

Este análisis nos lleva a estimar que la infradenuncia sigue una ten-
dencia que se agudiza con la edad. La Cartografía interseccional 
del sexismo, edadismo y ruralidad en la violencia de género 
hacia mujeres mayores por sus ex/parejas, elaborada por Vicenta 
Rodríguez Martín (2025) en Castilla-La Mancha apoyándose en el 
XIII Informe Anual del Observatorio Estatal de Violencia sobre la 
Mujer 2019, señala que a medida que avanza la edad, menor es el 
porcentaje de mujeres que denuncia. En ese sentido, apunta que el 
78,4% de las mujeres de más de 51 años no denuncia; entre las de 
61 a 70 años, el 84,2% no interpone denuncia; y en el caso de las 
mayores de 70 años, el 92,1% no ha denunciado nunca. El Diag-
nóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) añade otro dato que 
evidencia hasta qué punto las mujeres mayores permanecen ale-
jadas de los recursos formales: en 2016, solo el 4% de las llamadas 
al teléfono 016 procedían de mujeres mayores de 65 años, frente al 
36,5% realizadas por mujeres de 31 a 40 años.

La infradenuncia no es, por tanto, solo un dato estadístico. Puede 
tener consecuencias letales para las mujeres. Como ya mencio-
namos, el XVII Informe del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer 2023 (Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género, 2024) señala que, en el periodo 2006-2023, en 9 de 
cada 10 casos de víctimas de feminicidio mayores de 70 años no 
existía denuncia previa. El dato de que el 7,9% de las mujeres ma-
yores de 70 años asesinadas por violencia de género había inter-
puesto denuncia contra su agresor (Porto-Castro et al., 2024, p. 
45) contrasta de forma dramática con lo que ocurre en otros 
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grupos de edad y pone de manifiesto que la ausencia de denun-
cia no es una señal de ausencia de riesgo, sino todo lo contrario.

La infradenuncia coexiste, también, con un fenómeno que 
agrava la invisibilización institucional y es que las mujeres ma-
yores que sí llegan a interponer una denuncia la sostienen con 
mucha menor frecuencia que las más jóvenes. En Cataluña, el 
dossier estadístico de L’Observatori de la Igualtat de Gènere 
(2024) recoge que en 2023, 2.905 mujeres ejercieron el derecho 
a no declarar como testigos, representando el 11,64% de las de-
nuncias recibidas; aunque el dato no está desagregado por 
edad, la bibliografía revisada sugiere que las mujeres mayores 
son propensas a retirar denuncias o a no sostenerlas. El capítulo 
de Bridget Penhale (2021) sobre los expedientes policiales ana-
lizados en el proyecto Mind the Gap! confirma esta tendencia a 
escala europea. Observa que, aunque la policía inició procedi-
mientos penales en casi tres cuartas partes de los casos (73%), 
solo en el 13% resultó en condena.

Los datos del contexto latinoamericano, de los Balcanes Occi-
dentales y de Europa del Este confirman que esta infradenuncia 
no es exclusiva del contexto español. En la encuesta analizada 
por Marija Babovic et al. (2022), solo el 4,1% de las mujeres ma-
yores notificó a la policía el incidente más grave de violencia de 
pareja3, la misma tasa que las mujeres más jóvenes de 15 a 30 

3 | El concepto de “incidente más grave” (most serious incident) en la encuesta 
se deriva de la respuesta de la entrevistada, es decir, no constituye una ca-
tegoría analítica predefinida. Se solicitaba a las mujeres que identificaran el 
episodio más grave de violencia sufrido dentro de cada tipo (violencia física 
o sexual en la pareja), y posteriormente se registraba la conducta concreta 
correspondiente a ese episodio (por ejemplo, empujones, golpes o agresiones 
sexuales). En el caso de la violencia psicológica y económica no se aplicó esta 
lógica, ya que se midieron mediante baterías de comportamientos a lo largo 
del tiempo y no a partir de un único incidente.
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años. En Albania, Kosovo y Serbia, ninguna mujer mayor de la 
muestra reportó el incidente más grave a la policía.

Lo que reflejan, y lo que no, los registros institucionales
Además de las encuestas de prevalencia, los registros institu-
cionales (atenciones en servicios especializados, denuncias, ór-
denes de protección) constituyen otra fuente de información 
sobre la magnitud del problema. Aunque también en este caso 
los datos reflejan la brecha de acceso antes que la realidad de la 
violencia.

En España, la presencia de mujeres mayores en los servicios 
especializados de violencia de género es sistemáticamente 
baja. El artículo de Ana María Porto-Castro et al. (2024) sobre 
los Centros de Información a las Mujeres de Galicia señala que 
solo en torno al 3%-5% del total de mujeres atendidas anual-
mente corresponde al grupo de mayores de 54 años, según 
datos recogidos de las propias profesionales. En Madrid, el 
diagnóstico elaborado por Mónica Ramos Toro et al. (2020) 
encontró que de las 10.089 mujeres atendidas en la Red de 
Servicios de Violencia de Género de la ciudad en 2019 aproxi-
madamente 200 tenían 60 años o más, tan solo el 2% del total. 
En el Centro de Emergencia de esa misma red, en 10 años 
apenas el 3% de las mujeres atendidas tenían 60 años o más. 
En el País Vasco, la guía de EDE Suspergintza señala que en 
2019 la Ertzaintza registró 56 casos de violencia en el ámbito 
de la pareja o expareja contra mujeres de 65 años o más, un 
dato que la propia guía advierte que “no debe confundirnos”, 
ya que la violencia “existe, y mucho, pese a que no se denun-
cie y registre” (2022, p. 15).

La situación en la isla de Tenerife, documentada por el Pro-
yecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021), sigue el mismo patrón 



49

analizado. En 2020, solo 112 mujeres mayores de 65 años 
fueron atendidas en los servicios de violencia de género de la 
isla, representando el 2,75% del total. A nivel de toda Canarias, 
fueron 326 mujeres (el 8,4% del total). En los servicios no es-
pecializados en violencia de género, como los Centros de In-
formación de Mujeres, el artículo de Ana María Porto-Castro 
et al. (2024) señala que la agrupación de todas las mujeres 
mayores bajo la categoría “mayores de 65 años” impide cono-
cer la casuística específica de los distintos tramos de edad 
dentro de ese grupo.

El primer informe de evaluación temática del GREVIO (Group 
of Experts on Action against Violence against Women and Do-
mestic Violence) sobre España (2024) reconoce avances im-
portantes en la recopilación de datos sobre violencia contra las 
mujeres, pero advierte que “sigue siendo imposible rastrear los 
casos de violencia contra las mujeres desde la denuncia hasta la 
decisión judicial, excepto en los casos de feminicidio” (p. 18). El 
informe recomienda expresamente que los datos recogidos por 
fuerzas de seguridad, sistema judicial y servicios de salud estén 
desagregados por sexo y edad de víctima y agresor. Esta reco-
mendación evidencia que las carencias metodológicas en la 
producción de datos desagregados siguen siendo a la fecha de 
elaboración de esta investigación, una asignatura pendiente.

Las limitaciones metodológicas como problema de fondo
La heterogeneidad de los datos disponibles es un problema de 
escasez, pero también de metodología. La bibliografía revisada 
identifica un conjunto de limitaciones que afectan tanto a las 
encuestas de prevalencia como a los registros institucionales, y 
que explican por qué los datos existentes deben leerse siempre 
con cautela.
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La primera de las limitaciones es la exclusión de las mujeres 
mayores de los instrumentos de medición. Monserrat Celdrán 
(2013) ya señalaba que muchas encuestas nacionales no in-
cluían en sus muestras a mujeres con más de 59 años para pre-
guntarles si habían sufrido maltrato en el seno de una relación 
de pareja, lo que constituye, en sus propias palabras, una “dis-
criminación por edad que formaría parte del edadismo” (p. 58). 
La Encuesta Europea de Violencia de Género 2022 (Delega-
ción del Gobierno contra la Violencia de Género), por ejemplo, 
limita su población de estudio a mujeres de 16 a 74 años, exclu-
yendo a las mayores de esa edad. Esto significa que el grupo de 
mayor edad y posiblemente mayor situación de vulnerabilidad 
no está representado en uno de los instrumentos de referencia 
a nivel europeo.

La segunda limitación es la homogeneización de las mujeres 
mayores en una única categoría. El estudio de Mentxu Hernan-
do Gómez y Teresa Laespada (2021) señala que la agrupación en 
la categoría “mayores de 65 años” o, en el caso de los Centros 
de Información a las Mujeres de Galicia, “mayores de 54 años”, 
trata como un grupo homogéneo a mujeres con realidades muy 
distintas, cuyas edades pueden variar entre los 65 y los 90 años 
o más. Esta agregación oculta diferencias significativas en tér-
minos de socialización, autonomía, situación de dependencia, 
acceso a recursos y exposición a distintas formas de violencia. 
En las primeras contabilizaciones nacionales de víctimas de fe-
minicidio, como la de la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género, hasta 2008 se marcaba “mayor de 64 años” 
sin desagregar a partir de esa edad, lo que evidencia un sesgo 
edadista en el propio registro estadístico4.

4 | A partir de 2009 la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género desagrega tanto las víctimas como los agresores de 61 a 74 años, de 
75 a 84 años y de 85 y más. 
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La tercera limitación tiene que ver con los propios instrumentos 
de medición. La revisión sistemática sobre los efectos psicoló-
gicos de la violencia de género en mujeres mayores de Lorena 
Eslava y Berta Ausín (2022) advierte que la mayoría de los estu-
dios revisados son transversales, lo que dificulta conocer los 
efectos a largo plazo, y que solo uno de los 19 artículos revisa-
dos empleaba una muestra compuesta exclusivamente por mu-
jeres mayores de 65 años. El artículo de Jorge Gracia Ibáñez 
(2015) reclamaba ya la necesidad de mejorar la recogida de 
datos desagregados que incluyera al menos la edad de las vícti-
mas y otras circunstancias asociadas (salud, situación socioe-
conómica y familiar) en los ámbitos sanitario, policial, judicial y 
de servicios sociales.

La cuarta limitación, señalada en varios textos (Celdrán, 2013; 
Penhale, 2021; y Babovic et al., 2022), es que los instrumentos 
de medición no están diseñados para capturar las formas de 
violencia más frecuentes o más específicas en mujeres mayo-
res. La violencia económica asociada a la gestión de pensiones 
y bienes en la vejez, la negligencia en los cuidados, la violencia 
ejercida en el contexto de la dependencia, o la explotación fi-
nanciera vinculada a la brecha digital son formas que los cues-
tionarios estándar —pensados fundamentalmente para 
mujeres más jóvenes— no capturan adecuadamente. Marija 
Babovic et al. (2022) señalan que en la encuesta de la OSCE no 
se incluyeron preguntas sobre negligencia ni explotación fi-
nanciera, y que la violencia económica quedó subsumida bajo 
indicadores más propios de situaciones de mujeres más 
jóvenes.

La quinta y última limitación afecta especialmente a los estu-
dios cualitativos y a los realizados con muestras de mujeres 
usuarias de servicios. Tal y como advierte la investigación de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género (2019), 
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las mujeres que participan en investigaciones a través de servi-
cios de atención representan solo a las que han logrado acceder 
a esos recursos, pero excluyen a quienes no lo han hecho que, 
como los propios datos indican, son la inmensa mayoría. Esto 
genera un sesgo de selección que puede distorsionar la dimen-
sión del problema, tanto en términos de perfil como de carac-
terísticas de la violencia.

A estas limitaciones se suma, en el contexto latinoamericano, 
una carencia estructural. La revisión de Gabriela Ramos Bonilla 
(2021) señala que solo cuatro países de la región (Ecuador, 
México, Uruguay y Perú) han creado encuestas nacionales sobre 
violencia contra las mujeres sin límite de edad, y que esos datos 
han sido aún poco analizados para el subgrupo de mujeres ma-
yores. Como ya expusimos en otro apartado, las encuestas re-
gionales específicas sobre maltrato a personas mayores solo 
existen en México, Ecuador y Colombia.

Los menores porcentajes no significan menor violencia
Frente a este panorama analizado de datos incompletos, instru-
mentos inadecuados y subregistro sistemático, la literatura re-
visada es concluyente en el sentido de que los menores 
porcentajes de violencia declarada en mujeres mayores no re-
flejan una menor incidencia del problema, sino el resultado 
combinado de múltiples factores que dificultan su medición.

El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) 
señala que las encuestas muestran que el porcentaje de muje-
res mayores en situación de violencia es similar al del conjunto 
de la población femenina o, incluso, ligeramente más elevado. 
El estudio editado por el Instituto Navarro para la Igualdad 
(2020) recoge el mismo dato, pues señala que según la Macro-
encuesta de Violencia contra la Mujer de 2015 “la proporción 
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de mujeres mayores que experimentan violencia de género es 
análoga a la del conjunto de mujeres, o incluso algo más eleva-
da” (p. 3). La Herramienta para la Detección de Violencia Ma-
chista de Portugalete (2023) recuerda, por su parte, que las 
mujeres mayores experimentan mayores intensidades de vio-
lencia por la larga exposición, mientras que son las que más 
tiempo tardan en solicitar apoyo y las que lo hacen desde ma-
yores niveles de invisibilidad.

La revisión sistemática de Lorena Eslava y Berta Ausín (2022) 
identifica tres factores que, según Heidi Stöckl y Bridget Penha-
le (2014), explican por qué las mujeres mayores de 65 años de-
claran sufrir menos situaciones de violencia en comparación 
con las más jóvenes. Se trata del sesgo de recuerdo, la deseabi-
lidad social y la falta de identificación o reconocimiento de la 
violencia como tal, especialmente cuando no son agresiones fí-
sicas. Estos tres factores no son atributos individuales de las 
mujeres mayores, sino el producto de décadas de socialización 
en un contexto que naturalizó la violencia, la consideró un 
asunto privado y careció de los marcos conceptuales necesa-
rios para nombrarla. Como señala la guía de EDE Suspergintza, 
“su cuantificación tiene aún un largo recorrido y ni los registros 
oficiales ni las encuestas de percepción consiguen dibujar la 
realidad de esta violencia” (2022, p. 15).

En este sentido, el análisis de la prevalencia de la violencia de 
género contra las mujeres mayores no puede limitarse a la lec-
tura de los datos disponibles. Requiere una reflexión crítica 
sobre las condiciones en que esos datos se producen y sobre lo 
que permanece fuera del foco de los instrumentos de medición. 
La escasez de datos no es solo un problema metodológico; es 
una forma de invisibilización que reproduce y refuerza el silen-
ciamiento que rodea a esta violencia. Como señala Raquel Os-
borne Verdugo, “llevar una contabilidad eleva el fenómeno de 
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anécdota a categoría, conduciendo a su mayor visibilidad” 
(2008, p. 101). Ese trabajo de contabilización rigurosa, desagre-
gada y adaptada a las realidades específicas de las mujeres ma-
yores está pendiente de realizarse.
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 3.  
 Impactos de la violencia de género en el  
 cuerpo y la vida de las mujeres mayores 

Cuando el cuerpo lleva la cuenta
Una de las conclusiones que emerge de la bibliografía revisada 
es que la violencia de género deja huella en el cuerpo y en todos 
los aspectos de la vida de las mujeres que la sufren, y que esa 
huella se profundiza cuando la violencia se ha sostenido duran-
te décadas. No se trata de consecuencias abstractas ni de daños 
que puedan medirse de forma aislada, son experiencias encar-
nadas, acumuladas, que atraviesan la salud física, la salud 
mental y emocional, la espiritualidad, las relaciones sociales y 
la autonomía económica de las mujeres mayores de una manera 
que ninguna de estas dimensiones puede explicar por 
separado.

La investigación realizada por la Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género (2019) ofrece un retrato sobre 
esta realidad en España. Sus datos muestran que el estado de 
salud de las mujeres mayores sobrevivientes de violencia de 
género es notablemente peor que el de la población femenina 
de la misma edad. El 39% declara tener un estado de salud re-
gular, el 31% lo considera malo o muy malo; este último porcen-
taje de mujeres que valora su salud como “mala o muy mala” 
supera en cinco puntos porcentuales a la media de las mujeres 
de su misma edad en la población general. El 51% presenta 
alguna enfermedad crónica importante. El Proyecto GAIA de 
Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) registra cifras aún más pre-
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ocupantes al observar que el 45% de las mujeres mayores so-
brevivientes de violencia de género encuestadas sitúa su salud 
en la categoría de “mala o muy mala”, el 85% tiene una enfer-
medad crónica importante, y el 50% presenta algún tipo de dis-
capacidad, porcentaje que casi dobla la media estatal.

Estos números son el resultado de décadas de estrés crónico, de 
violencias repetidas, de un cuerpo que ha tenido que adaptarse 
para sobrevivir. Como retoman Mentxu Hernando Gómez y 
Teresa Laespada (2021), los efectos sobre la salud “multiplican 
el impacto por tratarse de un mantenimiento de largo recorrido 
en el tiempo” (p. 15), y a ese impacto acumulado se suma en la 
vejez los cambios biológicos naturales asociados al envejeci-
miento, que puede resultar progresivamente discapacitante y 
aumentar la situación de vulnerabilidad ante una nueva agre-
sión. La Herramienta para la detección de la violencia ma-
chista elaborada por el Ayuntamiento de Portugalete (2023) lo 
resume de manera clara al señalar que las mujeres mayores que 
han enfrentado violencia acumulan mayor sufrimiento, por 
haber podido soportar más tipos de violencia en su historia vital 
y en mayor intensidad por el tiempo de exposición.

La salud física: un daño que se cronifica 
y se confunde con la edad
Las lesiones físicas directas de las agresiones son, en muchos 
casos, graves y persistentes. La investigación de la Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género (2019) encuentra 
que el 68% de las mujeres mayores sobrevivientes de violencia 
de género encuestadas había sufrido cortes, rasguños y hema-
tomas; el 52%, cefaleas frecuentes; el 47%, problemas respira-
torios; el 41%, fatiga permanente; el 28%, lesiones en los ojos u 
oídos; y el 12%, fracturas de huesos. El Proyecto GAIA de Tene-
rife (Jiménez Jaén et al., 2021) registra que el 90% de las mujeres 
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de su muestra presenta dolores de espalda o articulaciones, el 
72,5%, insomnio y el 60%, problemas digestivos y cambios brus-
cos de peso.

La gravedad no está solo en las lesiones, sino en lo que les 
ocurre con el tiempo. Varias mujeres describen en la investiga-
ción de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) cómo las secuelas físicas se han agravado con los 
años. Mencionan, por ejemplo, lesiones en los oídos, fracturas 
de huesos y cartílagos, desviaciones de columna, y afecciones 
cervicales. Algunas han sido diagnosticadas de fibromialgia, y la 
propia investigación señala que entre sus factores desencade-
nantes se encuentra el estrés crónico ocasionado por el abuso 
físico y sexual. De acuerdo con la Hoja de Ruta de Cantabria, 
“el dolor crónico, el cansancio, los dolores de cabeza y la ansie-
dad tienen un efecto acumulativo” que va labrando el cuerpo 
de las mujeres a lo largo de los años (Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2025a, p. 15)

Uno de los hallazgos más reveladores de la investigación de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género (2019) 
tiene que ver con las consecuencias sobre la salud sexual y re-
productiva. Evidencia, en ese sentido, que una de cada cinco 
mujeres señalaba complicaciones en este ámbito, incluyendo 
abortos espontáneos o involuntarios y trastornos ginecológicos. 
El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) registra 
también que en el pasado el 25% de las mujeres encuestadas 
sufrió abortos espontáneos y el 27,5% experimentó complica-
ciones durante el embarazo como consecuencia de la 
violencia.

La bibliografía señala de forma casi unánime que un problema 
añadido es la dificultad para que el sistema sanitario reconozca 
estos daños como consecuencias de la violencia. El artículo de 
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Mentxu Hernando Gómez y Teresa Laespada señala que los im-
pactos de la violencia “pueden no ser adecuadamente diagnos-
ticados por los profesionales de la salud, ya que se tienden a 
atribuir a enfermedades ligadas a la edad” (2021, p. 15). El Diag-
nóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) añade que muchos 
malestares que refieren las mujeres en las consultas no se aso-
cian a la violencia sufrida, sino al envejecimiento, debido a pre-
juicios edadistas de las/os profesionales sanitarios. El artículo 
de Paola Damonti y Patricia Amigot (2021) refuerza esta idea al 
mostrar que algunas mujeres expresan sus malestares en tér-
minos médicos o cotidianos, sin vincularlos directamente con 
la situación de violencia, lo que refleja procesos de naturaliza-
ción que dificultan tanto el reconocimiento como el abordaje. 
La Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2025a) recoge un testimonio compartido por una profesional 
sobre un caso en el ámbito farmacéutico en el que una mujer 
mayor acudía reiteradamente a solicitar tratamientos para in-
fecciones vaginales, cuando en realidad subyacía una situación 
de violencia sexual en la pareja. El problema no fue identificado 
inicialmente como tal, pues ni el entorno familiar ni un profe-
sional sanitario interpretaron los síntomas como indicadores de 
violencia, por el contrario, los atribuyeron a una cuestión 
médica o a la práctica sexual, lo que ilustra las barreras para su 
detección y reconocimiento.

Las consecuencias de esta negación son muy concretas. Las le-
siones sufridas décadas atrás, al no haberse realizado parte 
médico ni denuncia en su momento, no se consideran pruebas 
y no se reconoce que tengan relación con la violencia de género 
(Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, 2019). 
La bibliografía revisada subraya que esta invisibilización médica 
no es un error individual de determinadas/os profesionales, 
sino el resultado de una formación que no ha incorporado la 
violencia de género como factor de riesgo para la salud de las 
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mujeres mayores, y de un sistema que históricamente ha medi-
calizado su malestar sin indagar en sus causas.

Desde una perspectiva internacional, la investigación cuanti-
tativa de Cristina Bellés-Obrero et al. (2025) realizada en 
México aporta evidencia sobre los impactos a largo plazo de la 
violencia económica en la salud de las mujeres mayores, y el 
análisis de los proyectos europeos IPVoW y Mind the Gap! 
(Penhale, 2021) subraya que los problemas de salud son una 
consecuencia de la violencia, pero también un factor que au-
menta la situación de vulnerabilidad de las mujeres mayores, 
reduce sus oportunidades de afrontamiento y limita sus op-
ciones de búsqueda de ayuda. El estudio longitudinal de 
Marian Baker et al. (2009), recogido tanto por Monserrat Cel-
drán (2013) como por Jorge Gracia Ibáñez (2015), encontró 
asociación entre el abuso físico y verbal y la mortalidad poste-
rior de las mujeres, incluso controlando la edad y el nivel edu-
cativo, apuntando a que es el estrés sostenido lo que impacta 
a nivel psiconeuroinmunológico.

La salud mental y emocional: los años de violencia no 
desaparecen con la separación
Si el daño físico es grave, el daño psicológico lo es aún más y 
tiene una característica que lo hace difícil de abordar: no desa-
parece cuando cesa la violencia. La revisión de Lorena Eslava y 
Berta Ausín señala que “todos estos efectos pueden perdurar en 
el tiempo a pesar de que la relación de maltrato haya finaliza-
do” (2022, p. 4). El Diagnóstico de Madrid recoge dos testimo-
nios que ilustran esta persistencia: “Cuando siento un lloro o 
que puede haber una voz más alta que la otra, me entra un 
pánico terrible, eso no lo he superado”; “yo salía a la calle y me 
paralizaba, alguien se ponía detrás de mí y yo gritaba” (Ramos 
Toro et al., 2020, p. 96). Almudena Mateos Gil et al. (2017) men-
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cionan el caso de Manuela, ya viuda, que “sigue sin conciliar el 
sueño y los nervios la siguen acompañando a diario. Se siente 
aliviada y culpable a la vez [...] Ahora que no está su marido, 
puede salir y entrar cuando quiere, aunque no sabe por qué, le 
cuesta mucho hacerlo” (p. 52). 

La ansiedad y la depresión son los trastornos más documentados 
en la bibliografía. El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et 
al., 2021) encuentra que el 77,5% de las mujeres encuestadas 
padece ansiedad en la actualidad, el 72,5% tiene ganas de llorar 
sin motivo y el 40% presenta depresión. El estudio de la Delega-
ción del Gobierno contra la Violencia de Género (2019) registra 
que siete de cada 10 mujeres afirman sufrir tristeza, el 68% ansie-
dad o angustia, el 63% problemas de sueño y el 55% la sensación 
de tener “la cabeza llena de preocupaciones”. En cuanto a los 
trastornos diagnosticados, la ansiedad (32%) y la depresión (28%) 
son los más representados en el pasado y se han cronificado en 
la actualidad; el 38% toma ansiolíticos, el 34%, somníferos y el 
27%, antidepresivos de forma continuada. El 85% de las mujeres 
en tratamiento psicológico y/o psiquiátrico vincula su problema 
directamente a la situación de violencia sufrida.

La revisión de Lorena Eslava y Berta Ausín (2022) ofrece uno de 
los análisis más detallados sobre los impactos psicológicos. 
Respecto a la depresión, señala que las mujeres de 70 años o 
más tienen el mayor porcentaje de síntomas depresivos e ideas 
suicidas en comparación con mujeres de otras edades. Respec-
to a la ansiedad, la probabilidad de tenerla es casi tres veces 
mayor en mujeres que sufren violencia de pareja. Respecto al 
insomnio, la exposición a violencia se relaciona de forma signi-
ficativa con su padecimiento, y las mujeres más mayores son 
más propensas a sufrirlo, vinculándose a su vez con sintomato-
logía depresiva y síntomas de trastorno por estrés 
postraumático.
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El trastorno de estrés postraumático (TEPT) aparece en múlti-
ples textos como una de las consecuencias más graves y 
menos atendidas. El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) 
registra que el 32,5% de las mujeres encuestadas presenta 
estrés postraumático en la actualidad. El artículo de Paola Da-
monti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) señala que la indefen-
sión aprendida y el TEPT son consecuencias clínicas 
documentadas de la violencia prolongada. Jorge Gracia Ibáñez 
(2015) —citando a Bonnie Fisher y Saundra Regan (2006), 
Bonnie Fisher et al. (2011), Charles Mouton et al. (2010) y a 
Therese Zink et al. (2005)— apunta que se ha encontrado que 
los niveles de depresión y ansiedad en las mujeres mayores 
víctimas de violencia de pareja son significativamente más 
altos que en la población mayor general.

Un elemento que varios textos alertan y que merece atención es 
la ‘ideación suicida’. El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) 
encuentra que casi un tercio de las mujeres encuestadas (32,5%) 
ha protagonizado intentos de suicidio. El estudio cualitativo 
realizado en Teherán (Jamshidimanesh et al., 2025) señala la 
presencia de ideación suicida en algunas participantes como un 
elemento que vuelve “particularmente urgentes” las interven-
ciones y recoge el testimonio de una mujer que afirma: “A veces 
cuando me siento presionada… debería comer algo y hacerme 
daño” (p. 9). La Macroencuesta de 2024 señala que el porcen-
taje de pensamientos suicidas entre las mujeres que han sufrido 
violencia física o sexual por parte de la pareja alcanza el 26,7%, 
frente al 18,4% del conjunto de mujeres que han sufrido cual-
quier tipo de violencia de la pareja (Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género, 2024, p. 193). HelpAge Interna-
tional España (2022) también señala un mayor porcentaje de 
pensamientos suicidas entre las mujeres que han vivido situa-
ciones de violencia.
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Junto a los trastornos clínicos, la literatura identifica el daño 
en la identidad y en la subjetividad como un daño más pro-
fundo y más difícil de nombrar. La revisión de Monserrat Cel-
drán (2013) señala que la larga trayectoria de maltrato tiene un 
impacto sobre cómo las mujeres se definen a sí mismas y 
cómo se valoran. Elana Buchbinder y Tamar Winterstein 
(2003), citadas por la misma autora, encontraron que las mu-
jeres mayores miraban hacia atrás sintiéndose heroínas o de-
fraudadas consigo mismas por todas las situaciones que 
habían aguantado; en el presente, manifestaban el dolor por 
el sacrificio realizado con sus hijas e hijos para protegerles, y 
que ese esfuerzo no se veía compensado con mayores niveles 
de apoyo emocional o social por parte de ellas/os en la actua-
lidad; y hacia el futuro, proyectaban miedo porque tal vez a la 
larga tendrían que cuidar a su pareja. El Diagnóstico de 
Madrid recoge testimonios que muestran cómo la violencia 
psicológica sostenida mina la autoestima hasta puntos extre-
mos: “Te humillas, te hace ser una mierda, no vales para nada, 
eres una inútil” (Ramos Toro et al., 2020, p. 95). Algunas mu-
jeres pueden hablar de sí mismas expresando la opinión que 
han oído del agresor durante años, lo que da cuenta de hasta 
qué punto la violencia puede colonizar la propia voz.

La medicalización del malestar como respuesta 
insuficiente
La literatura revisada señala de forma recurrente cómo la ten-
dencia del sistema sanitario a medicalizar el malestar de las 
mujeres mayores sin indagar en sus causas es un fenómeno 
que opera, al mismo tiempo, como consecuencia de la violen-
cia y como obstáculo para su reconocimiento. El estudio de 
María Josefa Mosteiro García et al. (2025) recoge el testimonio 
de una profesional que describe cómo muchas veces se da 
medicación psiquiátrica a mujeres mayores de 65 años, o que 
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llevan toda la vida tomando psicofármacos, sin que se indague 
en las causas: “A veces hay que plantearse qué hay más allá” 
(p. 55). La Hoja de Ruta de Cantabria describe cómo las do-
lencias de las mujeres mayores son tratadas “solo con medi-
cación, sin abordar las raíces del problema, sin ahondar en su 
biografía” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 15). En el 
mismo texto se señala que los impactos en la salud suelen ser 
medicalizados sin abordar sus causas estructurales, lo que 
contribuye a la invisibilización de la violencia.

Esta medicalización tiene consecuencias que van más allá del 
sistema sanitario. El Diagnóstico de Madrid recoge el testimo-
nio de una mujer que describe cómo la sobremedicación con 
psicofármacos la dejaba “en otro mundo”: “Te meten un montón 
de medicamentos que, encima tú no puedes dejar de trabajar y 
estás en otro mundo, no estás. Y eso es un error, que los psi-
quiatras te mediquen tanto en vez de tratarte casi más un psi-
cólogo, es lo que necesitamos más. Yo creo que ahí sí está el 
error, que te mediquen tanto para qué, para que aguantes qué” 
(Ramos Toro et al., 2020, p. 103). En ese estado, la capacidad de 
reconocer la propia situación, de buscar ayuda, o de sostener 
un proceso de salida se reduce drásticamente. La medicaliza-
ción, en ese sentido, puede funcionar como un mecanismo que 
perpetúa la violencia al atenuar el malestar sin eliminar sus 
causas.

El estudio de Mamen Fabra-Carrasco et al. (2025) confirma 
que la violencia tiene consecuencias directas sobre el uso 
del sistema sanitario, dado que las mujeres que han sufrido 
violencia presentan mayor probabilidad de acudir a centros 
de salud, de ser hospitalizadas, de usar los servicios de ur-
gencias y de acceder a atención especializada. Este mayor 
uso del sistema sanitario debería constituir una oportunidad 
para la detección y el acompañamiento, pero la literatura re-
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visada muestra que, en la práctica, esa oportunidad se desa-
provecha de manera reiterada.

El aislamiento social como mecanismo de control
El aislamiento social es una estrategia deliberada del agresor y 
una consecuencia acumulada de años de violencia. Los textos 
analizados muestran cómo estas dos dimensiones se entrela-
zan y se refuerzan mutuamente, produciendo una situación en 
la que las mujeres mayores se encuentran al llegar a la vejez con 
redes sociales muy reducidas o prácticamente inexistentes.

El Diagnóstico de Madrid describe cómo el control sistemático 
del agresor lleva a un aislamiento progresivo de la mujer de su fa-
milia, amistades y entorno: “Te quita de estar con toda la gente” 
(Ramos Toro et al., 2020, p. 95). El Proyecto GAIA de Tenerife (Ji-
ménez Jaén et al., 2021) cuantifica este aislamiento con los si-
guientes datos: el 75% de las mujeres encuestadas estuvo sujeta a 
presiones del agresor para impedirle ver a sus amistades, y el 65% 
para que no se relacionase con su familia. No obstante, el 80% 
compartió su situación con una amiga, el 70% con una hermana 
y el 65% con una mujer de la familia. Esto apunta a que, pese al 
aislamiento impuesto, las mujeres mayores han construido y 
mantenido vínculos, aunque sean frágiles o parciales.

La preocupación que nombran algunas investigaciones consul-
tadas es el aislamiento que se produce tras la ruptura o el falle-
cimiento del agresor. El estudio sobre los Centros de Información 
a las Mujeres de Galicia recoge el testimonio de una profesional 
que describe esta paradoja: “Tienen ese halo de tristeza, pero 
después van mejorando poco a poco; sobre todo las que conse-
guimos que, a nivel social, tengan un soporte. Es que están 
solas, y la soledad es muy complicada de llevar; si se les va la 
pareja, aunque fuese malo, estaban con alguien” (Mosteiro 



65

García et al., 2024, p. 295). El estudio de la Delegación del Go-
bierno contra la Violencia de Género (2019) señala que la viven-
cia combinada de soledad y miedo multiplica los daños en la 
salud mental, lo que genera estrés, ansiedad y depresión.

Este aislamiento tiene también consecuencias prácticas que 
van más allá del bienestar emocional. La Herramienta para la 
detección de la violencia machista de Portugalete (2023) 
señala que el aislamiento implica “menor conocimiento y/o 
acceso a recursos comunitarios” y la “no disposición de recur-
sos económicos para acceder a subsistencia, ocio, participación 
o cuidados” (p. 24). El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbi-
de-Rodrigo (2021) recuerda que para muchas mujeres mayores 
sobrevivientes de violencia de género no hay “círculo social” y 
que “las respuestas que hay para esta situación a ellas no les 
sirve” (p. 234). El aislamiento, por tanto, no es solo una conse-
cuencia de la violencia, sino también uno de los factores que 
más dificulta salir de ella.

La dependencia económica como consecuencia 
estructural
La dependencia económica que muestran las mujeres mayores 
sobrevivientes de violencia de género no es, en la mayor parte 
de los casos, solo una característica individual, también es el re-
sultado de décadas de desigualdad estructural. Las mujeres que 
hoy tienen 65 años y, especialmente las que superan la edad de 
75 u 80 años, llegaron a la vida adulta en un contexto en el que 
el acceso al empleo femenino estaba restringido, en que el tra-
bajo doméstico y de cuidados no generaba derechos propios 
aunque fuera una labor de tiempo completo —lo cual continúa 
siendo así en buena medida—, y en que, en muchos casos, el 
agresor les impidió trabajar, cotizar o gestionar su propio 
dinero. Las consecuencias de ese pasado se manifiestan hoy en 
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pensiones muy bajas o inexistentes, en la ausencia de patrimo-
nio propio y en una dependencia económica del agresor, o de 
las personas herederas, lo cual limita las posibilidades de 
autonomía5.

El Diagnóstico de Madrid recoge testimonios que confirman 
esta situación. Una mujer explica: “Este fue el error [dejar su 
empleo para cuidar a sus hijos] porque lo que hice fue que él in-
crementara sus ingresos y yo, a la hora de jubilarme, mi jubila-
ción es la mitad de la de él” (Ramos Toro et al., 2020, p. 88). 

Los datos de la investigación de la Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género (2019) muestran la magnitud de 
esta precariedad. El 75% de los hogares de las mujeres mayores 
sobrevivientes de violencia de género encuestadas estaba en 
riesgo de pobreza, frente al 16,3% para los hogares de mujeres 
mayores de 65 años en la población general. El 47% estaba en 
situación de privación material severa, frente al 3,5% en la po-
blación general. El 41% se encontraba en situación de pobreza 
extrema y la tasa AROPE —indicador europeo de riesgo de po-
breza y exclusión social— alcanzaba el 80%, frente al 18,7% en 
la población general. El 75% no podía afrontar un imprevisto de 
650 euros, el 45% sufría pobreza energética y el 18% no podía 
comer alimentos con proteínas tres veces a la semana. El Pro-
yecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) registra datos 

5 | Según el Gobierno de España, “la pensión media de viudedad, en mayo 
[de 2026] alcanzó los 975,1 euros al mes” (tomado de https://bit.ly/44C-
GLDs), un 20,13% por debajo del salario mínimo interprofesional vigente en 
el mismo año. Respecto al patrimonio, en el estudio “Los hombres, ¿viven 
en hogares con más patrimonio que las mujeres?” (2022) del Observatorio 
Social de la Fundación la Caixa, se indica que “los hombres mayores viven 
en hogares con más patrimonio que las mujeres mayores: poseen en torno 
a 16.000 euros más de riqueza media equivalente. Esta diferencia significa-
tiva no se detecta en las franjas de edad inferiores”.
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similares. La media de ingresos mensuales de las participantes 
era de 622,5 euros, el 30% no llegaba a fin de mes y el 40% no 
podía garantizarse una buena alimentación.

María del Mar Heras Hernández (2026) añade la violencia eco-
nómica digital, una dimensión que se está volviendo cada vez 
más relevante y que hasta hace poco permanecía invisibilizada. 
La creciente digitalización de los servicios financieros y admi-
nistrativos genera nuevas formas de exclusión que afectan de 
manera particular a las mujeres mayores. La falta de habilida-
des digitales no solo limita el acceso a recursos, sino que au-
menta la dependencia de terceras personas para realizar 
operaciones básicas, lo que abre la puerta a situaciones de 
abuso económico. El estudio de Red2Red señala, en este mismo 
sentido, que la violencia económica provoca “problemas de 
salud, pobreza y obstrucción de la autonomía y libertad de las 
mujeres” y que puede dificultar o impedir que la víctima aban-
done la situación de violencia de género (2023, p. 27) .

La dependencia económica tiene también consecuencias sobre 
la vivienda. El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) regis-
traba que el 37,5% de las mujeres mayores había sufrido proble-
mas habitacionales durante el último año, el 15% había perdido 
su casa y el 17,5% tuvo que irse a vivir con familiares. Esta pre-
cariedad en la vivienda en mujeres que han dedicado toda su 
vida al cuidado del hogar, constituye una de las paradojas más 
crueles de la violencia de género en la vejez.

Un deterioro que se suma a los cambios asociados al 
envejecimiento
La literatura revisada señala que los impactos de la violencia de 
género no pueden analizarse de forma aislada del proceso de 
envejecimiento. No es que la violencia “forme parte” de la vejez, 
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sino que sus consecuencias se suman, se entrelazan y se ampli-
fican con los cambios que el cuerpo experimenta a medida que 
envejecemos.

El artículo de Mentxu Hernando Gómez y Teresa Laespada 
(2021) apunta que el impacto de la violencia continuada se 
une en esta etapa vital al deterioro asociado al envejecimien-
to, “el cual puede resultar progresivamente discapacitante, 
revirtiendo en una mayor vulnerabilidad ante una eventual 
nueva agresión” (p. 15). La Cartografía interseccional de Cas-
tilla-La Mancha (Rodríguez Martín, 2025) retoma entre los 
problemas específicos asociados a la violencia de género en 
mujeres mayores el impacto negativo en el funcionamiento 
cognitivo, incluyendo lapsos de memoria y dificultades para 
concentrarse, que pueden confundirse fácilmente con sínto-
mas de demencia u otras patologías asociadas al 
envejecimiento.

El texto de Belén Sarasua et al. (2007) recupera de otros estu-
dios cómo la violencia de pareja es el tercer factor, tras la dia-
betes y los problemas en el parto, que más pérdida de años de 
vida saludable supone en las mujeres. La Herramienta de de-
tección de violencia machista de Portugalete (2023) añade que 
entre los impactos en mujeres de mayor edad, especialmente a 
partir de los 70-75 años, se produce mayor deterioro cognitivo 
y pérdida de autonomía vital, además de un empeoramiento 
del declinar natural asociado al envejecimiento.

Esta intersección entre los efectos de la violencia y los cambios 
propios de la vejez hace aún más difícil para el sistema sanitario 
y para los propios servicios y recursos distinguir entre lo que es 
consecuencia de la violencia y lo que forma parte del proceso 
de envejecimiento. Cuando esa dificultad no se aborda con for-
mación específica y con una mirada de género, se resuelve ha-
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bitualmente atribuyendo todo a la edad, dejando sin identificar 
y sin tratar la violencia que está en el origen.

La acumulación como clave de lectura
Recorrer la bibliografía sobre impactos de la violencia de género 
en mujeres mayores conduce a la conclusión de que estamos 
ante el resultado de una acumulación. Acumulación de violen-
cias sufridas durante décadas. Acumulación de daños físicos 
que no fueron reconocidos ni tratados. Acumulación de males-
tar psicológico que fue medicalizado sin ser comprendido. Acu-
mulación de aislamiento que fue reduciendo la red de apoyos y 
relaciones año tras año. Acumulación de dependencia econó-
mica construida sobre trayectorias laborales negadas o 
saboteadas.

La tesis doctoral de Miriam Roque Gutiérrez (2024) describe 
este proceso como “desigualdades acumuladas a lo largo de 
la vida” que se materializan en condiciones de precariedad 
en las vejeces femeninas. El análisis de los proyectos euro-
peos (Penhale, 2021) señala que el abuso continuado deja 
graves problemas de salud física y psicológica, incluyendo la 
exacerbación de enfermedades no relacionadas directa-
mente con la violencia. Asimismo, la Macroencuesta de 
2024 registra que el 16,4% de las mujeres con discapacidad 
o limitaciones que han sufrido violencia física y/o sexual 
afirman que su discapacidad es consecuencia directa de la 
violencia ejercida por sus parejas (Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género, 2024, p. 188). 

Frente a toda esta evidencia, consideramos que resulta impres-
cindible que los sistemas de atención sanitaria, social y de 
apoyo a víctimas de violencia de género incorporen una mirada 
que reconozca esta acumulación, que no atribuya automática-
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mente a la edad lo que tiene su origen en la violencia, y que 
ofrezca respuestas que vayan más allá de la medicalización del 
malestar. Las mujeres mayores sobrevivientes de violencia de 
género no necesitan que se les explique que han envejecido. 
Necesitan que se les reconozcan e identifiquen las violencias 
que han vivido y se les acompañe con los recursos, el tiempo y 
la escucha que merecen.
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 4.  
 Barreras para salir de la violencia  

de género en la vejez 

Una cartografía de obstáculos que se superponen
Cuando analizamos por qué las mujeres mayores permane-
cen en situaciones de violencia de género durante décadas, la 
respuesta que emerge de la bibliografía no apunta a una sola 
causa ni a una única dimensión. Lo que aparece a lo largo de 
todos los textos revisados es una cartografía compleja de obs-
táculos que se superponen y se refuerzan mutuamente. Desde 
barreras que provienen de la propia historia de vida de las 
mujeres, de su entorno familiar y comunitario, hasta de unas 
instituciones que no han sabido verlas y de una estructura 
social que ha combinado el sexismo con el edadismo para 
producir una invisibilidad que es insostenible.

El trabajo editado por el Instituto Navarro para la Igualdad 
(2020) recoge que, en el caso de las mujeres mayores “las al-
ternativas reales [para salir de la relación de violencia] son 
menores que en el caso de mujeres jóvenes”, debido a la con-
fluencia de factores como el deterioro de la salud, las dificul-
tades que han tenido para acceder al empleo y el aislamiento 
social (p. 21). El análisis de Jorge Gracia Ibáñez (2015) añade, 
citando a Kimberlé Crenshaw (2002), que las múltiples des-
ventajas “interaccionan con las vulnerabilidades preexisten-
tes produciendo una dimensión diferente de 
desempoderamiento” (p. 550). Lo que expondremos a conti-
nuación es un recorrido por cada uno de estos niveles con la 
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seguridad de que solo comprendiéndolos es posible diseñar 
respuestas que cubran las necesidades específicas de las mu-
jeres mayores.

Barreras individuales: lo que se lleva dentro después de 
décadas
Las barreras que operan en el plano individual no son rasgos de 
personalidad ni debilidades particulares de las mujeres mayo-
res; son, de hecho, el resultado directo de décadas de violencia, 
de una socialización generacional que normalizó la desigual-
dad y de un proceso de indefensión aprendida que se construye 
lentamente. Esta socialización se asentó sobre roles de género 
rígidos y una división sexual del trabajo que asignaba al hombre 
la función de proveedor económico y a la mujer la de cuidadora 
de la familia, un reparto que, lejos de ser neutral, sentó las bases 
materiales y simbólicas de la desigualdad que después se tra-
dujo en violencia. 

La dificultad para identificar la violencia como tal es la barrera 
individual más señalada por la bibliografía revisada, y quizás la 
más difícil de abordar. El artículo de Paola Damonti y Ruth 
Iturbide-Rodrigo (2021) recoge el testimonio de un grupo de 
mujeres mayores quienes lo describen al afirmar que la violen-
cia “ni se vive como violencia [...] ni siquiera las propias mujeres 
lo viven como violencia, sino como situaciones habituales, 
como situaciones normales” (p. 230). El estudio de María Josefa 
Mosteiro García et al. recoge el mismo fenómeno desde la pers-
pectiva profesional: “Se han adaptado a vivir de esa manera, y 
que no ven más allá” (2024, p. 293). Esta dificultad es el resulta-
do de que muchas de estas mujeres se casaron con la primera y 
única pareja que tuvieron en su vida, sin haber tenido referen-
tes alternativos, y sin que nadie a su alrededor les dijera que lo 
que vivían era violencia.
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La normalización construida a través de la socialización gene-
racional, comentada previamente, está estrechamente ligada a 
ese primer obstáculo. La investigación de la Delegación del Go-
bierno contra la Violencia de Género (2019) señala que estas 
mujeres “fueron educadas para minimizar su propia identidad, 
necesidades y deseos” y que “es menos probable que busquen 
apoyo en servicios sociales o psicológicos porque muchas de 
ellas fueron educadas para creer que tal ayuda es un signo de 
debilidad y fracaso” (p. 16). El Diagnóstico de Madrid (Ramos 
Toro et al., 2020) añade que la violencia psicológica actúa 
“como una lluvia fina”, con episodios que se suceden de forma 
paulatina y que las mujeres tardan mucho tiempo en nombrar 
como violencia. El estudio comparativo de Carmen Delgado Ál-
varez y Andrea Gutiérrez García (2014) aporta un dato que da 
cuenta de los mecanismos cognitivos que sostienen esta nor-
malización y que se refiere a la implicación en la relación de 
pareja que actúa como fuerza mantenedora del statu quo, 
porque modificar las percepciones produciría una disonancia 
cognitiva que habría que resolver cambiando los comporta-
mientos, algo que después de décadas resulta muy difícil.

El sentimiento de culpa y la indefensión aprendida actúan como 
barreras y son las dos consecuencias psicológicas de esta nor-
malización. La indefensión aprendida —descrita por Leonore 
Walker (1984) y citada tanto por Jorge Gracia Ibáñez (2015) 
como por Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021)— lleva 
a las mujeres a percibir que cualquier acción para cambiar su 
situación es inútil, que el esfuerzo no merece la pena o que el 
resultado será peor que la situación actual. El Diagnóstico de 
Madrid recoge un testimonio que resume esta experiencia: “Las 
mujeres nos sentimos muy culpables. Cuando acontecen estas 
cosas perdemos nuestra dignidad, perdemos incluso para de-
fendernos y tenemos demasiada vergüenza” (Ramos Toro et al., 
2020, p. 96).
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La sensación de que ya es demasiado tarde para cambiar es 
otra barrera individual que aparece de forma recurrente y que 
tiene una dimensión específicamente relacionada con la edad. 
El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) 
recoge expresiones al respecto: “Ves que toda una vida no ha 
servido para nada. Toda una vida, te encuentras que la has 
quemado”; “a estas alturas dices: ‘¿para qué?’” (p. 231 y 232). 
Esta sensación no es solo subjetiva, también está alimentada 
por el edadismo estructural que atribuye poco valor a las vidas 
de las mujeres mayores y que hace difícil proyectar un hori-
zonte vital diferente. La Herramienta para la detección de la 
violencia machista de Portugalete (2023) señala que la expo-
sición mantenida en el tiempo genera “un fuerte sentimiento 
de desesperanza hacia el futuro” (p. 28), algo que la revisión 
de Monserrat Celdrán (2013) también identifica como uno de 
los cinco tipos de barreras internas sistematizados por Ri-
chard Beaulaurier et al. (2005).

Otra barrera individual de enorme peso es el miedo a la sole-
dad, especialmente en mujeres cuyas redes de apoyo se han ido 
reduciendo con los años. El artículo de Paola Damonti y Ruth 
Iturbide-Rodrigo (2021) recoge el testimonio de una mujer que 
lo explica así: “Con cincuenta años, o con cincuenta y cinco… 
pues al final no quieres quedarte sola” (p. 232). Este miedo no 
debe leerse como dependencia emocional irracional, pues es 
una evaluación realista de una situación en la que, para muchas 
mujeres, el agresor es, como señala Jorge Gracia Ibáñez (2015) 
citando a Silvia Straka y Lyse Montminy (2006), “la única perso-
na cercana que queda en la vida” (p. 552). La Macroencuesta de 
2024 recoge que entre los motivos para no denunciar figura el 
haber resuelto sola la situación (50,3%), no dar importancia a la 
violencia sufrida (32,0%) y la vergüenza (10,4%), pero también el 
argumento generacional de que “eran otros tiempos, otra época 
y no se hablaba de estas cosas” (7,5%), que alcanza el 10,0% 
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entre quienes no contactaron con servicios de ayuda por vio-
lencia de parejas pasadas (Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género, 2024, p. 128, 142).

La dependencia económica cierra este primer nivel de barreras, 
conectando lo individual con lo estructural. El estudio de Ana 
María Porto-Castro et al. (2024) recoge el siguiente testimonio 
de una profesional: “La dependencia económica es la peor 
porque ellas no tienen dinero, no pueden manejar dinero” (p. 
51). El Diagnóstico de Madrid trae el relato de una mujer que 
evalúa sus opciones reales: “¿Separarme para qué? Porque 
ahora tengo algo, pero si me separo, lo poco que tengo, la mitad. 
Y claro, sí, la mitad, ¿y qué haces con la mitad hoy? Sin haber 
trabajado y no haber cogido un sueldo” (Ramos Toro et al., 
2020, p. 98). Esta es la lógica que sostiene muchas de estas 
situaciones.

Las creencias religiosas merecen una mención específica 
porque la bibliografía las identifica como un factor de particu-
lar influencia en las mujeres mayores. El estudio chileno sobre 
creencias religiosas y violencia de género (Sepúlveda Nava-
rrete, 2016) señala que estas creencias “se transformaban en 
barreras para reconocer la problemática o dificultaban el ini-
ciar un proceso de búsqueda de ayuda”, y que la idea de la 
santidad del matrimonio lleva a las mujeres a mantener la re-
lación “a cualquier costo”. El artículo de Paola Damonti y Ruth 
Iturbide-Rodrigo (2021) recoge el testimonio de una mujer 
que describe este peso: “Te casas para toda la vida, hasta que 
la muerte te separe” (p. 231). El Diagnóstico de Madrid añade 
otro: “Muchas veces he justificado el no irme por eso, porque 
he dicho ‘Como yo no le quería tanto pues a lo mejor, me ha 
dado Dios un castigo y lo tengo que tener’” (Ramos Toro et al., 
2020, p. 95-96). En el estudio de los proyectos europeos 
IPVoW y Mind the Gap! (Penhale, 2021), las mujeres de más de 
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75 años también señalaban el matrimonio como un compro-
miso de por vida que no admitía disolución.

Estas creencias religiosas se entrelazan con normas sociales y 
culturales propias de las generaciones de las mujeres mayo-
res. En la Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2025a) una profesional señala que muchas han sido 
educadas en una “cultura del aguante”, en la que el sufrimien-
to se asume como parte del papel de la esposa y la familia. A 
ello se suma la dependencia psicológica construida tras déca-
das de convivencia y el temor al juicio del entorno, tanto de 
las hijas e hijos como de la vecindad o amistades, factores que 
dificultan la decisión de romper la relación. En el texto del 
Avance en el diseño de una Hoja de Ruta de Cantabria 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025b), una mujer sobreviviente 
explica que la violencia en el matrimonio era un tema tabú y 
que, cuando intentaba expresar su malestar, el entorno refor-
zaba el mandato de permanecer con su agresor mediante 
mensajes como: “Aguanta, que eso pasa en todas las casas” (p. 
13). Su testimonio pone de manifiesto cómo el silencio social y 
la normalización de la violencia contribuyen a invisibilizar el 
maltrato y a perpetuarlo durante años.

Finalmente, el rol de cuidadoras se identifica como barrera in-
dividual de especial peso en esta etapa vital. La Herramienta 
para la detección de la violencia machista de Portugalete 
(2023) señala que cuando el agresor está en situación de de-
pendencia, la intensidad de la violencia física puede descender 
por imposibilidad de ejercerla, lo que lleva a las mujeres a inter-
pretar una “mejora” que en realidad enmascara el manteni-
miento de otras formas de violencia como la psicológica (p. 31). 
El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) 
recoge la experiencia de profesionales que describen “tremen-
dos sentimientos de culpa frente a la idea de abandonarle”: 
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“¿Qué va a hacer este hombre ahora solo sin mí?” (p. 231). 
Mentxu Hernando Gómez y Teresa Laespada (2021) añaden que 
las mujeres mayores que también cuidan a nietas y nietos se 
sienten imposibilitadas para disolver la estructura familiar 
porque no podrían garantizar esa atención económica y de 
cuidados.

Barreras familiares y comunitarias: cuando el entorno 
frena en lugar de apoyar
Si las barreras individuales están profundamente enraizadas en 
la historia personal de cada mujer, las familiares y comunitarias 
añaden una capa de presión externa que puede resultar deter-
minante para mantener o romper el silencio. De acuerdo con la 
literatura revisada, en el caso de las mujeres mayores, el entor-
no familiar actúa con demasiada frecuencia como freno en 
lugar de como apoyo.

La actitud de hijas e hijos es el elemento más señalado en 
este nivel. El estudio de María Josefa Mosteiro García et al. lo 
formula así: “Si tienen hijos o hijas, son ellos los que un poco 
mueven para que denuncien, si no tienen hijos, es muy difí-
cil” (2024, p. 296). Pero el mismo texto recoge también el re-
verso de esta situación al mencionar que cuando hijas e hijos 
se posicionan a favor del agresor o presionan para que la 
madre vuelva, la barrera se vuelve especialmente difícil de 
superar. El Diagnóstico de Madrid recoge el testimonio de 
una mujer cuya hija declaró a favor del padre en el proceso 
judicial: “Declara a favor de su padre, que era yo quién mal-
trataba a su padre y que su padre nunca me había tocado” 
(Ramos Toro et al., 2020, p. 100).

El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) 
explica el mecanismo que puede estar detrás de esta actitud 
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de hijas e hijos: “Los hijos a veces también se posicionan a 
favor del agresor, si está enfermo, porque si no la responsabi-
lidad recae en ellos, no nos vamos a engañar, por puro egoís-
mo” (p. 233). El texto Experiencias compartidas sobre la 
intervención con mujeres mayores supervivientes de violen-
cia de género añade que hijas e hijos son también producto 
de la violencia vicaria: “Ellos han sufrido eso, lo llevan 
interiorizado y desde ahí se han recolocado y son 
supervivientes también” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023, 
p. 24). Esta comprensión no justifica las presiones que ejercen 
sobre sus madres, pero ayuda a entender por qué se producen.

El peso del “qué dirán” en el entorno comunitario es otra ba-
rrera que aparece en múltiples textos. La Cartografía inter-
seccional de Castilla-La Mancha (Rodríguez Martín, 2025), 
apoyándose en los datos de la Escala de Barreras para la De-
nuncia y el Acceso a Recursos en Mujeres Mayores (BDA-
VGM), encuentra que la vergüenza y el temor al “qué dirán” 
obtienen una puntuación media de 4,33 —sobre 5 puntos en 
escala Likert— entre los factores percibidos por las y los pro-
fesionales como barreras para las mujeres mayores, y el 
temor a ser rechazadas o criticadas por el entorno social al-
canza la misma puntuación. El trabajo de Ana María Por-
to-Castro et al. también recoge la presión comunitaria en el 
relato de una mujer que asistía a un Centro de Información a 
Mujeres: “Tú eres mujer y tienes que aguantar” (2024, p. 51). 
Una profesional participante en la Hoja de Ruta de Canta-
bria añade la vergüenza vinculada a la ruptura de una imagen 
pública: “¿Qué van a pensar los demás, qué van a decir mis 
hijos si todo el mundo nos ha visto como una pareja 
fantástica?” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 14).

Detrás de esta vergüenza está la convicción, interiorizada a lo 
largo de toda una vida, de que el fracaso del matrimonio es un 
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fracaso personal de la mujer, la demostración de su incapaci-
dad para ser una buena esposa y para cumplir con lo que se 
esperaba de ella. El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 
2020) señala que muchas mujeres mayores se perciben a sí 
mismas como las guardianas del buen nombre familiar, de 
modo que separarse significa romper una relación, pero, sobre 
todo, reconocer públicamente que han fallado en la tarea cen-
tral que se les asignó. Esta carga hace que muchas prefieran 
seguir sosteniendo en silencio una situación de violencia antes 
que enfrentarse a lo que viven como una derrota propia, 
cuando en realidad la responsabilidad es exclusivamente de 
quien ejerce la violencia.

El mandato del cuidado, señalado en el estudio exploratorio 
argentino (Spotlight, PAMI y MMGyD, 2023) como elemento 
transversal “extendido a diversos miembros del grupo fami-
liar”, opera también como barrera comunitaria. El Proyecto 
GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) recoge entre los 
obstáculos identificados por las mujeres el hecho de que la 
violencia era “aceptada socialmente en aquellos momentos” 
(45%) y el no tener a dónde ir (45%). La revisión de Monserrat 
Celdrán (2013) añadía que la baja tasa de divorcios entre la po-
blación mayor en aquel momento —solo el 3,9% de las perso-
nas mayores en España estaba divorciada— refleja una norma 
social que ha funcionado durante décadas como argumento 
para no salir de las relaciones violentas. 

Barreras institucionales: el edadismo como obstáculo 
sistémico
Las barreras institucionales constituyen el nivel más denuncia-
do en la literatura revisada porque son las que, paradójicamen-
te, se producen en los espacios que deberían ofrecer protección 
y apoyo. Lo que emerge de los textos es un panorama de invisi-
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bilización sistémica, falta de formación específica de las/os pro-
fesionales y escasez de recursos diseñados pensando en las 
particularidades de las mujeres mayores.

La escasa detección es la barrera institucional de mayor impac-
to identificada. La Cartografía interseccional de Castilla-La 
Mancha (Rodríguez Martín, 2025) encuentra que el 45,8% de las 
y los profesionales encuestados señala como barrera institucio-
nal la insuficiencia o inaccesibilidad de recursos, el 43,7%, la 
falta de formación específica, el 42,6%, la falta de coordinación 
entre instituciones, y el 30,7% apunta el desconocimiento gene-
ralizado entre profesionales de la violencia de género en muje-
res mayores. El análisis sobre atención en servicios sociales a 
mujeres mayores víctimas de violencia de género (García Váz-
quez et al., 2024) aporta un dato relevante al respecto: el 100% 
de las personas profesionales encuestadas desconocía progra-
mas específicos dirigidos a mujeres mayores víctimas de vio-
lencia de género, el 98,8% no había recibido formación 
específica, y el 100% no conocía estudios sobre este colectivo. 
La Hoja de Ruta de Cantabria lo resume desde la experiencia 
práctica de las profesionales que participaron en el estudio: 
“Existe muy poca detección. El personal no está sensibilizado” 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 21). 

Como ya hemos mencionado en otros apartados, el edadismo 
institucional opera como mecanismo de invisibilización en 
todos los ámbitos de atención. Mentxu Hernando Gómez y 
Teresa Laespada (2021) señalan que puede ocurrir que al aten-
der a una mujer mayor víctima prevalezca la edad sobre el 
género “en forma de discriminación edadista, considerándose 
que la mujer es mayor antes que mujer y que no merece la pena 
afrontar cualquier tipo de proceso de ruptura” (p. 16). El artículo 
de Jorge Gracia Ibáñez (2012) ya desarrollaba en profundidad el 
riesgo de distorsión que esto genera en la respuesta profesional, 
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pues cuando las y los profesionales del ámbito sociosanitario 
interpretan la violencia de género contra mujeres mayores 
como un caso de “maltrato a personas mayores”, tienden a in-
tervenir con mecanismos inadecuados (programas de respiro, 
apoyo al cuidador, terapias de pareja), dejando a la víctima en 
mayor situación de vulnerabilidad y eximiendo de responsabi-
lidad al agresor. El mismo autor describe estas intervenciones 
como “erráticas, tal vez bienintencionadas, pero en realidad 
poco eficaces cuando no contraproducentes”. 

El “estrés del cuidador” es, de hecho, uno de los marcos inter-
pretativos que más daño hace en la respuesta institucional. 
Cuando los servicios sociales interpretan la violencia a partir de 
este concepto, pueden recomendar “soporte y ayuda psicológi-
ca hacia este cuidador varón y respiro y cuidado diario en un 
centro de día para la mujer, validando así al agresor y empati-
zando con él” (Celdrán, 2013, p. 60). El Proyecto GAIA advierte 
que el edadismo institucional se materializa en actitudes como 
la de considerar que “si no abandonaron de jóvenes, para qué 
hacerlo de mayores”, una forma de desatención que persiste en 
muchos servicios (Jiménez Jaén et al., 2021, p. 156).

La poca o nula adaptación de los recursos especializados de 
violencia de género es otra barrera institucional central en el 
análisis. El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo 
(2021) señala que los servicios han sido diseñados tomando 
como referencia a una mujer de entre 30 y 40 años con meno-
res a cargo, con recursos de acogida, conciliación, garantía de 
renta e inserción laboral, y que “apenas se han diseñado he-
rramientas para hacer frente al aislamiento y la soledad, que 
son las problemáticas que mayormente enfrentan las mujeres 
mayores [que sufren violencia de género]” (p. 234). La Hoja de 
Ruta de Cantabria evidencia el resultado de esta falta de 
adaptación a sus necesidades: las mujeres mayores que 
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acuden a los servicios y/o recursos “no quieren ser la abuela 
de quienes no son sus nietos” en las casas de acogida (Ramos 
Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 26), y los servicios de violencia 
de género “no están adaptados y siguen vigentes todos los 
prejuicios, tanto de edadismo, sexismo, como de dependen-
cia” (Ramos Toro et al., 2020, p. 120). 

La escasez de campañas de sensibilización dirigidas específica-
mente a mujeres mayores agrava esta invisibilidad institucional. 
El artículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) re-
cogía el testimonio de una mujer que manifiesta sentirse “ocul-
tas, ignoradas [...] no estamos en las campañas, y no estamos en 
ninguna parte. Es que nunca se ha hecho una campaña de vio-
lencia y mujeres mayores” (p. 233). Esta escasez tiene una con-
secuencia directa y es que impide que las mujeres mayores se 
reconozcan como posibles víctimas y que busquen los recursos 
que pueden estar a su disposición. Conviene matizar, no obs-
tante, que en los últimos años se observa un cambio de tenden-
cia. Las administraciones públicas y algunas organizaciones del 
tercer sector han comenzado a desarrollar campañas y mate-
riales específicamente dirigidas a las mujeres mayores, señal de 
que la carencia está siendo progresivamente reconocida. En el 
capítulo seis dedicado a los recursos existentes recogeremos 
algunas de estas iniciativas, que aunque todavía insuficientes 
en alcance y continuidad, apuntan hacia una mayor conciencia 
institucional sobre la necesidad de visibilizar la violencia de 
género en la vejez.

La respuesta judicial y policial añade sus propias barreras. El 
estudio de María Josefa Mosteiro García et al. recoge el testimo-
nio de profesionales que denuncian los estereotipos y prejui-
cios de género presentes en actuaciones de algunos jueces: 
“Siempre a la que se cuestiona es a la víctima, no es al agresor, 
que es muy duro eso, luego vienen llorando aquí, vienen deses-
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peradas, porque las tratan fatal” (2024, p. 296). El Diagnóstico 
de Madrid recoge el relato extremo de una mujer de 89 años: 
“Cuando le fui explicando al comisario lo que pasaba me dije-
ron: ‘Bueno, me parece que está usted exagerando, cuando el 
marido pega a la mujer sus razones tendrá’” (Ramos Toro et al., 
2020, p. 101). El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 
2021) documenta incluso casos de complicidad de agentes de la 
Guardia Civil en entornos rurales y de valoraciones judiciales 
con sesgo de género en materia de vivienda. El estudio de María 
Josefa Mosteiro García et al. (2025) recoge el caso de una jueza 
que le dice a una mujer atendida por las profesionales: “Usted 
no sabe lo que es la violencia, quisiera que conociera otros 
casos que sí eran víctimas y no usted” (p. 53). 

El miedo a ser institucionalizada es una barrera específica de la 
vejez que aparece de forma reiterada. El trabajo editado por el 
Instituto Navarro para la Igualdad (2020) retoma que está “muy 
arraigado el miedo de acabar institucionalizada en una resi-
dencia para personas mayores sin desearlo” (p. 21). La investi-
gación de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) confirma que el posible ingreso involuntario en 
una residencia aparece como una amenaza añadida que disua-
de a las mujeres de buscar ayuda. Esta barrera es especialmente 
cruel porque convierte una medida de protección en una ame-
naza percibida.

El Protocolo marco para una intervención con la diligencia 
debida en situaciones de violencias machistas de la Generali-
tat de Catalunya (2024) identifica la violencia institucional como 
toda acción u omisión que retrase, obstaculice o impida el 
acceso efectivo a derechos y políticas públicas, e incluye entre 
las prácticas revictimizantes dudar de la veracidad del relato de 
las mujeres, imponer criterios profesionales sobre sus decisio-
nes, no respetar sus tiempos y procesos, no proporcionar infor-
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mación accesible, y realizar intervenciones repetitivas y 
descoordinadas. Todas estas prácticas afectan de manera parti-
cular a las mujeres mayores, cuyas especificidades raramente 
han sido incorporadas a los protocolos de atención existentes.

Barreras estructurales: discapacidad, ruralidad, 
empobrecimiento y sistema de cuidados
El nivel estructural de las barreras es el que más directamente 
conecta las experiencias individuales con los sistemas de des-
igualdad que las producen. Aquí confluyen la discapacidad, la 
ruralidad, las condiciones socioeconómicas, la ausencia de 
ayudas económicas específicas, un sistema de cuidados que re-
victimiza a las mujeres al convertirlas en cuidadoras de quienes 
las maltratan, la falta de coordinación interinstitucional y la 
precariedad del sector profesional.

Como venimos exponiendo, la intersección entre sexismo y 
edadismo como marco estructural es señalada por numerosos 
textos como el escenario que explica todas las demás barreras. 
Jorge Gracia Ibáñez (2012) cita a Robert Neil Butler y Myrna 
Irene Lewis (1973) para definir el edadismo como “un proceso 
por medio del cual se estereotipa de forma sistemática a, y en 
contra de, las personas mayores por el hecho de ser viejas, de la 
misma forma que actúan el racismo y el sexismo” (p. 311), seña-
lando que esta forma de discriminación “resulta más oculta 
porque sus manifestaciones son más sutiles, pasa más desaper-
cibida y se encuentra socialmente más aceptada” (p. 312). El ar-
tículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) señala 
que cuando a esta intersección género-edad se añaden disca-
pacidad o pertenencia a minoría étnica, el proceso de salida se 
complejiza hasta volverse prácticamente imposible. A pesar de 
ello, debido a la ausencia de análisis sobre esta última particu-
laridad, la situación de mujeres racializadas o pertenecientes a 
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minorías étnicas que sufren violencia de género sigue siendo 
una asignatura pendiente en los estudios al respecto. 

La discapacidad, en cambio, constituye un factor estructural de 
vulnerabilidad que la bibliografía revisada comienza a señalar, 
aunque reconoce que se trata todavía de un ámbito escasa-
mente estudiado. El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 
2020) identifica la discapacidad acreditada superior al 33%, la 
situación de dependencia, haber vivido violencia en el pasado y 
la condición de mujer migrante como factores que se suman a 
la edad y agravan la vulnerabilidad, y señala que las mujeres 
que llegan a la vejez con una enfermedad o discapacidad que 
reduce su autonomía enfrentan mayor riesgo de que se intensi-
fique y agrave el maltrato que ya venían sufriendo. En la Hoja 
de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a) se 
menciona que la discapacidad limita la movilidad y confina a 
las mujeres mayores a su domicilio, un entorno en el que, según 
las profesionales consultadas, la violencia puede perpetuarse 
sin interrupciones porque ellas mismas apenas salen de casa.

La ruralidad es identificada como una dimensión estructural 
agravante en casi todos los estudios que la abordan. La Carto-
grafía interseccional de Castilla-La Mancha (Rodríguez Martín, 
2025) obtiene las puntuaciones más elevadas de la escala de 
creencias profesionales para los ítems sobre ruralidad: “El mal-
trato en mujeres mayores es menos visible y difícil de denunciar 
en zonas rurales” y “las mujeres mayores en zonas rurales 
tienen más barreras para denunciar el maltrato o recibir ayuda” 
(p. 86). La investigación de FADEMUR (2020) describe el triple 
aislamiento que enfrentan las mujeres víctimas en entornos ru-
rales: geográfico, doméstico y social, y constata que las situa-
ciones de maltrato en estas comunidades se prolongan durante 
una media de 20 años. El informe señala que la falta de anoni-
mato es una barrera específica muy intensa en estos contextos: 
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“Todo el mundo me conoce, todo el mundo se enteraría” (p. 
198). La distancia y la falta de transporte público impiden el 
acceso a recursos especializados, con especial impacto en mu-
jeres mayores con menor movilidad autónoma.

La dependencia económica estructural es quizás la barrera ma-
terial más difícil de superar. La investigación de la Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género (2019) constata que 
la mayoría de las mujeres mayores encuestadas no ha trabajado 
fuera del hogar o no ha cotizado suficientemente, lo que las 
deja sin ingresos propios. En el ámbito de la protección social, 
“no existen ayudas económicas específicas dentro de la Seguri-
dad Social para este tipo de situaciones, ya que las rentas míni-
mas para víctimas de violencia de género están orientadas 
mayoritariamente a mujeres en edad activa” (p. 39). El Proyecto 
GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) confirma esta ausencia al rea-
firmar que las ayudas existentes están orientadas a mujeres en 
edad laboral, y las pensiones no contributivas no garantizan la 
autonomía económica. 

El sistema de cuidados también constituye un obstáculo estruc-
tural específico para las mujeres mayores sobrevivientes de 
violencia de género. La Herramienta para la detección de la 
violencia machista de Portugalete (2023) señala que “la mayor 
presión social para que la mujer actúe como cuidadora cuando 
el agresor se encuentra en una situación de dependencia” (p. 31) 
es una de las barreras externas más poderosas. El documento 
que recopila Experiencias compartidas sobre la intervención 
lo describe como una estructura en la que el agresor puede 
llegar a gestionar la salud, el ocio y las relaciones familiares de 
la mujer (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023). El texto de Jesús 
Goyenechea (2021) añade que las mujeres mayores no han en-
contrado históricamente en las autoridades ni en las institucio-
nes fuentes de ayuda, sino “garantes de la desigualdad y el 
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abuso”, lo que alimenta la desconfianza hacia los recursos y di-
ficulta la búsqueda de protección (p. 14).

La brecha digital es una barrera estructural emergente que la li-
teratura más reciente comienza a incorporar. Como hemos 
mencionado, el capítulo de María del Mar Heras Hernández 
(2026) señala que la creciente digitalización de los servicios fi-
nancieros y administrativos genera nuevas formas de exclusión 
que afectan de manera particular a las mujeres mayores que no 
disponen de competencias digitales, lo que limita no solo su 
acceso a recursos, sino que aumenta la dependencia de terceras 
personas para realizar operaciones básicas, lo que puede facili-
tar situaciones de abuso económico y dificultar el acceso autó-
nomo a información sobre servicios de atención.

Otra barrera estructural señalada es la falta de coordinación in-
terinstitucional. La publicación sobre Experiencias comparti-
das sobre la intervención identifica como problema central el 
hecho de que la entidad para la que colaboraba una de las pro-
fesionales participantes en el estudio no estaba integrada “ni en 
la Red de Mayores ni en la Red de Violencia”, lo que refleja una 
fragmentación institucional que deja a las mujeres mayores en 
tierra de nadie entre dos sistemas que no se coordinan (Ramos 
Toro y Sánchez Mora, 2023, p. 21). La Hoja de Ruta de Canta-
bria resume el problema de la siguiente manera, retomando el 
testimonio de una profesional: “El problema que siempre he 
visto es: ¿pero por qué no detectamos? [...] es porque no hace-
mos red” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 22). El análisis 
de los proyectos europeos IPVoW y Mind the Gap! (Penhale, 
2021) confirma que este problema no es exclusivo del contexto 
español, pues en varios países europeos no existían protocolos 
de cooperación interinstitucional o de intercambio de informa-
ción, y en algunos la violencia de género contra las mujeres ma-
yores ni siquiera era percibida como delito.
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La precariedad del propio sector profesional aparece en algu-
nos textos como una barrera estructural que afecta a la calidad 
de la respuesta. Se señalan las largas jornadas laborales, la falta 
de capacidad humana y la precarización del trabajo social como 
impedimento para un acompañamiento continuado y de cali-
dad (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023). La Hoja de Ruta de 
Cantabria identifica la sobrecarga laboral, la alta demanda, la 
falta de tiempo para entrevistas en profundidad, y la falta de vo-
luntad política como obstáculos que condicionan el trabajo con 
mujeres mayores (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a). No 
puede haber buena atención sin condiciones laborales que la 
hagan posible.

Las estrategias del agresor como barreras añadidas
La bibliografía analizada también señala que el propio agresor 
implementa estrategias que funcionan como barreras para la 
búsqueda de ayuda. La Herramienta para la detección de la 
violencia machista de Portugalete (2023) identifica el aisla-
miento y el control como mecanismos que “limitan la capaci-
dad de la mujer de disponer de espacios de desahogo, 
revelación y solicitud de ayuda” (p. 32), señalando que este 
control puede estar intensificado por la edad (pérdida de fa-
miliares y amistades) y por una situación de dependencia que 
limita aún más las posibilidades de relación social. En el 
mismo documento se señala la victimización del agresor 
como estrategia específica. Este trata de situarse como vícti-
ma, justificando sus actos o reinterpretándolos fuera de un 
contexto de violencia machista. La revisión de Monserrat Cel-
drán (2013) recuerda que los celos, la intimidación y el aisla-
miento que ejercen los agresores actúan como barreras a la 
hora de pedir ayuda. Bridget Penhale (2021) en el análisis de 
los proyectos europeos IPVoW y Mind the Gap! añade que, tras 
la separación, algunas exparejas encuentran otras formas de 
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ejercer control, lo que convierte el proceso de salida en un po-
sible espacio de riesgo continuado.

Una arquitectura de obstáculos que requiere respuestas 
urgentes
Tras revisar el conjunto de bibliografía seleccionada para ela-
borar este análisis, podemos señalar que de todo ello emerge la 
imagen de una arquitectura de obstáculos construida a lo largo 
de décadas, que opera simultáneamente en el plano individual, 
familiar, social, institucional y estructural, y que se sostiene 
sobre la combinación de dos sistemas de discriminación que 
raramente se abordan de forma integrada: el sexismo y el eda-
dismo; esto sin mencionar la larga lista de categorías de opre-
sión que pueden interseccionar según el lugar situado de cada 
mujer mayor. 

El estudio de Marija Babovic et al. (2022) sobre los países de los 
Balcanes Occidentales y Europa del Este lo sintetiza cuando 
señala que las estrategias de afrontamiento de las mujeres ma-
yores “no demuestran acciones sistemáticas para resolver o 
abandonar situaciones de violencia, dejándolas sin estrategias 
de salida y creando presión para aceptar situaciones violentas” 
(p. 79), no porque las mujeres mayores sean pasivas o resigna-
das por naturaleza, sino porque las condiciones objetivas en 
que se encuentran hacen que la salida sea, en muchos casos, 
muy difícil.

Comprender esta arquitectura de obstáculos en toda su com-
plejidad es un paso indispensable para diseñar respuestas 
adecuadas. Porque las barreras no desaparecen solas, requie-
ren intervenciones específicas en cada uno de los niveles en 
que operan, desde el acompañamiento individual hasta la 
transformación de políticas públicas, pasando por la forma-
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ción de profesionales y la adaptación de los recursos existen-
tes a las realidades concretas de las mujeres mayores.
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 5.  
 Afrontamientos: entre la resistencia  

 silenciosa y la ruptura 

Resistir no siempre es romper
Cuando se piensa en cómo afrontan las mujeres mayores la vio-
lencia que sufren conviene apartar desde el principio una idea 
que recorre buena parte del imaginario social sobre la violencia 
de género y es la idea de que afrontar equivale a denunciar, se-
pararse o romper de forma definitiva con el agresor. La literatu-
ra revisada nos muestra algo distinto y más complejo. Para 
muchas mujeres mayores, afrontar la violencia de género ha 
significado, durante décadas, sobrevivir dentro de ella, gestio-
narla día a día, encontrar pequeños espacios de autonomía sin 
dejar la relación, y solo en determinados momentos vitales, tras 
situaciones de extrema gravedad o falta de capacidad para 
seguir resistiendo, dar el paso hacia la ruptura.

De acuerdo con Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021), 
la ruptura suele producirse solo ante situaciones de peligro ex-
tremo. Las autoras retoman el testimonio de una mujer sobre-
viviente: “Si no me crea esa disyuntiva de pensar: o salgo 
corriendo o me mata [...] no hubiera denunciado nunca [...] me 
había resignado” (p. 231). Esta resignación no debe leerse como 
pasividad ni como falta de agencia. Es, más bien, el resultado de 
una valoración realista de las opciones disponibles, construida 
a lo largo de toda una vida en condiciones de desigualdad.
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El silencio como estrategia de supervivencia
El silencio aparece en la gran mayoría de los textos revisados y 
que abordan esta cuestión como la respuesta predominante de 
las mujeres mayores frente a la violencia, y la bibliografía insiste 
en que este silencio no es ausencia de respuesta, sino una res-
puesta en sí misma, puesta en marcha con la función concreta 
de proteger la propia vida.

El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) describe 
con detalle el repertorio de estrategias que las mujeres cons-
truyeron durante años para sobrevivir dentro de la relación 
violenta. Aprender los gestos y actitudes del agresor para an-
ticipar los episodios violentos, guardar silencio para no em-
peorar la situación, realizar las gestiones de búsqueda de 
ayuda con pretextos como ir al médico o a las compras, o usar 
el correo electrónico para comunicarse con profesionales sin 
que el agresor lo detectara. Una mujer describe este aprendi-
zaje adaptativo con una frase que condensa toda una vida de 
cálculo constante: “Desde el primer día todo fue hacer lo que 
él quería y como quería y si no, la casa se convertía en un in-
fierno” (p. 47). 

La investigación de la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género (2019) confirma este patrón y añade matices 
importantes. Entre las estrategias de supervivencia desarro-
lladas por las mujeres durante décadas de violencia se descri-
ben el silencio y la no contradicción al maltratador, permanecer 
quietas hasta que él se tranquilizaba, esconderse, y el apren-
dizaje constante de los gestos del agresor para anticipar los 
episodios y minimizar sus consecuencias. La misma investiga-
ción reconoce que estas mujeres desarrollaron capacidades 
de resiliencia y supervivencia muy intensas pese a las condi-
ciones de sometimiento, una afirmación que invita a observar 
estas estrategias no desde la lástima, sino desde el reconoci-
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miento de una fortaleza sostenida durante décadas en condi-
ciones adversas.

El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) men-
ciona, en esa misma línea, el silencio, no quejarse ante las agre-
siones para evitar que se intensificaran, o la anticipación 
constante de los episodios violentos. El mismo estudio señala 
algo revelador sobre cómo estas mujeres se perciben a sí 
mismas después de tantos años. Muchas se describen como 
“cobardes” por haber aguantado, y el propio estudio subraya la 
importancia de resignificar esa experiencia como lo que real-
mente fue, fortaleza y capacidad de supervivencia, no 
debilidad.

El estudio cualitativo realizado en Teherán (Jamshidimanesh et 
al., 2025) aporta una mirada complementaria al organizar las 
estrategias de afrontamiento en categorías que incluyen res-
puestas efectivas e inefectivas. Entre las efectivas se documen-
tan la búsqueda de apoyo profesional, las estrategias espirituales 
y la autoayuda mediante la regulación emocional. Una partici-
pante describe cómo cambia de ambiente para evitar que un 
conflicto escale: “Cuando hay discusión, cambio el ambiente... 
voy [a la cocina] sin necesidad... o de repente voy al baño” (p. 8). 
Entre las inefectivas, el estudio documenta respuestas que no 
resuelven el conflicto, como la confrontación directa, y en los 
casos más extremos, fantasías de huida sin destino real: “Salir al 
desierto... pero luego veo que no tengo dónde refugiarme” (p. 9).

La religión y la espiritualidad como sostén ambivalente
Varias investigaciones abordan el papel de la religión y la espi-
ritualidad en el afrontamiento de la violencia, y lo hacen reco-
nociendo su carácter ambivalente. El estudio chileno sobre 
creencias religiosas (Sepúlveda Navarrete, 2016) muestra que 
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algunas mujeres establecen una relación personal con Dios que 
les permite sostenerse emocionalmente, describiéndolo como 
“el único confidente que las escuchaba, el padre que las confor-
taba, el médico que las cuidaba” (p. 340). La participación en 
comunidades religiosas también puede convertirse en una es-
trategia frente a la soledad y el malestar, pues les ofrece apoyo 
y compañía que de otro modo no encontrarían.

Pero el mismo estudio advierte que estas estrategias de afronta-
miento no implican necesariamente ruptura con la violencia, 
sino más bien su gestión emocional, lo que en muchos casos 
mantiene la continuidad de la relación violenta. El estudio reali-
zado en Teherán (Jamshidimanesh et al., 2025) cita un testimonio 
en donde una mujer narra encontrar consuelo en la oración: 
“Leer oraciones me da consuelo, es Dios quien está conmigo” (p. 
8). Mentxu Hernando Gómez y Teresa Laespada (2021) retoman 
una expresión que resulta reveladora del lugar que ocupa lo reli-
gioso como horizonte de espera más que como vía de salida: 
“Cuando Dios se lo lleve... yo viviré” (p. 16). El texto del Avance en 
el diseño de una Hoja de Ruta para el acompañamiento y aten-
ción a mujeres mayores sobrevivientes de violencia de género 
en Cantabria recupera el testimonio de una mujer mayor sobre-
viviente de violencia de género, quien, de hecho, tras la muerte 
de su pareja expresa un profundo sentimiento de liberación, al 
afirmar que mientras él “está en el cielo”, ella se encuentra “en la 
gloria” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025b, p. 11). 

Cuando la ruptura llega, llega tarde y por caminos 
inesperados
La literatura coincide en que, cuando finalmente se produce la 
ruptura, esta suele llegar después de décadas de violencia, y 
rara vez como una decisión lineal o planificada. El artículo de 
Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) plantea que la 
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separación se produce en la mayoría de los casos después de 
relaciones de entre 10 y 48 años, con una edad media de sepa-
ración que oscila entre los 52 y los 68 años. En muchos casos, la 
salida se produce ante una situación de riesgo inminente para la 
vida y la integridad, tal y como ilustra el testimonio ya citado.

El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) descri-
be este proceso como una “ruptura evolutiva”. La mujer aban-
dona la relación, pero la retoma en sucesivas ocasiones hasta 
convencerse de que es mejor afrontarla de forma definitiva. Un 
25% de las usuarias encuestadas en este estudio mantenía aún 
la convivencia con el agresor en el momento de la investiga-
ción. El documento sobre Experiencias compartidas sobre la 
intervención confirma este carácter no lineal con el ejemplo de 
una mujer que tardó desde 2018 hasta después del confina-
miento de 2020 en dar el paso del divorcio. Este mismo estudio 
señala algo que merece atención particular, y es que forzar a las 
mujeres mayores a sostener órdenes de protección cuando no 
se sienten capaces de hacerlo genera más daño que beneficio; 
muchas mujeres terminan pidiendo que se les retiren las órde-
nes que ellas mismas impulsaron (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2023). Esto cuestiona la idea de que los ritmos institucionales 
deban imponerse sobre los ritmos propios de cada mujer.

Los momentos en que finalmente se produce la ruptura están, 
con frecuencia, vinculados a cambios vitales muy concretos. 
El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) recoge el 
testimonio de una mujer que esperó hasta que sus hijos fueran 
mayores de edad para marcharse. El estudio de Carmen Del-
gado Álvarez (2014) ya recuperaba que la liberación del rol 
cuidador que supone la independencia de hijas e hijos puede 
facilitar la búsqueda de ayuda en mujeres que han sufrido 
maltrato durante largos periodos. Otros cambios vitales que 
pueden actuar como detonantes son el llamado nido vacío, la 
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jubilación o el inicio de una enfermedad en el agresor, como 
señala Monserrat Celdrán (2013) recogiendo el trabajo de 
Elana Buchbinder y Tamar Winterstein (2003). La pandemia 
de Covid-19 operó también como detonante para algunas 
mujeres, al intensificar el aislamiento y el control ejercido por 
la pareja. El testimonio de una mujer mayor sobreviviente en-
trevistada para el estudio sobre el avance de la Hoja de Ruta 
de Cantabria ilustra que durante años su marido había ejerci-
do control económico hasta despojarla del uso del coche fa-
miliar, que él consideraba de su exclusiva propiedad. Fue el 
confinamiento el que le permitió nombrar lo que llevaba 
tiempo viviendo: “Fue cuando ya me di cuenta de que aquello 
tenía que cambiar, porque era un aislamiento total” (Ramos 
Toro y Sánchez Mora, 2025b, p. 12).

El estudio de FADEMUR sobre mujeres rurales (2020) muestra 
que el afrontamiento puede ir más allá de la propia salida indi-
vidual y convertirse en una forma de compromiso colectivo. 
Una de las participantes, mayor de 60 años, tomó un rol activo 
de denuncia pública y apoyo a otras mujeres después de haber 
sufrido violencia durante décadas. Esta es una forma de afron-
tamiento que trasciende lo individual para convertirse en acción 
comunitaria.

La red de apoyo: un acompañamiento tan necesario como 
ambivalente
Las redes de apoyo, compuestas fundamentalmente por her-
manas, amigas, vecinas e hijas, aparecen en los estudios revisa-
dos como uno de los recursos más valiosos con que cuentan las 
mujeres mayores, pero también como un terreno que puede ser 
ambivalente, capaz tanto de sostener la salida como de obsta-
culizarla, tal como hemos visto en otros apartados.
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La investigación de la Delegación del Gobierno contra la Vio-
lencia de Género (2019) muestra que el 70% de las mujeres en-
cuestadas ha contado su situación a una amiga, el 63% lo ha 
hecho a una hermana, el 43%, a otro miembro femenino de la 
familia y el 35%, a una vecina. El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén 
et al., 2021) confirma esta tendencia con cifras similares. El 80% 
compartió su situación con una amiga, el 70%, con una herma-
na y el 65% lo hizo con otro miembro femenino de la familia. En 
este contexto, las amigas, especialmente las establecidas en es-
pacios comunitarios, constituyen una de las principales fuentes 
de apoyo para las mujeres mayores.

Pero estas mismas fuentes advierten que el mensaje recibido 
del entorno no siempre apunta hacia la salida. La investigación 
de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género 
(2019) señala que los mensajes recibidos con frecuencia fueron 
los de retornar al hogar para cumplir con los deberes de esposa 
y madre, lo que reforzó el silencio en lugar de romperlo. El 
Diagnóstico de Madrid recoge ejemplos del modo en que la 
violencia puede llegar a justificarse desde dentro de la propia 
familia, “papá te quiere mucho, es muy celoso, pero es porque 
te quiere” (Ramos Toro et al., 2020, p. 91).

El papel de hijas e hijos resulta, en muchos casos, especial-
mente ambivalente, recordando que son “la llave para salir” 
de la relación de violencia. Pero la misma llave que abre la 
puerta de salida puede cerrarla. El documento sobre Expe-
riencias compartidas sobre la intervención señala que las 
hijas e hijos que apoyan el proceso son identificados como “la 
llave para salir”, y que las mujeres que buscaron apoyo recu-
rrieron particularmente a personal técnico de espacios de 
igualdad o centros de mayores, no a profesionales de la salud 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023, p. 24). El testimonio de 
una mujer mayor sobreviviente de violencia de género de 



Nombrar lo invisibilizado

98

Cantabria evidencia este papel activo de las hijas. Durante 
años, ella ni siquiera identificó lo que vivía como violencia, “yo 
no lo veía como maltrato, era simplemente que no hacías nada 
bien”, y fueron sus hijas quienes, preocupadas, contactaron 
con la Asociación Consuelo Berges y la impulsaron a salir de 
casa, un apoyo familiar que resultó decisivo para romper el 
aislamiento (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025b, p. 14). El ar-
tículo de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) ad-
vierte, no obstante, que el apoyo de la familia de origen tiende 
a desaparecer en edades avanzadas, lo que reduce progresi-
vamente las redes disponibles: “Cuanto más mayores, la fami-
lia más directa también es ya muy mayor y no te puede hacer 
igual el apoyo, o ya no está” (p. 232).

El Proyecto GAIA (Jiménez Jaén et al., 2021) confirma esta am-
bivalencia con datos concretos sobre el acceso a los servicios. El 
30% de las mujeres conoció el recurso de violencia de género a 
través de la familia o amistades, lo que demuestra el peso de 
estas redes como puerta de entrada. Pero el mismo estudio 
señala que el papel de hijas e hijos puede ser exactamente el 
contrario, actuando como freno cuando presionan a la madre 
para que no denuncie o no se divorcie.

El acceso a la ayuda formal, una puerta que se abre con 
lentitud
La búsqueda de ayuda formal por parte de las mujeres mayores 
presenta patrones muy específicos que la diferencian de lo que 
ocurre en mujeres más jóvenes. La Macroencuesta de Violen-
cia contra la Mujer de 2024 de la Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género arroja que las mujeres de 75 y 
más años son las que menos han buscado ayuda formal, solo el 
32% de quienes han sufrido violencia física, sexual, emocional o 
miedo de cualquier pareja, frente al 42%-46% de los grupos de 
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edades intermedias. La búsqueda de ayuda informal sigue un 
patrón similar, el 57,8% en el grupo de 75 años o más, frente al 
78,8% de las mujeres de 16 a 24 años. Curiosamente, en cuanto 
a la denuncia formal, las mujeres de 65 a 74 años presentan uno 
de los porcentajes más altos (23,1%), mientras que las de 75 años 
o más vuelven a presentar uno de los más bajos (10,3%). Pero la 
estrategia más frecuente referida en todos los grupos de edad 
sigue siendo la de resolver la situación sola.

Cuando las mujeres mayores sí llegan a los servicios y/o recur-
sos, lo hacen con frecuencia por vías indirectas y acompañadas. 
El estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de 
Galicia describe que la mayoría acude derivada desde el centro 
de salud, los servicios sociales o los cuerpos y fuerzas de segu-
ridad, y es habitual que lo hagan acompañadas de un familiar. 
“Vienen porque las trae alguien, vienen con un familiar... Ellas 
por su propio pie no” (Porto-Castro et al., 2024, p. 52). El Diag-
nóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) confirma este 
patrón con datos del S.A.V.G. (Servicio de Atención a Víctimas de 
Violencia de Género), donde las profesionales advierten que 
muchas mujeres se encuentran en lo que describen como “fase 
precontemplativa”, lo que exige adaptar la intervención a un 
ritmo de toma de decisiones particularmente lento.

Lo que las mujeres mayores buscan al acudir a los servicios no 
siempre coincide con lo que los propios servicios están diseña-
dos para ofrecer. La Hoja de Ruta de Cantabria plantea que su 
demanda no es tanto salir de la situación de violencia, sino en-
contrar un alivio. “A veces solo lo vienen a contar, ‘no quiero 
hacer nada más. No voy a denunciar, no lo voy a dejar, no voy a 
salir de la relación, solo vengo a contar, a que alguien me escu-
che’”, citando a una de las profesionales participantes en la in-
vestigación (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 36). El 
mismo estudio describe el proceso de cambio como extraordi-
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nariamente lento y no lineal: “En el primer proceso ella ni si-
quiera verbaliza la violencia de género. En el segundo, la 
verbaliza, pero no la reconoce. Puedes pasarte diez años con 
ella en consulta abierta y lo único que puedes hacer es abrir una 
puerta” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 39).

El estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de 
Galicia confirma que el punto de partida de cualquier interven-
ción es la construcción de confianza, antes incluso de pensar en 
la denuncia. “Pero ellas básicamente demandan información 
general, vienen pidiendo una información general, a ver cómo 
puedo hacer para…” (Mosteiro García et al., 2024, p. 293). El 
texto sobre Experiencias compartidas sobre la intervención 
recoge el ejemplo de esta lentitud necesaria en el que una mujer 
llegó preguntando “cómo era eso de divorciarse” y durante 
meses solo pidió información general antes de revelar la situa-
ción real que estaba viviendo (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2023, p. 41-42).

En muchos casos, la denuncia no parte de la propia mujer, sino 
que es activada por terceras personas ante un episodio de gra-
vedad. La investigación de la Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género (2019) señala que la denuncia fue inter-
puesta, en la mayoría de los casos, no como una decisión inicial 
sino motivada por un episodio de extrema gravedad, y que en 
algunas ocasiones no fue presentada por la propia mujer, sino 
por un profesional sanitario o a través de la llamada de una per-
sona conocida. La Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y 
Sánchez Mora, 2025a) recoge el ejemplo de un policía local que 
encontró a una mujer marcada por un golpe con un cenicero y 
que, ante su negativa a denunciar, presentó la denuncia él 
mismo. El análisis de los proyectos europeos IPVoW y Mind the 
Gap! (Penhale, 2021) confirma este patrón a escala internacio-
nal, señalando que los informes a la policía por parte de muje-
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res mayores responden con frecuencia más a una “llamada de 
socorro” que a un deseo real de que su pareja sea perseguida 
penalmente.

El empoderamiento progresivo, pequeños gestos 
con gran significado
Uno de los hallazgos más esperanzadores de la bibliografía re-
visada tiene que ver con la forma en que se manifiesta el proce-
so de recuperación y empoderamiento en las mujeres mayores. 
No suele tratarse de gestos grandilocuentes, sino de pequeñas 
acciones cotidianas que, en el contexto de una vida marcada 
por el control y la sumisión, adquieren un gran significado. 

La Hoja de Ruta de Cantabria recoge el testimonio de una 
mujer para quien pintarse los labios y salir a tomar un café re-
presentó, en sus propias palabras, “uno de los grandes logros de 
su vida” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 33). El docu-
mento de Experiencias compartidas sobre la intervención 
describe un proceso similar en una mujer que, a lo largo de dos 
años, fue construyendo de manera gradual su capacidad de 
actuar hasta conseguir el divorcio. Fue aprendiendo a gestionar 
su propia cuenta bancaria, buscando opciones de vivienda y 
elaborando, poco a poco, un discurso propio sobre lo que le 
había ocurrido, antes de sentirse en condiciones de dar el paso 
definitivo (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023).

La Herramienta para la detección de la violencia machista de 
Portugalete (2023) retoma el caso de una mujer de 75 años que 
vive maltrato psicológico continuado y que identifica la violen-
cia, aunque todavía la nombre como “control”. Esta mujer ha 
comenzado a participar en una actividad municipal donde 
conoce a otras mujeres separadas con proyectos de vida autó-
noma, una experiencia que la propia herramienta describe 
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como una apertura hacia el empoderamiento. El mismo docu-
mento señala que la participación en grupos y actividades con 
otras mujeres puede ser clave para desactivar la barrera de la 
falta de apoyo familiar y el miedo a la soledad.

El texto de Experiencias compartidas sobre la intervención 
describe el trabajo profesional orientado a este tipo de empo-
deramiento progresivo con una frase que resume la filosofía de 
esta forma de intervención. Frente al relato de la fragilidad y la 
vulnerabilidad que las mujeres han interiorizado sobre sí 
mismas, las profesionales trabajan para cambiarlo, “no eres 
vulnerable, no eres frágil. Ha sido todo lo contrario. Es decir, 
hay una persona fuerte, capaz, con competencias y con capaci-
dades para poder sobrevivir” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2023, p. 16). El estudio de María Josefa Mosteiro García et al. 
(2024) confirma esta misma orientación profesional al señalar 
que antes de animar a la denuncia es necesario trabajar prime-
ro la autoestima y la comprensión de que lo vivido no era 
normal, para que sea la propia mujer quien tome la decisión 
cuando se sienta preparada.

De víctimas a acompañantes de otras mujeres
Otro hallazgo significativo en la literatura consultada es que una 
vez que las mujeres mayores logran salir de la situación de vio-
lencia muchas encuentran en el acompañamiento a otras mu-
jeres una forma de dar sentido a lo vivido y de transformar el 
dolor en algo útil para otras.

La Hoja de Ruta de Cantabria señala que cuando logran 
romper, algunas mujeres se transforman en agentes de cambio 
para otras, “se convierten en voluntarias de la asociación. El ob-
jetivo principal que tienen ellas, o así te lo dicen, es ayudar a 
otras mujeres” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a, p. 33). El 
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estudio FADEMUR sobre mujeres rurales (2020) recoge el testi-
monio de una mujer mayor que, tras décadas de violencia, 
decide situarse abiertamente como feminista y dedicar parte de 
su tiempo a apoyar a otras mujeres que han vivido lo mismo 
que ella. El estudio exploratorio argentino (Spotlight, PAMI y 
MMGyD, 2023) documenta una dinámica similar en el plano co-
tidiano. Mujeres que aconsejan a otras compañeras denunciar y 
buscar asesoramiento legal: “Yo le he dicho a esta compañera 
que haga la denuncia, que hable con un abogado, que haga la 
consulta…”. 

Jorge Gracia Ibáñez (2012) sitúa este proceso dentro de un 
marco conceptual más amplio, el del empoderamiento como 
eje central de cualquier respuesta a la violencia de género en la 
vejez. Este concepto debe entenderse tanto a nivel individual, 
atendiendo a las necesidades concretas de cada mujer, como a 
nivel colectivo, dirigido a grupos de población e instituciones, 
con el objetivo último de acompañar a las mujeres en su tránsi-
to “de la condición de víctimas a la de supervivientes” (p. 321).

Lo que las mujeres mayores piden cuando se les pregunta
Resulta necesario detenerse en los datos que muestran a quién 
acudirían las mujeres mayores en caso de sufrir violencia, 
porque estos datos orientan hacia dónde deberían dirigirse los 
esfuerzos de detección y acompañamiento. El estudio de 
Carmen Meneses Falcón et al. (2018) con 830 mujeres, ofrece 
un dato que merece una lectura detenida, a pesar de que son 
datos de hace ocho años. Ante la pregunta de con quién habla-
rían en caso de sufrir maltrato, el 83,7% mencionó a la policía, 
el 77,8% se refirió a hijos e hijas, el 70,8%, a los servicios de 
atención a mayores, el 64% se lo confiaría al personal sanitario, 
y el 32%, a vecinos o amigos. Solo el 14,1% afirmó que no habla-
ría con nadie.
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Este dato puede resultar significativo para orientar las políticas 
de detección, y es que estas mujeres confiarían más en los ser-
vicios de atención a mayores que en los servicios de salud. Esto 
puede apuntar hacia dónde debe dirigirse buena parte del es-
fuerzo de formación y sensibilización. Hacia los espacios que 
las mujeres mayores ya frecuentan de forma cotidiana y en los 
que ya depositan una confianza construida con el tiempo, más 
que hacia la creación de nuevos circuitos específicos que estas 
mujeres quizás nunca lleguen a conocer ni a utilizar. Las reco-
mendaciones formuladas por las propias mujeres mayores so-
brevivientes de violencia de género sobre cómo debería 
mejorarse esta respuesta las recogeremos con mayor detalle en 
el capítulo séptimo de esta publicación.

Afrontar no es un camino recto
El recorrido por la literatura revisada en este apartado deja una 
conclusión que conviene subrayar antes de cerrar este capítulo. 
El afrontamiento de la violencia de género en la vejez no sigue 
una secuencia lineal que vaya del silencio a la denuncia, ni se 
ajusta a los tiempos y a los protocolos que habitualmente rigen 
la intervención en violencia de género. Es un proceso hecho de 
avances y retrocesos, de silencios que duran décadas y de pe-
queños gestos cotidianos que representan, en el contexto de 
cada vida, verdaderas revoluciones personales.

Comprender esto no es un ejercicio académico. Tiene conse-
cuencias directas sobre cómo deben diseñarse los recursos y 
servicios, cómo deben formarse las y los profesionales que 
atienden a estas mujeres, y cómo debe entenderse el éxito de 
una intervención. Como recuerda la Hoja de Ruta de Cantabria 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a), a veces lo único que se 
puede hacer durante años es “abrir una puerta”. Abrir esa 
puerta, sostenerla abierta el tiempo que haga falta, sin prisa y 
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sin juicio, es en sí mismo una de las formas más significativas de 
acompañamiento que puede ofrecerse a una mujer que ha so-
brevivido durante toda una vida a la violencia de quien decía 
quererla.
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 6.  
 Recursos existentes: entre la mínima  

 adaptación a las necesidades de las mujeres  
 mayores y las buenas prácticas posibles 

Dos sistemas que no conversan
Una idea que encontramos en casi toda la literatura consultada 
sobre la existencia de recursos para atender y acompañar a las mu-
jeres mayores que sufren violencia de género es la de una doble 
brecha institucional que las deja en un espacio sin nombre propio. 
Por un lado, los servicios especializados en violencia de género 
han sido diseñados pensando en mujeres más jóvenes, con meno-
res a cargo, en edad laboral, y no incorporan las especificidades de 
la vejez. Por el otro, los servicios dirigidos a personas mayores ca-
recen, casi en su totalidad, de perspectiva de género y tienden a in-
terpretar cualquier situación de maltrato a través del paradigma 
del cuidado, no del de la violencia machista.

Jesús Goyenechea (2021) menciona que las y los profesionales 
que intervienen en el ámbito de la mujer y de la violencia de 
género encuentran dificultades al trabajar con mujeres mayo-
res por la ausencia de perspectiva de edad, mientras que las/os 
profesionales que intervienen en el ámbito de las personas ma-
yores encuentran dificultades al trabajar con mujeres mayores 
por la ausencia de perspectiva de género. El mismo autor añade 
algo importante, y es que tanto la ley como los recursos existen-
tes “están orientados desde el punto de vista del género y no de 
la edad”, lo que constituye una forma de edadismo que termina 
por reducir la violencia de género ejercida en el ámbito del cui-
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dado al mundo “inconcreto de la violencia familiar”, dejando a 
la gran mayoría de mujeres mayores víctimas fuera de los re-
cursos pensados para apoyarlas (p. 10).

Esta doble brecha aparece descrita de forma similar en estudios 
realizados en diferentes contextos y territorios a nivel nacional. 
El Diagnóstico de Madrid habla de la inexistencia de un modelo 
adecuado para mujeres mayores autónomas que sufren violen-
cia de género, señalando que “no existe [...] el modelo apto para 
trabajar con mujeres mayores”, porque las casas de acogida 
están pensadas para la inserción laboral y las residencias impli-
can desarraigo total (Ramos Toro et al., 2020, p. 119). El Proyec-
to GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) confirma esta 
misma doble brecha al constatar que el Marco Estratégico Te-
nerife Violeta no reconoce la edad como factor de vulnerabili-
dad ante la violencia de género, mientras que el Plan Municipal 
de Personas Mayores de Santa Cruz de Tenerife no alude en 
ningún punto a las violencias de género. A escala internacional, 
el estudio sobre los proyectos europeos IPVoW y Mind the Gap! 
(Penhale, 2021) documenta la misma dinámica al mencionar 
que las mujeres mayores no se sienten bienvenidas en las casas 
de acogida para víctimas de “violencia doméstica”, dominados 
por programas para mujeres jóvenes con hijas e hijos, y tampo-
co encuentran respuesta en los servicios de protección de per-
sonas mayores porque no se identifican a sí mismas como 
frágiles o con deterioro cognitivo.

Los servicios de violencia de género y sus límites con la 
población mayor
La falta de adaptación de los recursos especializados en violen-
cia de género se documenta de forma consistente a lo largo de 
toda la bibliografía revisada, tanto en España como en otros 
países. Lo que muestra esta falta de adaptación es que más allá 
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de ser un problema puntual de uno u otro servicio, se trata de 
un diseño estructural pensado, desde su origen, para un perfil 
de mujer que no coincide con el de las mujeres mayores.

El texto de Paola Damonti y Ruth Iturbide-Rodrigo (2021) recoge 
testimonios de profesionales que evidencian esta falta de ade-
cuación: “Las propuestas que hay por ejemplo para una mujer 
de treinta años, puedes ir al Centro de Urgencias, luego está la 
Casa de Acogida [...] A una mujer de sesenta años es que esas 
soluciones no le sirven” (p. 234). Jorge Gracia Ibáñez (2012) 
plantea que, aunque formalmente la Ley Orgánica 1/2004 no 
distingue por edad, en la práctica los mecanismos de detección 
e intervención no están adaptados.

En términos cuantitativos, los datos sobre presencia de mujeres 
mayores en los servicios especializados confirman esta inade-
cuación estructural, tal y como comentamos en el capítulo 
sobre estudios de prevalencia. Las profesionales entrevistadas 
en el diagnóstico realizado en Madrid identifican una falta de 
adecuación generalizada, “el tema de mujer mayor está muy 
estereotipado y esto condiciona mucho los recursos y la inter-
vención” (Ramos Toro et al., 2020, p. 120). El estudio de Mentxu 
Hernando Gómez y Teresa Laespada (2021) confirma esta infra-
rrepresentación con datos de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, donde apenas existen atenciones a mujeres mayores de 
65 años, siendo llamativa la ausencia en servicios especializa-
dos de intervención psicológica, atención jurídica, atención pri-
maria o urgencias hospitalarias.

La falta de adecuación también tiene una dimensión económi-
ca. El estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de 
Galicia (Porto-Castro et al., 2024) señala que las mujeres mayo-
res de 65 años sufren una doble discriminación en el acceso a 
recursos, por ser víctimas y por su edad, ya que no tienen acceso 
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a las ayudas de pago único para mujeres víctimas ni a la Renta 
Activa de Inserción. Tampoco pueden solicitar la pensión no 
contributiva hasta que no se divorcien, lo que las obliga a vivir 
en precariedad económica mientras tramitan su salida de la si-
tuación de violencia. Cuatro años antes, el Diagnóstico de 
Madrid (Ramos Toro et al., 2020) ya advertía de este vacío en el 
ámbito de las prestaciones económicas, recogiendo entre las 
necesidades de adaptación la creación de prestaciones especí-
ficas para mujeres mayores víctimas de violencia de género, 
dado que las existentes están diseñadas para mujeres en edad 
laboral.

El estudio de María Josefa Mosteiro García et al. (2025) profun-
diza en esta falta de adecuación al recoger la voz de las propias 
profesionales. Una asesora jurídica plantea una propuesta para 
corregir esta laguna estructural: “A mí me gustaría que si ellas 
no tienen pensiones de jubilación porque han sido educadas de 
una determinada forma cuarenta años atrás y las mujeres no 
trabajan y no tienen derecho a pensión de jubilación, que ahora 
se le reconozca a este colectivo el salario mínimo interprofesio-
nal” (p. 52). El mismo estudio rescata testimonios sobre la falta 
de adecuación de los recursos de acogida, “a una mujer de 70 
años durante tres meses en una casa de acogida le va a servir 
muy poco, que sí, que a lo mejor le salva la vida en un momento 
puntual, pero creo que no es la solución” (p. 52).

Los servicios de mayores y la ausencia de enfoque de 
género
Si los servicios de violencia de género no logran adaptarse a las 
mujeres mayores, los servicios dirigidos específicamente a la 
población mayor presentan una ausencia casi total de perspec-
tiva de género en su diseño y funcionamiento. La bibliografía 
revisada documenta este fenómeno como la “‘ceguera’ de 
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género” de los servicios de mayores (Celdrán, 2013; Ferrer-Pé-
rez y Bosch-Fiol, 2019; Damonti e Iturbide-Rodrigo, 2021; y Go-
yenechea, 2021).

Jorge Gracia Ibáñez (2012) ya explicaba que los servicios orien-
tados a personas mayores han tendido históricamente a inter-
venir desde el paradigma del “cuidado inadecuado” o del 
“estrés del cuidador”, ignorando las dinámicas de poder y con-
trol propias de la violencia de género, lo que genera interven-
ciones que pueden resultar inadecuadas o incluso peligrosas 
para la víctima. La revisión de Monserrat Celdrán (2013) tam-
bién confirmaba este mismo patrón al plantear que en muchos 
casos los servicios sociales pueden recomendar soporte y ayuda 
psicológica hacia el cuidador varón agresor y respiro y cuidado 
diario en un centro de día para la mujer.

El estudio comparativo de Carmen Delgado Álvarez y Andrea 
Gutiérrez García (2014) añadía también un dato relevante sobre 
el origen de este déficit, al afirmar que la comunicación entre 
las y los profesionales de gerontología y geriatría con los servi-
cios que atienden a mujeres maltratadas era escasa o práctica-
mente nula. El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020), 
como ya hemos recogido, ilustra esta desconexión con el ejem-
plo del Programa de Malos Tratos y Aislamiento Social de Ma-
yores de Madrid, donde incluso contando con una escala de 
detección validada y un abordaje multidisciplinar, muchos 
casos de violencia de género se registran simplemente como 
“conflicto matrimonial”.

Los centros municipales de mayores, espacio donde transcurre 
buena parte de la vida cotidiana de muchas mujeres mayores, 
presentan un déficit de detección. El Diagnóstico de Madrid 
señala que estos centros realizan campañas de sensibilización y 
talleres, pero las mujeres mayores no se sienten interpeladas 
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por ellos, “como que no va con ellas” (Ramos Toro et al., 2020, 
p. 115). El texto que recoge Experiencias compartidas sobre la 
intervención documenta que en los centros de mayores donde 
se desarrolló uno de los proyectos en los que colaboró una de 
las profesionales participantes, existía “un rechazo generaliza-
do a entender el significado de conmemorar un día como el 
25N”, lo que evidencia hasta qué punto la perspectiva de género 
resulta ajena al funcionamiento habitual de estos espacios 
(Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023, p. 18).

El sistema sanitario, una oportunidad de detección 
desaprovechada
El sistema de salud aparece como uno de los puntos de contac-
to más frecuentes entre las mujeres mayores víctimas de vio-
lencia de género y los servicios públicos, debido a que la 
violencia genera un mayor uso de los recursos sanitarios. El es-
tudio de Mamen Fabra-Carrasco et al. (2025) afirma que las 
mujeres que han sufrido violencia presentan una mayor proba-
bilidad de utilizar servicios de salud, tanto en atención primaria 
como en servicios hospitalarios y especializados. Esto convier-
te, en definitiva, al sistema sanitario en un espacio estratégico 
para la detección.

Esta oportunidad se desaprovecha, no obstante, de forma siste-
mática. El artículo de Paola Damonti y Patricia Amigot (2021) 
señala que, aunque las mujeres acuden a consulta por síntomas 
físicos o psicológicos derivados de la violencia, no siempre se 
establece la relación entre los problemas de salud y la violencia 
vivida. La Hoja de Ruta de Cantabria recoge el testimonio de 
una enfermera que describe que la atención primaria es señala-
da como punto privilegiado de detección, especialmente en 
zonas rurales, porque “la enfermera conoce la historia familiar, 
conoce a los hijos y también al victimario”, pero al mismo 
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tiempo “la mayoría de los recursos no los conoce nadie. No 
saben qué hacer cuando tienen una víctima de violencia de 
género. Nadie sabe dónde está el protocolo” (Ramos Toro y 
Sánchez Mora, 2025a, p. 16 y 22).

HelpAge International España (2022) también menciona este 
rol potencial de la atención primaria de salud al señalar que 
esta “juega un papel crucial a la hora de detectar situaciones de 
violencia” (p. 7), insistiendo en la necesidad de que el personal 
sanitario sepa reconocerla. El Proyecto GAIA de Tenerife aporta 
un ejemplo que describe lo lejos que se está todavía de ese re-
conocimiento. Se trata del caso de una médica que, ante el 
relato de una mujer que llevaba 52 años en situación de violen-
cia, respondió: “Bueno, esto ha pasado desde hace 52 años. 
Ahora no vas a ir a denunciar porque te van a decir que a buena 
hora vas a denunciar” (Jiménez Jaén et al., 2021, p. 145).

Recursos económicos, jurídicos y de protección: un 
panorama institucional desigual
Más allá de los servicios específicos de atención, en España 
existe un conjunto de recursos jurídicos, económicos y de 
protección que, aunque no están diseñados pensando en mu-
jeres mayores, pueden estar a su disposición. HelpAge Inter-
national España (2024) ofrece un repaso de algunos de ellos: 
la línea de atención 24 horas a través del teléfono 016, 
ATENPRO, guías institucionales, recursos jurídicos, servicios 
de asesoramiento psicológico, y programas de ayudas econó-
micas como la Renta Activa de Inserción o el Ingreso Mínimo 
Vital. El mismo texto menciona que el Servicio Estatal de Aten-
ción a Personas Mayores (SEAM) ha recibido consultas rela-
cionadas con violencia de género, sin que esto implique una 
adaptación específica de su funcionamiento a esta problemá-
tica. Lo mismo ocurre con el teléfono contra el abuso y mal-
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trato a las personas mayores de CONFEMAC (Confederación 
Estatal de Mayores Activos), en cuyo informe de buenas prác-
ticas publicado en 2020 no se refleja una recogida de infor-
mación desde una perspectiva de género.

El estudio de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) recoge datos sobre las limitaciones de los recur-
sos de protección disponibles para mujeres mayores. Solo el 2% 
de las Órdenes de Protección incluye el acceso a vivienda pro-
tegida o residencia pública para personas mayores. El propio 
servicio ATENPRO, aunque es muy valorado por las usuarias, 
presenta limitaciones específicas para este grupo de edad, pues 
no siempre es posible activarlo ante una agresión sorpresiva, y 
algunas mujeres no están acostumbradas a llevar el dispositivo 
consigo de manera constante. En Cataluña, el Dossier estadís-
tico de violencias machistas de L’Observatori de la Igualtat de 
Gènere (2024) afirma que este servicio cuenta con una red ins-
titucional amplia, con 3.005 usuarias activas acumuladas en 
2023, aunque el documento no analiza específicamente su 
adecuación para mujeres mayores.

En cuanto a las necesidades expresadas por las propias mujeres 
mayores sobrevivientes, la investigación de la Delegación del 
Gobierno contra la Violencia de Género (2019) ofrece un orden 
de prioridades: ayuda económica (47%), apoyo psicológico 
(37%), apoyo jurídico (16%), ayuda para sentirse menos sola 
(15%), y grupos de autoayuda con mujeres en su misma situa-
ción (14%). El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 
2021) confirma este patrón de necesidades con porcentajes si-
milares: apoyo psicológico y ayuda económica son señaladas, 
ambas, por el 52,5% de las mujeres encuestadas, seguidas del 
apoyo jurídico (37,5%) y el acompañamiento a trámites y gestio-
nes (20%).
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Buenas prácticas: lo que ya funciona y puede servir de 
referencia
Frente a este panorama de falta de adaptación generalizada a 
las necesidades de las mujeres mayores la bibliografía consul-
tada recoge una lista de materiales, experiencias y prácticas que 
apuntan hacia formas de intervención y acompañamiento más 
adecuadas, tanto en España como en otros contextos.

Un primer elemento que constituye en sí mismo una buena 
práctica es el cambio de tendencia observado en los últimos 
años. Si durante buena parte del periodo posterior a la aproba-
ción de la Ley Orgánica 1/2004 la violencia de género contra las 
mujeres mayores permaneció casi ausente de las políticas pú-
blicas, desde aproximadamente 2020 comienza a apreciarse 
un incremento de iniciativas específicas impulsadas tanto por 
administraciones públicas como por entidades del tercer sector. 
Este cambio se refleja en la aparición de materiales técnicos, 
campañas de sensibilización, programas formativos, proyectos 
de investigación aplicada y herramientas de detección específi-
camente diseñadas para mujeres mayores, lo que evidencia un 
creciente reconocimiento institucional de esta realidad.

En el ámbito autonómico y municipal español, destacan la Guía 
para la detección de la violencia de género en mujeres adultas 
mayores dirigida a profesionales del ámbito sociosanitario 
que actúan en el domicilio de la Diputación de Granada (2020), 
la Guía orientativa para la atención y detección de la violencia 
de género en mujeres mayores (2021) de la Diputación de Jaén, 
la Guía para la detección y el acompañamiento inicial: Violen-
cia machista contra las mujeres mayores en las relaciones de 
pareja y/o expareja (2022) de EDE Suspergintza Intervención 
Social en el País Vasco, y la Herramienta para la detección de 
la violencia machista a mujeres mayores de 60 años en los 
servicios sociales municipales desarrollada en Portugalete 
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(2023). Estos materiales constituyen las primeras herramientas 
de detección específica para violencia machista contra mujeres 
mayores de 60 años. El protocolo de Portugalete fue premiado 
por la Federación Española de Municipios y Provincias y el Mi-
nisterio de Igualdad en 2022 como buena práctica local. Esta 
herramienta sitúa a los servicios sociales de base como puerta 
de acceso al sistema y como agente centralizador de las actua-
ciones de detección. Este es un modelo que reconoce la impor-
tancia de los espacios de proximidad como primera puerta de 
entrada.

Paralelamente, distintas entidades han comenzado a desarro-
llar programas específicos de formación dirigidos tanto a profe-
sionales como a la propia población mayor. Entre ellos destaca 
el proyecto Haciéndonos visibles: Mayores de 60, impulsado 
por la Fundación Luz Casanova, que combina acciones de sen-
sibilización con la creación de una red de mujeres y hombres 
mayores como agentes de buen trato capaces de detectar, 
acompañar y orientar situaciones de violencia de pareja en su 
entorno próximo. El proyecto incorpora además procesos de 
seguimiento y acompañamiento a las personas participantes y 
formación específica para profesionales que trabajan con per-
sonas mayores. En la misma línea, Emakunde ha desarrollado 
el programa formativo Jabetuz, dirigido a profesionales que 
atienden a víctimas de violencia contra las mujeres, mientras 
que el Grupo Social UNATE ha impulsado encuentros de sensi-
bilización dirigidos a población mayor de 60 años —especial-
mente mujeres— dentro del proyecto Avance en el diseño de 
una Hoja de Ruta para el acompañamiento y atención a mu-
jeres mayores sobrevivientes de violencia de género en Can-
tabria. Estas experiencias ponen de relieve la importancia de la 
formación especializada como estrategia para mejorar la de-
tección precoz y adaptar la intervención a las necesidades es-
pecíficas de las mujeres mayores.
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El texto sobre Experiencias compartidas sobre la interven-
ción con mujeres mayores supervivientes de violencia de 
género (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2023) enlista un conjun-
to de buenas prácticas desarrolladas desde la intervención di-
recta con mujeres mayores. Entre ellas destaca la intervención 
en espacios cotidianos y cercanos, paseos, bancos de la vía 
pública, cafés, espacios públicos, en lugar de despachos for-
males; la horizontalidad en el vínculo entre profesional y 
mujer; la continuidad y permanencia en el acompañamiento; 
el trabajo a través del arte, con talleres como “Vive y convive” 
utilizando canciones, o “Tengo derecho a cosas bonitas y ra-
diantes”, centrado en la autoimagen, la historia de los dere-
chos de las mujeres, la resiliencia y la asertividad; y la 
celebración explícita de cada pequeño logro como práctica te-
rapéutica y de empoderamiento. El mismo texto describe un 
modelo de coordinación sociosanitaria construido en un dis-
trito de Madrid por iniciativa de un profesional, basado en re-
uniones con agenda de casos concretos entre servicios 
sociales y centros de salud.

El estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de 
Galicia aporta otro conjunto de prácticas concretas y replica-
bles. Frente a la constatación de que las convocatorias direc-
tas de acciones formativas o de sensibilización sobre violencia 
de género no funcionan con mujeres mayores, “cuando dices 
directamente que vas a realizar un módulo de prevención 
contra la violencia de género, no vienen”, las profesionales 
han desarrollado estrategias de abordaje transversal: talleres 
de manualidades y cocina con sesiones de autoestima inte-
gradas; biodanza y musicoterapia con contenidos de sensibi-
lización; módulos de autodefensa para personas mayores; y 
exposiciones situadas en espacios que las mujeres mayores ya 
frecuentan, como ayuntamientos o centros de salud (Mosteiro 
García et al., 2024, p. 292). El mismo estudio destaca recursos 
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generales para personas mayores que pueden resultar útiles 
en el proceso de recuperación, tales como los viajes del IM-
SERSO, los balnearios, la teleasistencia, las asociaciones de 
vecinas y los centros socioculturales.

En el Diagnóstico de la violencia de género que sufren las mu-
jeres mayores de 60 años en la ciudad de Madrid (Ramos Toro 
et al., 2020), se menciona la Mesa de Vulnerabilidad, integrada 
en el Programa de Malos Tratos y Aislamiento Social de Mayo-
res y Atención a la Vulnerabilidad. Este dispositivo articula la 
coordinación entre distintas/os profesionales y recursos (como 
la Policía Municipal, los centros de día, el servicio de ayuda a 
domicilio o la teleasistencia) con el objetivo de favorecer la de-
tección precoz de cualquier forma de maltrato, incluida la vio-
lencia de género. No obstante, no constituye un recurso 
especializado para la atención a mujeres mayores. El diagnósti-
co también destaca el papel de los Espacios de Igualdad como 
recursos comunitarios de proximidad valiosos para aquellas 
mujeres que, por distintos motivos, no pueden acceder a servi-
cios más especializados.

Dentro del contexto autonómico madrileño, merece mencio-
narse también el Centro de Acogida nº 6 - Proyecto 65 Plus, 
gestionado por la Fundación Luz Casanova, que constituyó uno 
de los pocos dispositivos residenciales pensados específica-
mente para mujeres mayores víctimas de violencia de género. 
El recurso disponía de 16 plazas distribuidas en apartamentos 
dobles y ofrecía una atención integral dirigida a mujeres mayo-
res de 65 años, con especial atención a quienes arrastraban tra-
yectorias de maltrato prolongadas en el tiempo, deterioro 
funcional, aislamiento social, dependencia económica o res-
ponsabilidades de cuidado hacia personas dependientes. 
Además del alojamiento, el centro incorporaba acompaña-
miento psicosocial, jurídico y comunitario desde una mirada 



Nombrar lo invisibilizado

118

que combinaba la perspectiva de género con el enfoque de 
curso de vida, e incluía procesos de apoyo al microemprendi-
miento y a la recuperación del proyecto vital de cada mujer 
(Fundación Luz Casanova, 2021 y Ramos Muñoz, 2025). Se tra-
taba de una experiencia pionera por pensar un recurso residen-
cial desde la especificidad de las mujeres mayores, algo 
excepcional en el panorama de recursos existentes. Sin embar-
go, este dispositivo ya no atiende en la actualidad a este perfil 
de mujeres y durante buena parte de su funcionamiento contó 
con una ocupación muy reducida. Esto pone de relieve una ten-
sión que atraviesa buena parte de las buenas prácticas recogi-
das en este apartado, y es que las iniciativas específicas, por 
acertadas que resulten en su diseño, difícilmente logran soste-
nerse en el tiempo si no van acompañadas de una apuesta ins-
titucional estable y de estrategias de difusión que aseguren que 
las mujeres mayores lleguen a conocerlas y a utilizarlas.

También en el ámbito de la sensibilización social comienza a 
observarse un cambio significativo. A partir de 2020, en parti-
cular, diversas administraciones y organizaciones sociales han 
impulsado campañas dirigidas específicamente a visibilizar la 
violencia de género en mujeres mayores con motivo del 25 de 
noviembre “Día Internacional de la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer”. Entre ellas destacan: 

1. Campaña Nunca es tarde para dormir tranquila de 
la Asociación Encuentra-acuerdos y el Ayuntamien-
to de Córdoba de 2014. 
 

2. Campaña La violencia de género contra las mu-
jeres mayores es una realidad que no se ve. La 
llevan sufriendo mucho tiempo. ¡Implícate! del 
Ayuntamiento de Madrid de 2020. 
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3. Campaña Si la escuchas, la verás. Solo una socie-
dad atenta puede detectar la violencia más oculta 
de Emakunde de 2020.  
 

4. Campaña Hazte Visible, Hazme Visible 
de la Fundación Luz Casanova de 2021. 
 
 

5. Campaña Es tiempo de vivir. Dejemos atrás las 
sombras del Gobierno de Canarias de 2022.  
 

6. Campaña #YaNoEsAmor de HelpAge España 
de 2024. 
 
 

7. Campaña Lo que sufres se llama violencia y no es 
tu culpa del Grupo Social UNATE de 2024.  
 
 

8. Campaña Tú puedes acabar con la violencia de 
género. Implícate del Grupo Social UNATE de 2025. 
  
 

9. Campaña Los trapos sucios no se lavan en casa 
del Ayuntamiento de Irun de 2025. 
 

10. Campaña Tu madre ha sufrido violencia machista 
#RompamosElSilencio del Ayuntamiento de San-
tander de 2025.
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Otra buena práctica emergente es el desarrollo de acciones de 
incidencia política orientadas a incorporar la perspectiva de 
edad en las políticas de igualdad y en los marcos internaciona-
les de derechos humanos. En este ámbito destaca el trabajo de 
la Fundación Aroa, que participa en diferentes espacios inter-
nacionales de defensa de los derechos de las mujeres y de las 
personas mayores, promoviendo la incorporación de una pers-
pectiva feminista en la futura Convención Internacional sobre 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Su participa-
ción en plataformas como Feminist Europe, AGE Platform 
Europe, el Grupo de trabajo Internacional del Consejo de las 
Mujeres de Cataluña o el Grupo de trabajo sobre Ancianidad de 
Naciones Unidas constituye un ejemplo de incidencia dirigida a 
visibilizar la discriminación interseccional que experimentan 
las mujeres mayores.

Por último, otra buena práctica que merece destacarse es el no-
table incremento de la producción de conocimiento específico 
sobre violencia de género en mujeres mayores. Frente a la esca-
sez de investigaciones existente hasta hace pocos años, desde 
aproximadamente 2020 observamos un crecimiento significa-
tivo de estudios, diagnósticos, guías y herramientas metodoló-
gicas desarrollados en España. En este proceso han 
desempeñado un papel relevante entidades como el Grupo 
Social UNATE, responsable de proyectos como la Hoja de Ruta 
para la intervención y el acompañamiento a mujeres mayores 
sobrevivientes de violencia de género en Cantabria, el Avance 
en el diseño de la Hoja de Ruta, el proyecto (des)CONOCIDAS. 
Los retos de las mujeres que son mayores o el primer violentó-
metro específicamente adaptado a mujeres mayores6. Asimis-

6 | A partir del creado por Martha Alicia Tronco Rosas del Instituto Politécni-
co Nacional (IPN) de México.
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mo, HelpAge España ha contribuido de forma decisiva mediante 
la elaboración de informes, materiales divulgativos y documen-
tos de sensibilización que han favorecido la incorporación de la 
perspectiva de edad en el abordaje de la violencia de género. El 
incremento de esta producción científica y técnica constituye 
una buena práctica, ya que proporciona evidencia para orientar 
las políticas públicas y favorece el desarrollo de intervenciones 
más ajustadas a las necesidades de las mujeres mayores sobre-
vivientes de violencia de género.

A nivel internacional, el análisis de los proyectos europeos 
IPVoW y Mind the Gap! (Penhale, 2021) documenta experiencias 
de formación interinstitucional que pueden resultar inspirado-
ras para el contexto español. En el Reino Unido se desarrolló un 
marco de formación junto a la Agencia Nacional de Mejora Po-
licial, incorporado posteriormente al currículo sobre Protección 
de Personas Vulnerables del College of Policing. En Austria y 
Portugal se diseñaron sesiones de formación multiagencia me-
diante coproducción, facilitadas por profesionales con expe-
riencia en trabajo con personas mayores y en violencia 
doméstica. El estudio sugiere como modelo útil para otros 
países las estructuras del Reino Unido con oficiales de policía 
especializados simultáneamente en violencia doméstica y en 
protección de personas mayores en situación de vulnerabili-
dad, capaces de abordar de manera integral las situaciones de 
dependencia y fragilidad junto a las cuestiones de género.

La revisión de Monserrat Celdrán (2013) ya aportaba un dato que 
invitaba al optimismo sobre la capacidad de transformación de 
los servicios cuando se invierte en formación. Un seguimiento de 
cinco años realizado por Lynn Vinton et al. (1997) mostró que los 
centros de atención a víctimas de violencia de pareja que habían 
sensibilizado a su personal pasaron de ofrecer un 8% de servicios 
específicos para mujeres mayores a un 22%. Este dato demostra-
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ba ya que la falta de adecuación no es inevitable; es el resultado 
de una falta de formación y de prioridad institucional que puede 
revertirse cuando existe voluntad de hacerlo.

Necesidades de adaptación: el gran pendiente
La literatura existente converge en un repertorio de necesida-
des de adaptación que, por su recurrencia en textos de proce-
dencias muy diversas, puede leerse como una hoja de ruta 
compartida sobre lo que queda por construir.

Sobre protocolos y herramientas de detección, la Herramien-
ta de Portugalete (2023) señala que no existen instrumentos 
técnicos validados de manera específica para detectar violen-
cia machista en mujeres mayores. El estudio sobre los Centros 
de Información a las Mujeres de Galicia reclama “un protocolo 
específico para mujeres víctimas de violencia de género ma-
yores de 65 años y dotar de más medios” (Mosteiro García et 
al., 2024, p. 296).

En materia de vivienda y alojamiento, el análisis realizado por 
Bridget Penhale (2021) de los proyectos europeos IPVoW y Mind 
the Gap! señala la vivienda como uno de los principales proble-
mas que enfrentan las mujeres mayores y como una de las limi-
taciones más fuertes para las agencias de apoyo. La revisión de 
Monserrat Celdrán (2013) y la de Jorge Gracia Ibáñez (2015) ya 
coincidían en señalar que los pisos y casas de acogida no esta-
ban adaptados a las dificultades de movilidad que muchas 
veces se presentaba por la edad, ni contaban con personal fa-
miliarizado con las necesidades de las mujeres mayores.

Acerca del acompañamiento psicológico, el estudio compara-
tivo de Marta Lundy y Susan Grossman (2004), realizado con 
una muestra de 1.057 mujeres mayores en Estados Unidos, en-
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contraba que la principal necesidad expresada era el apoyo 
emocional (78,6%), seguida de la asistencia legal (62%), mien-
tras que la demanda de alojamiento de emergencia era com-
parativamente baja (11,6%). Jorge Gracia Ibáñez (2015) añadía 
que los grupos de apoyo existentes giraban en torno a temáti-
cas como las infancias o la inserción laboral, particularidades 
que no corresponden a las preocupaciones reales de una 
mujer mayor, y sugería la posibilidad de organizar grupos di-
ferenciados por edad.

En relación con la formación profesional, el análisis sobre aten-
ción en servicios sociales a mujeres mayores víctimas de vio-
lencia de género (García Vázquez et al., 2024) documenta que el 
98,8% de las personas profesionales encuestadas no había reci-
bido formación específica sobre esta problemática. La Carto-
grafía interseccional de Castilla-La Mancha (Rodríguez Martín, 
2025) confirma este vacío al documentar que el 48,9% de las y 
los profesionales se declara poco o nada informado sobre los 
recursos disponibles para mujeres mayores víctimas de violen-
cia de género, y un 81,9% no recuerda ninguna campaña insti-
tucional específica.

Respecto a la coordinación interinstitucional, casi todos los 
textos revisados coinciden en señalar la fragmentación entre el 
sistema de violencia de género y el sistema de atención a perso-
nas mayores como uno de los obstáculos centrales. El protocolo 
marco de la Generalitat de Catalunya (2024) plantea, como res-
puesta a esta fragmentación, un modelo de intervención inte-
gral, coordinado e intersectorial, que incorpore circuitos de 
derivación claros entre los ámbitos social, sanitario, judicial, 
educativo, policial y comunitario.

Finalmente, en materia normativa, el primer informe de eva-
luación temática del GREVIO (2024) reconoce avances impor-
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tantes en los mecanismos institucionales españoles, como el 
sistema VioGén o la creación de un portal de datos oficiales 
sobre violencia de género, pero señala que los datos de servi-
cios sociales todavía no permiten conocer adecuadamente el 
uso real que las mujeres víctimas hacen de los recursos dispo-
nibles; una limitación que afecta de manera particular a las 
mujeres mayores, sobre las que la información sigue siendo 
escasa.

Un sistema por construir
El recorrido por los recursos existentes nos deja una conclusión 
y es que no se trata solo de corregir faltas puntuales en servicios 
que, en lo esencial, pueden funcionar para las mujeres mayo-
res. Es necesario reconocer que el sistema de atención, inter-
vención y acompañamiento ante situaciones de violencia de 
género, tal y como existe hoy, fue diseñado pensando en un 
perfil de mujer que no incluye, salvo excepciones, a las mujeres 
mayores. Asimismo, que el sistema de atención a personas ma-
yores fue diseñado sin incorporar la perspectiva de género 
como eje transversal.

Las buenas prácticas rescatadas en este capítulo demuestran 
que es posible construir respuestas adecuadas. Pero también 
demuestran, por su carácter aun excepcional y disperso, que 
queda mucho camino por recorrer para que estas respuestas 
dejen de ser experiencias aisladas y se conviertan en la norma 
de funcionamiento de un sistema que vea, reconozca y acom-
pañe a las mujeres mayores que sobreviven a la violencia de 
género.
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 7.  
 Recomendaciones para avanzar hacia  

 el reconocimiento y la reparación 

Un cierre mirando hacia adelante
Después de recorrer la caracterización de la violencia, los 
datos de prevalencia, sus impactos, las barreras que la sostie-
nen, las formas de afrontamiento que despliegan las mujeres 
mayores y los recursos con que hoy cuentan, este último capí-
tulo recoge las propuestas que la propia bibliografía ha formu-
lado para transformar esta realidad. Son recomendaciones 
que emergen de la investigación académica, de los diagnósti-
cos institucionales, de los protocolos municipales y autonó-
micos y, sobre todo, de las propias mujeres mayores 
sobrevivientes de violencia de género y de la experiencia acu-
mulada por quienes trabajan día a día con ellas.

Estas recomendaciones se organizan en cuatro ejes que apa-
recen de manera recurrente en la bibliografía revisada, a 
saber, las orientadas a los servicios de atención, las dirigidas 
a las políticas públicas, las que reclaman formación profe-
sional específica, y las que señalan los vacíos pendientes en 
la investigación. Los cuatro ejes están interconectados, y 
muchas de las propuestas que presentaremos atraviesan 
más de uno de ellos a la vez.
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Para los servicios de atención: adaptar en lugar de 
homogeneizar
La recomendación que con mayor insistencia se repite en la li-
teratura revisada es que los servicios de atención dejen de tratar 
a las mujeres mayores como si fueran mujeres jóvenes con más 
años. La Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2025a) propone, en ese sentido, la creación de protocolos 
claros y estandarizados, mesas de coordinación que incluyan al 
tercer sector, derivación proactiva y un acompañamiento que 
evite que las mujeres tengan que repetir su historia en cada uno 
de los recursos por los que pasan. El texto de Experiencias 
compartidas sobre la intervención (Ramos Toro y Sánchez 
Mora, 2023) añade un principio que conviene situar en el centro 
de cualquier modelo de intervención. Se refiere a poner a la 
mujer mayor como protagonista de su propia vida y de su propio 
proceso, ofreciéndole espacios seguros, cercanos y de confian-
za, construidos desde un vínculo horizontal y no jerárquico.

La idea de centrar la intervención en la mujer y en su biografía, 
más que en su edad, aparece de forma destacada en el Diagnós-
tico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020). Las profesionales pro-
ponen desarrollar una intervención que no homogenice a las 
mujeres mayores por el hecho de serlo, que trabaje con el entor-
no familiar —especialmente con hijas e hijos, cuando pueden 
actuar como aliados—, y que garantice una atención a largo plazo 
capaz de respetar el ritmo de toma de decisiones de cada mujer. 
El diagnóstico también reclama adaptar los recursos habitacio-
nales para que ofrezcan alternativas reales entre la casa de aco-
gida, pensada para la inserción laboral y, por tanto, inadecuada 
para muchas mujeres mayores, y la residencia de personas ma-
yores, que implica para muchas un desarraigo total. 

Esta necesidad de adaptar los recursos a las trayectorias vitales 
de las mujeres mayores aparece también en el testimonio de 
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una mujer sobreviviente, quien sintetiza, desde su propia expe-
riencia, algunas de las transformaciones que considera priorita-
rias: “Aunque sea gratuito, que lean las cosas. Que las abogadas 
traten mejor a las mujeres mayores, porque es mucho más 
complejo. Y que tengan apoyo psicológico”. Más adelante con-
creta esta demanda al imaginar un recurso ideal: “Que fuera 
una sola abogada la que siguiera el caso” (Ramos Toro y Sán-
chez Mora, 2025b, p. 16). Sus palabras ponen de manifiesto la 
importancia de una atención jurídica especializada, estable y 
coordinada con el acompañamiento psicológico, y así evitar 
que las mujeres tengan que reconstruir continuamente su his-
toria ante distintas profesionales.

El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 2021) formula 
propuestas en torno a ocho ejes que recorren desde la detec-
ción hasta la atención a colectivos con factores adicionales de 
vulnerabilidad. Entre sus recomendaciones más destacadas 
figura la de evitar que el acceso a los recursos dependa de la ac-
titud individual de quien atiende en la puerta de entrada, una 
propuesta a la que se suma la idea de una “ventanilla única” que 
tenga el objetivo de atender de manera conjunta la violencia de 
género y otras formas de maltrato hacia las mujeres mayores. 
Este estudio reclama, asimismo, recursos habitacionales espe-
cíficos para mujeres mayores que no estén limitados temporal-
mente, como sí ocurre con buena parte de la oferta actual.

El estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de 
Galicia (Mosteiro García et al., 2024) subraya la necesidad de 
generar un clima de confianza y empatía sin crear expectativas 
poco realistas, de asegurarse de que la mujer comprende ade-
cuadamente la información que recibe, teniendo en cuenta su 
nivel formativo, y de ofrecer acompañamiento en los trámites 
administrativos y judiciales, una necesidad que aparece tam-
bién, con formulaciones muy similares, en otro estudio de María 
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Josefa Mosteiro García et al. (2025) y en el Diagnóstico de 
Madrid (Ramos Toro et al., 2020).

Esta demanda de acompañamiento integral coincide con las 
propuestas formuladas por las propias mujeres mayores 
participantes en el Avance en el diseño de una Hoja de Ruta 
de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025b). Cuando 
se les pidió imaginar un recurso ideal, coincidieron en seña-
lar la necesidad de espacios accesibles, seguros y cercanos, 
donde la atención no se limite al asesoramiento jurídico, 
sino que integre también el apoyo psicológico, social y rela-
cional. Estas demandas muestran que la calidad del acom-
pañamiento depende tanto de los recursos disponibles como 
de la forma en que se construyen los vínculos de confianza 
con las mujeres. 

La participación en grupos y actividades con otras mujeres 
aparece como uno de los recursos con mayor potencial pre-
ventivo y reparador. La Herramienta para la detección de la 
violencia machista de Portugalete (2023) recomienda pro-
mover la participación de las mujeres mayores en actividades 
y grupos compartidos como estrategia de prevención, detec-
ción y empoderamiento, pues señala que estas experiencias 
han demostrado abrir procesos genuinos de toma de concien-
cia. La revisión de Monserrat Celdrán (2013) ya insistía en este 
punto al recuperar la recomendación de grupos de ayuda y 
servicios de asesoramiento adaptados a sus necesidades, y 
llamaba la atención sobre la importancia de trabajar con la 
narrativa vital de cada mujer, con la forma en que entiende su 
propia vida y el sufrimiento que ha atravesado, para ayudarla 
a construir un futuro en el que pueda sentirse más fuerte y 
más autónoma.
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Para las políticas públicas: recursos económicos y 
habitacionales
La bibliografía revisada converge en la urgencia de crear pres-
taciones económicas específicas para mujeres mayores vícti-
mas de violencia de género, dado que las ayudas existentes, 
orientadas casi en su totalidad a mujeres en edad laboral, dejan 
fuera a quienes más las necesitan precisamente por haber de-
dicado su vida al trabajo reproductivo y doméstico. 

El estudio de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género (2019) propone una solución de “ingreso puente” de 
ámbito estatal, junto con un acceso facilitado a pensiones no 
contributivas, complementos de mínimos y prestaciones por 
discapacidad. El Proyecto GAIA de Tenerife (Jiménez Jaén et al., 
2021) recoge esta misma propuesta y la formula matizando la 
garantía de un sistema de renta que no esté condicionado a los 
ingresos del hogar conyugal, ni a la situación dentro de la rela-
ción, ni a la inserción laboral, ni tampoco a la nacionalidad de la 
mujer. El Diagnóstico de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) y la 
Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2025a) coinciden en reclamar esta misma prestación económi-
ca específica, y el estudio sobre Recursos y medidas para la 
atención de mujeres mayores víctimas de violencia de género 
(Mosteiro García et al., 2025) llega a plantear una fórmula para 
resolver la desprotección de quienes nunca cotizaron. Esta se 
trata de reconocer a estas mujeres el salario mínimo interprofe-
sional cuando carecen de pensión propia por haber sido educa-
das, décadas atrás, en un modelo que les negaba el acceso al 
trabajo remunerado, tal como mencionamos en otro apartado 
de esta publicación.

En materia de vivienda, la literatura apunta que las mujeres ma-
yores deben poder permanecer en su propio hogar si así lo 
desean, trasladando el problema habitacional al agresor y no a 
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la víctima (Jiménez Jaén et al., 2021). Aunque también se añade 
que los recursos de acogida deben adaptarse en sus aspectos 
organizativos y de personal a las dificultades de movilidad, 
contando con profesionales familiarizadas/os con las realida-
des de la vejez (Gracia Ibáñez, 2015).

Las campañas de sensibilización dirigidas específicamente a 
mujeres mayores constituyen otra de las recomendaciones. En 
el trabajo editado por el Instituto Navarro para la Igualdad 
(2020) se plantea la necesidad de diseñar campañas de preven-
ción y sensibilización dirigidas a este colectivo, junto con talle-
res de detección en centros para personas mayores. HelpAge 
International España (2022 y 2024) insiste en que estas campa-
ñas deben ser accesibles, teniendo en cuenta barreras como la 
discapacidad o el acceso a las tecnologías, y deben contribuir a 
transmitir una imagen de la vejez en la que emprender nuevos 
proyectos vitales siga siendo posible. La Hoja de Ruta de Can-
tabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025a) añade que estas 
campañas deben estar menos centradas en la denuncia y más 
orientadas al acompañamiento, porque, como hemos anotado 
en el capítulo anterior, lo que muchas mujeres mayores buscan 
no es necesariamente romper la relación, sino sentirse escu-
chadas y acompañadas. La Cartografía interseccional del se-
xismo, edadismo y ruralidad en la violencia de género hacia 
mujeres mayores por sus ex/parejas (Rodríguez Martín, 2025) 
coincide en reclamar campañas que incorporen la voz directa 
de las propias mujeres mayores, con una perspectiva intersec-
cional que atienda también a la ruralidad.

Las propias mujeres mayores insisten en esta misma dirección. 
Una de las participantes en el Avance en el diseño de una Hoja 
de Ruta de Cantabria considera imprescindible ampliar la difu-
sión de la información preventiva en los espacios cotidianos: 
“Charlas, difusión. En institutos, universidades, centros de salud… 
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para que cuando tengan un problema sepan dónde acudir”. Otra 
mujer mayor sobreviviente añade la necesidad de realizar más 
campañas que visibilicen la violencia de género en mujeres ma-
yores, dado que “en las campañas siempre salen mujeres jóve-
nes” (Ramos Toro y Sánchez Mora, 2025b, p. 16). Ambas reflexiones 
refuerzan la necesidad de diseñar campañas de sensibilización 
que no solo sean accesibles, sino que representen a las mujeres 
mayores y utilicen los espacios que ellas frecuentan para facilitar 
el reconocimiento temprano de la violencia.

La necesidad de una mirada interseccional en el diseño de las 
políticas públicas aparece transversalmente en la literatura. El 
estudio sobre los Centros de Información a las Mujeres de Ga-
licia (Porto-Castro et al., 2024) reclama esta mirada intersec-
cional para hacer visible lo que hasta ahora ha permanecido 
oculto, y propone revisar el acceso de las mujeres mayores a 
las ayudas económicas existentes para víctimas de violencia 
de género, dadas las exclusiones que hoy se producen por 
razón de edad. El protocolo marco de la Generalitat de Cata-
lunya (2024) plantea que las intervenciones no deben preten-
der ser falsamente neutrales, sino reconocer de manera 
explícita las desigualdades estructurales (entre ellas, el eda-
dismo) que sostienen las violencias machistas.

El GREVIO (2024) aporta recomendaciones de carácter más sis-
témico que resultan decisivas para que cualquier otra medida 
pueda evaluarse con rigor en el futuro. Entre ellas, fortalecer los 
sistemas de recopilación de datos, garantizando que la informa-
ción esté desagregada por género, por edad, por tipo de violencia 
y por la relación entre víctima y agresor, y armonizar estos siste-
mas entre fuerzas de seguridad, sistema judicial y sector sanitario 
para poder hacer un seguimiento integral de los casos. Su infor-
me insiste también en la necesidad de garantizar financiación es-
table y evaluación continua de las campañas preventivas.
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Para la formación profesional: un enfoque que una lo que 
hoy está separado
La formación específica es el eje de recomendaciones más ex-
tenso y frecuente de toda la bibliografía. La razón es que mien-
tras las y los profesionales que trabajan con personas mayores 
carezcan de perspectiva de género y las y los profesionales que 
trabajan en violencia de género carezcan de perspectiva de 
edad, las mujeres mayores seguirán cayendo en el espacio 
vacío que queda entre ambos sistemas.

El estudio de María Josefa Mosteiro García et al. (2025) propone 
una formación que no se limite a cursos genéricos, sino que in-
cluya materiales específicos y una evaluación de sus resultados, 
dirigida al sistema judicial y la fiscalía, los equipos psicosocia-
les, las fuerzas y cuerpos de seguridad, el personal sanitario y 
también el personal docente. De acuerdo con datos de la Car-
tografía interseccional de Castilla-La Mancha (Rodríguez 
Martín, 2025), el 50,9% de las y los profesionales encuestados 
no había recibido ninguna formación específica en violencia de 
género hacia mujeres mayores, y el 73,5% declaraba no tener 
formación alguna en enfoque interseccional. Frente a este pa-
norama, la misma investigación propone que esta formación se 
incorpore de manera obligatoria y transversal en todos los nive-
les, universitarios, profesionales y de formación continua, inte-
grando la epistemología feminista como marco analítico para el 
diagnóstico, la intervención y la evaluación.

La Hoja de Ruta de Cantabria (Ramos Toro y Sánchez Mora, 
2025a) amplía el círculo de profesionales que deberían recibir 
esta formación más allá de lo habitual, incluyendo, además de 
a quienes trabajan en salud, servicios sociales, justicia y farma-
cia, también a agentes religiosos, debido al papel ambivalente 
que estas figuras pueden jugar en la vida de muchas mujeres 
mayores. Asimismo, señala como prioritaria la formación del 
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personal de ayuda a domicilio y teleasistencia, recordando que 
estas figuras tienen, por su acceso cotidiano al hogar, una posi-
ción privilegiada para la detección.

La bibliografía insiste en que la formación debe ser cruzada y 
capaz de unir lo que hoy permanece separado. El Diagnóstico 
de Madrid (Ramos Toro et al., 2020) menciona la necesidad de 
formación sobre envejecimiento y curso vital para quienes tra-
bajan en los servicios de violencia de género, de manera que no 
caigan en el edadismo ni terminen tomando decisiones por las 
mujeres mayores en lugar de acompañarlas. El documento de 
Experiencias compartidas sobre la intervención (Ramos Toro y 
Sánchez Mora, 2023) confirma esta necesidad al recordar que 
los conocimientos jurídicos por sí solos no bastan si no van 
acompañados de trabajo psicológico, educativo y de creación 
de espacios de confianza, y que el propio sesgo edadista del 
personal profesional debe trabajarse de manera activa y 
consciente.

Jorge Gracia Ibáñez (2015) ya subrayaba que la formación de 
las y los profesionales de la salud resulta prioritaria porque la 
atención sanitaria en la vejez es frecuente y continuada, lo que 
la convierte en una vía de detección si quienes atienden a 
estas mujeres saben reconocer lo que tienen delante. El autor 
manifiesta que cualquier guía o protocolo de actuación debe 
elaborarse con la implicación directa del personal profesional 
que después tendrá que aplicarlo, pues esto aumenta sus po-
sibilidades reales de uso. Marija Babovic et al. (2022), desde el 
contexto de Europa del Este y los Balcanes Occidentales, plan-
tean una recomendación que conecta con esta idea de forma-
ción conjunta, al mencionar la necesidad de formación regular 
entre profesionales de distintos sectores a nivel local, que in-
corpore un enfoque interseccional capaz de atender a grupos 
específicos como mujeres en situación de pobreza, con de-
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pendencia funcional, con demencia, o pertenecientes a mino-
rías étnicas.

Para la investigación 
El último de los cuatro ejes recoge propuestas que apuntan 
hacia el futuro de este campo de conocimiento. Lo primero que 
se señala es que la investigación sobre violencia de género en 
mujeres mayores sigue siendo, pese al crecimiento de la última 
década, comparativamente escasa. El estudio de Jesús Goyene-
chea (2021) describía su publicación como “un punto de parti-
da” ante la ausencia de guías o recetarios consolidados, y 
recordaba que el abordaje de las violencias contra las mujeres 
mayores se construye, se alimenta y se mejora entre todas y 
todos quienes participan en él.

El primer vacío señalado tiene que ver con los propios instru-
mentos de medición. Marija Babovic et al. (2022) proponen eli-
minar el límite superior de edad en la recolección de datos para 
los estudios de prevalencia, incorporar preguntas sobre formas 
de abuso específicas de la vejez como la negligencia o la explo-
tación financiera, y desagregar los datos estadísticos oficiales 
por cohortes de cinco años, con especial atención a las mujeres 
mayores de 65. Gabriela Ramos Bonilla (2021), desde la revisión 
sistemática sobre América Latina y el Caribe, plantea recomen-
daciones similares para esa región, tales como financiar en-
cuestas representativas, eliminar los límites de edad en las 
encuestas demográficas y de salud existentes, y homogeneizar 
definiciones y formas de medición, ya que la falta de uniformi-
dad impide hoy comparar resultados entre países.

Un segundo vacío tiene que ver con la necesidad de incluir la 
voz directa de las propias mujeres mayores en el diseño de la 
investigación y de las políticas que las afectan. La investigación 
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de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género 
(2019) señala que resulta fundamental contar con la perspectiva 
de las mujeres mayores que sufren o han sufrido violencia de 
género en el análisis, el diseño, la puesta en marcha y la evalua-
ción de las iniciativas pensadas para atender sus necesidades 
específicas. Bridget Penhale (2021), desde el análisis de los pro-
yectos europeos IPVoW y Mind the Gap!, plantea esta misma 
idea de que las voces de las personas mayores, especialmente 
las de quienes se encuentran más marginalizadas y excluidas, 
deben ser centrales tanto en el desarrollo de políticas y servi-
cios como en la investigación futura.

Los testimonios recogidos a lo largo de las investigaciones re-
cientes muestran que las mujeres mayores no solo aportan in-
formación sobre sus experiencias de violencia, sino también 
propuestas para mejorar los recursos, las campañas y los mo-
delos de intervención. Incorporar estas voces en el diseño, im-
plementación y evaluación de las políticas públicas constituye, 
por tanto, una condición necesaria para avanzar hacia respues-
tas más ajustadas a sus necesidades.

Un tercer vacío señalado es la necesidad de superar la ausencia 
de perspectiva de género que ha caracterizado, durante déca-
das, a la investigación sobre maltrato a personas mayores. Jorge 
Gracia Ibáñez (2012) reclamaba incorporar la perspectiva de 
género a estos estudios, superando el enfoque que él mismo 
describe como “gender neutral”, y propone avanzar hacia una 
construcción teórica con cierto grado de autonomía propia para 
la categoría de violencia de género contra mujeres mayores, 
que reconozca sus dinámicas específicas sin desconectarla del 
todo de otras formas de violencia familiar con las que con fre-
cuencia se entrelaza. El estudio de Paola Damonti y Ruth Iturbi-
de-Rodrigo (2021) coincide en este diagnóstico al señalar que 
se trata de un ámbito “escasamente estudiado”, y propone in-
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cluir de manera explícita en futuras investigaciones a mujeres 
mayores con discapacidad y pertenecientes a minorías étnicas, 
hoy ausentes tanto de los recursos como de las propias mues-
tras de investigación.

Un cuarto vacío tiene que ver con la dimensión económica de la 
violencia que la literatura considera todavía insuficientemente 
conceptualizada y regulada. El estudio de Red2Red (2023) pro-
pone desarrollar definiciones más amplias y ajustadas a la rea-
lidad de las mujeres mayores, que incorporen dimensiones 
hasta ahora poco analizadas como la usurpación de propieda-
des, el impago de pensiones o la violencia patrimonial, aplican-
do siempre una perspectiva interseccional que tenga en cuenta, 
además del género, la clase social y la racialización, y recono-
ciendo la violencia económica como una forma autónoma de 
violencia de género con impactos propios.

Finalmente, varias autoras/es señalan la necesidad de in-
vestigar de manera articulada los distintos tipos de violen-
cia que pueden converger en la vida de una misma mujer 
mayor. La revisión de Monserrat Celdrán (2013) ya plantea-
ba que la violencia de pareja y el maltrato producido en si-
tuaciones de dependencia no son fenómenos mutuamente 
excluyentes, y deben estudiarse de forma conjunta, pres-
tando atención a los efectos combinados de la generación a 
la que pertenece cada mujer, del periodo histórico en que 
fue socializada, y de su propia edad actual. Karen Roberto 
et al. (2014, p. 1551), añadían, desde el contexto estadouni-
dense, avanzar en la elaboración de instrumentos de de-
tección validados específicamente para este colectivo, en 
el conocimiento riguroso de su prevalencia e incidencia, y 
en estudios longitudinales capaces de mostrar cómo evolu-
cionan a lo largo de toda la vida las consecuencias de una 
violencia que, como hemos visto a lo largo de toda esta pu-
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blicación, rara vez se limita a un solo episodio o a un solo 
momento vital.

Una mirada que reúna lo que el sistema ha mantenido 
separado
Las recomendaciones recogidas en este capítulo ilustran, en 
suma, que la violencia de género contra las mujeres mayores no 
podrá abordarse de manera adecuada mientras sigamos pen-
sando, diseñando y financiando por separado lo que afecta al 
género y lo que afecta a la edad. La Cartografía interseccional 
elaborada en Castilla-La Mancha por Vicenta Rodríguez Martín 
(2025) lo resume con una imagen que merece cerrar este reco-
rrido, y es que la violencia de género en la vejez no es invisible 
por falta de evidencia, sino porque el ojo institucional y profe-
sional sigue, en sus propias palabras, “cataratizado” por una 
cultura atravesada por el sexismo, el edadismo y, añade, la invi-
sibilización de lo rural.

Las recomendaciones reunidas en este capítulo no pretenden 
agotar todas las respuestas posibles, pero sí ofrecen un mapa de 
las direcciones que la propia bibliografía, construida desde la 
investigación académica, desde la experiencia institucional y 
desde el trabajo cotidiano de quienes acompañan a estas muje-
res, considera urgentes. Atender a estas recomendaciones no es 
únicamente una cuestión técnica de mejora de recursos y servi-
cios. Es, sobre todo, una forma de devolver a las mujeres mayo-
res el reconocimiento que durante tanto tiempo se les ha 
negado, el de ser, en cada etapa de su vida, sujetas de derechos 
con la misma dignidad que cualquier otra mujer, sin que su 
edad sirva de excusa para mirar hacia otro lado.
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 8.  
 Conclusiones 

Llegadas a este punto, conviene recoger los hilos que atravie-
san los siete capítulos anteriores y que, juntos, dibujan una pro-
blemática con identidad propia. El primero de esos hilos es la 
continuidad en el tiempo. La violencia de género contra las mu-
jeres mayores no suele irrumpir en la vejez, sino que la acom-
paña desde hace décadas, a menudo desde el noviazgo o los 
primeros años de matrimonio, sostenida por un mandato de 
permanencia que estas mujeres interiorizaron en un contexto 
generacional que no admitía el divorcio ni la ruptura. Esa misma 
lógica de entrega y sumisión es la que, más adelante, empuja a 
muchas de ellas a convertirse en cuidadoras de quienes las 
maltrataron, cerrando un círculo que la simple cronología no 
basta para explicar.

El segundo hilo es la invisibilización, que no es casual, sino 
construida desde el ámbito familiar, social, institucional y me-
diático, y también desde la propia dificultad de estas mujeres 
para nombrarse a sí mismas como víctimas. Esta investigación 
sostiene, con la bibliografía revisada, que dicha invisibilidad no 
es un efecto colateral, sino el resultado directo de la intersec-
ción entre sexismo y edadismo, dos sistemas de discriminación 
que rara vez se abordan de forma conjunta y que, juntos, produ-
cen un punto ciego tanto en la percepción social como en los 
propios instrumentos de medición.

De ahí se desprende el tercer hilo, el de los datos. Los estudios 
de prevalencia disponibles, con España a la cabeza de los es-
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fuerzos por generarlos, muestran cifras globales de violencia 
inferiores a las de las mujeres más jóvenes, pero esa diferencia 
se invierte, y de forma contundente, cuando el análisis se limita 
a la pareja actual. Este hallazgo, sostenido por macroencuestas 
sucesivas, confirma lo que el resto del documento argumenta, y 
es que los menores porcentajes declarados no reflejan una 
menor incidencia, sino el subregistro, el sesgo de recuerdo, la 
ausencia de información sobre mujeres de 75 años y más, y la 
falta de instrumentos diseñados para captar las formas de vio-
lencia (psicológica, económica, vinculada a la dependencia y 
los cuidados) que predominan en la vejez.

Los impactos, las barreras y los afrontamientos analizados en 
los capítulos centrales confirman esta misma lógica de acumu-
lación. Décadas de daño físico y psicológico no reconocido, ais-
lamiento social creciente y dependencia económica construida 
sobre una férrea división sexual del trabajo y trayectorias labo-
rales negadas se entrelazan con una arquitectura de obstáculos, 
familiares e institucionales, que convierte la salida de la violen-
cia en un proceso lento, no lineal, hecho de avances y retroce-
sos, y no en el recorrido ordenado que suelen presuponer los 
protocolos de intervención. Frente a ello, los recursos existentes 
hoy, tanto los servicios de atención a la violencia de género 
como los servicios de mayores, siguen funcionando como dos 
sistemas que no conversan entre sí, cada uno pensado desde un 
solo eje (el género o la edad) y no desde su intersección.

Las recomendaciones recogidas en el último capítulo, dirigidas 
a los servicios de atención, a las políticas públicas, a la forma-
ción profesional y a la investigación futura, no pretenden agotar 
las respuestas posibles, pero sí trazan un mapa de las urgencias 
que la propia bibliografía identifica. Atender a estas mujeres 
exige, ante todo, dejar de mirarlas desde marcos pensados para 
otras (mujeres más jóvenes en un caso, personas mayores sin 
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perspectiva de género en el otro) y construir respuestas propias, 
capaces de reconocer tanto la especificidad de su experiencia 
como su condición de sujetas de derechos.

El creciente interés que ha despertado esta problemática en los 
últimos años, especialmente en España, es un punto de partida 
alentador, pero no puede confundirse con un punto de llegada. 
Queda pendiente convertir diagnósticos aislados en política 
pública sostenida, y buenas prácticas excepcionales en norma 
de funcionamiento. Esta publicación aspira a formar parte de 
ese tránsito, ofreciendo a quienes trabajan cada día con muje-
res mayores un mapa riguroso de lo que hoy sabemos y de lo 
que aún queda por construir para devolverles el reconocimien-
to que, durante demasiado tiempo, les fue negado.
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